
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNI-
DOS MEXICANOS

La secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 4o. y 115
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, suscrita por la diputada María Elena Orantes López,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, e in-
tegrantes de la Comisión de Protección Civil

Los suscritos, diputada María Elena Orantes López, vice-
coordinadora del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano de la LXIII Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados; diputado Hector Barrera Marmolejo, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional; diputado Carlos
Sarabia Camacho, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional; el diputado Alberto Martínez
Urincho, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática, y el diputado Édgar Spinoso Carrera,
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México, con fundamento en el artículo 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como el artículo 6, fracción I, y los artículos 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión y 58 del Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, sometemos a la consideración de esta asam-
blea la siguiente iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de los artículos 4
y 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, de acuerdo con la siguiente:

Exposición de motivos

La reforma constitucional del año 2011 en materia de de-
rechos humanos avanza en la tutela de los derechos de la
persona y se obliga al Estado mexicano a garantizar los de-
rechos con fundamento en la propia Constitución y en los
tratados internacionales; hoy es vital gestionar los riesgos
de desastres con el fin de brindar seguridad jurídica del de-
recho a la integridad y la vida de las personas atendiendo
las múltiples y complejas causas de los riesgos de desastres
que las amenazan.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
plantea en el artículo 25 el desarrollo nacional sustentable;
en el artículo 27, ordenar los asentamientos humanos y pre-
servar y restaurar el equilibrio ecológico, y en el artículo 4,
el derecho a un medio ambiente sano y a la salud.

La Declaración Universal de los Derechos Humanos, en su
artículo 3, señala: “Todo individuo tiene derecho a la vida,
a la libertad y a la seguridad de su persona.”

Por su parte, el Marco de Sendai para la Reducción del
Riesgo de Desastres 2015-2030, en su apartado III. Princi-
pios rectores, numeral 19, inciso c), dice: “La gestión del
riesgo de desastres está orientada a la protección de las
personas y sus bienes, salud, medios de vida y bienes de
producción, así como a los activos culturales y ambien-
tales, al tiempo que se respetan todos los derechos hu-
manos, incluido el derecho al desarrollo, y se promue-
ve su aplicación.”

Aunado a esto, el primero constitucional prescribe a todas
las autoridades del Estado mexicano a garantizar dichos
derechos y para lograrlo se deben transversalizar los temas
de cambio climático, regularización de los asentamientos
humanos, protección al medio ambiente y el desarrollo sos-
tenible con la gestión de riesgos de desastres y la protec-
ción civil.

En consecuencia se propone adicionar un párrafo al artícu-
lo 4, con el fin de fortalecer la gobernanza de la gestión de
riesgos de desastres.

Artículo 4. …

…

…

“Toda persona tiene derecho a la protección de su inte-
gridad ante riesgos de desastres. El Estado garantizará
este derecho y la ley definirá las bases de la gestión de
riesgos de desastres; así como la concurrencia de la Fe-
deración, las entidades federativas, las demarcaciones
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territoriales y los municipios en materia de protección
civil y reducción del riesgo de desastres.”

Por otra parte, en los municipios se genera la relación pri-
maria entre ciudadanía y gobierno, la cual es cotidiana, es-
trecha y permanente, a partir de las necesidades sociales
específicas y la obligatoriedad de las autoridades munici-
pales para atenderlas de manera eficiente.

En consecuencia, la sociedad necesita gobiernos municipa-
les fuertes en lo institucional y efectivos en su administra-
ción para hacer frente a las demandas y contingencias so-
ciales que exigen las condiciones actuales. Estos gobiernos
deben buscar aplicar mejores prácticas, nuevas formas
de gestión, desarrollar capacidad de conciliación y ne-
gociación para la solución de los problemas, y garanti-
zar la capacidad de respuesta ante los riesgos del entor-
no municipal.

En este nivel de exigencia, destacan las características del
municipio mexicano de constitución republicana, represen-
tativa y popular. Por ello, es la base de la división territo-
rial de la organización política y administrativa de los esta-
dos y es explícitamente libre e implícitamente autónomo. 

Sin embargo, en general, el municipio ha sido tratado co-
mo una instancia que en muchos de los temas ha sido ma-
nipulada o limitada desde el nivel estatal, donde bajo crite-
rios ajenos al interés de los ayuntamientos, se le dosifican
los recursos y se le dilatan las comprobaciones de los line-
amientos cumplidos para el ejercicio presupuestal. 

Lo anterior, aun cuando en diversas materias y competen-
cias, al municipio se le atribuye la responsabilidad de otor-
gar la primera respuesta como es el caso de la materia de
protección civil, en donde la responsabilidad de atender
emergencias, es subsidiaria, lo que significa que es com-
partida con el estado y la federación. A pesar de ello, el blo-
queo se ha reproducido en algunos escenarios, a partir de
interpretaciones constitucionales, derivadas de una lectura
errada de las atribuciones implícitas.

Ejemplo de esta situación, se señala en el artículo 73, frac-
ción XXIX-I, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, donde se establece la facultad del Con-
greso de la Unión “para expedir leyes que establezcan las
bases sobre las cuales la Federación, las entidades federa-
tivas, los municipios y, en su caso, las demarcaciones terri-
toriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus res-
pectivas competencias, coordinarán sus acciones en

materia de protección civil”.1 Al respecto, podemos apre-
ciar que esta disposición ratifica la concurrencia entre los
tres órdenes de gobierno para temas de protección civil de
manera general, sin desarrollar suficientemente las atribu-
ciones constitucionales explícitas para la interacción entre
cada ámbito de gobierno. Esta situación ha propiciado que
las interpretaciones de las atribuciones constitucionales
implícitas, terminen por obstaculizar indirectamente algu-
nos aspectos de la coordinación.

En este sentido, la función sustantiva de la protección civil
es principal y esencialmente proteger la vida de quienes
pueden estar en riesgo de perderla o afectarse; en segunda
instancia consiste en salvaguardar los bienes y el entorno,
mediante acciones reactivas y preventivas. Por eso, el ob-
jetivo y la responsabilidad del municipio radica en salva-
guardar el derecho humano más importante que es la vida,
para lo cual debe utilizar recursos humanos y materiales,
mismos que generalmente no tiene.

En este contexto, el Sistema Nacional de Protección Civil
asume que el municipio brindará la primera respuesta a
situaciones de emergencia y si, por las características del
siniestro, las capacidades de este fueran rebasadas, la
responsabilidad  se trasladará al gobierno estatal, y si és-
te, a su vez, también se viera superado, podrá recurrir a
la federación. 

En este orden de ideas, el régimen jurídico municipal tiene
su fundamento en diversos preceptos de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, principalmente
del artículo 115, que establece, en su fracción III,  de for-
ma enunciativa y no limitativa, el tipo de servicios que mí-
nimamente debe prestar la administración pública munici-
pal. En este particular, se puede advertir que el texto
vigente experimentó la última reforma de este apartado en
diciembre de 1999, situación que al día de hoy, 17 años
después, proyecta algunas deficiencias de anacronismo a
partir de tener una sociedad con prácticas y necesidades
distintas. Por ello, resulta necesario adecuar la legislación
a los requerimientos y retos actuales en materia de protec-
ción civil y gestión de riesgos.

En ese sentido, y aun cuando los artículos 15 y 21 de la
LGPC establecen que  el objetivo general del Sistema Na-
cional de Protección Civil es el de proteger a la persona, a
la sociedad y su entorno ante la eventualidad de los riesgos
y peligros que representan los agentes perturbadores y la
vulnerabilidad en el corto, mediano o largo plazo, provo-
cada por fenómenos naturales o antropogénicos; y que en



una situación de emergencia, el auxilio a la población debe
constituirse en una función prioritaria, lo cierto es que en el
contenido del artículo 115, fracción III, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) no se
refleja una congruencia con tales preceptos, dado que la
materia de la protección civil no se contempla expresa-
mente como una de las funciones primordiales de las auto-
ridades municipales, por lo que se considera apropiada la
adición de un inciso i) a la fracción III del referido artícu-
lo 115, a efecto de que dichos órdenes de gobierno tengan
la atribución específica de desarrollar políticas, programas,
planes y acciones en materia protección civil.

En consecuencia, no se tiene el marco normativo plena-
mente adecuado a poder enfrentar el aumento de necesida-
des, derivadas del crecimiento urbano, en ocasiones desor-
denado; la explosión demográfica; la industrialización; la
tecnificación; el cambio climático; el tipo de desarrollo
económico y social, entre otras causas. 

Así, la prestación de servicios públicos adecuados, integra-
les y eficaces debe ser la respuesta idónea de la autoridad
municipal y corresponder a la medida de las necesidades
primarias, esenciales, básicas y comunes que requiere la
colectividad a la que gobiernan y que esta avecindada e su
municipio.

Estos argumentos dejan en claro que las políticas públicas
en temas de protección civil y gestión de riesgos, imple-
mentadas por el Ejecutivo federal, sustentadas en la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en la
Ley General de Protección Civil, han logrado cambiar las
condiciones de la protección civil en nuestro país; por ello,
es considerado un referente internacional en el tema. Sin
embargo, las nuevas consideraciones y escenarios contem-
plados en el Marco de Sendai para la Reducción del Ries-
go de Desastres 2015-2030 de la Organización de las Na-
ciones Unidas, establecen que es necesario impulsar y
fortalecer a nivel local las acciones de identificación, aná-
lisis, reducción de riesgos, atención a emergencias, resi-
liencia, preparación y recuperación. Para ello, debe prove-
erse un verdadero marco jurídico, actualizado, que facilite
el establecimiento de programas y acciones de gestión in-
tegral de riesgos de desastres, desde la instancia de gobier-
no más cercana al ciudadano que en el caso mexicano es el
municipio. Asimismo, se debe procurar contar con herra-
mientas financieras propias para realizar todas aquellas ac-
tividades que comprenden la protección civil y la gestión
integral del riesgo, en sus fases de identificación de los
riesgos y/o su procesos de formación, previsión, preven-

ción, mitigación, preparación, auxilio, recuperación y re-
construcción. 

Ante este reto internacional y contextual, se debe fortalecer
la fracción XXIX-I del artículo 73 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, mediante precisio-
nes explicitas en las atribuciones constitucionales del mu-
nicipio.

Derivado de todo lo anterior, como diputada ciudadana,
considero necesario aclarar que con la presente reforma no
se pretende cambiar la naturaleza jurídica de la protección
civil y la gestión integral de riesgos, concediendo alguna
facultad exclusiva en esta materia a los municipios. Tam-
poco se busca trasladar la potestad establecida en el artícu-
lo 73, fracción XXIX-I, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, al Congreso de la Unión de ex-
pedir leyes generales en la materia. 

Lo que se pretende es que los ayuntamientos sean cons-
cientes de la obligación que tienen de atender el requeri-
miento de la población en materia de protección civil y
gestión de riesgos para generar estructuras, planes, accio-
nes y reglamentación en esta materia. Con ello, se busca un
respaldo constitucional para permitir al municipio presu-
puestar anualmente los recursos necesarios, tanto para la
prevención, el auxilio y la recuperación en caso de algún
evento adverso. 

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a consideración
la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de los artículos 4 y 115 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos en materia de protección ci-
vil y gestión integral del riesgo.

Artículo Único. Se adiciona un párrafo al artículo 4 y se
reforma el inciso h) de la fracción III del artículo 115 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; se
adiciona un inciso i) a la fracción III del referido artículo
115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, y se recorre la subsecuente, para quedar como si-
gue:

Artículo 4. …

…

…
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…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

Toda persona tiene derecho a la protección de su inte-
gridad ante riesgos de desastres. El Estado garantizará
este derecho y la ley definirá las bases de la gestión de
riesgos de desastres; así como la concurrencia de la Fe-
deración, las entidades federativas, las demarcaciones
territoriales y los municipios en materia de protección
civil y reducción del riesgo de desastres.

Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen inte-
rior, la forma de gobierno republicano, representativo, de-
mocrático, laico y popular, teniendo como base de su divi-
sión territorial y de su organización política y
administrativa, el municipio libre, conforme a las bases si-
guientes:

I. ...

II. …

III. Los municipios tendrán a su cargo las funciones y
servicios públicos siguientes:

a) a g)…

h) Seguridad pública, en los términos del artículo 21
de esta Constitución, policía preventiva municipal y
tránsito;

i) Desarrollar políticas, programas, planes y ac-
ciones en materia Protección Civil y Gestión In-

tegral del Riesgos, en términos de lo dispuesto
por el artículo 73 fracción XXIX-I  de esta Cons-
titución, y 

j) Los demás que las Legislaturas locales determinen
según las condiciones territoriales y socioeconómi-
cas de los Municipios, así como su capacidad admi-
nistrativa y financiera.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Nota

1 Articulo 73, fracción XXIX-I de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos. Consultada el 26 de agosto de 2016 en
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/htm/1.htm

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de abril de 2017.—
Diputada y diputados: María Elena Orantes López, Héctor Barrera
Marmolejo, Carlos Sarabia Camacho, Alberto Martínez Urincho (rú-
bricas).»

La presidenta diputada María Guadalupe Murguía
Gutiérrez: Túrnese a la Comisión de Puntos Constitu-
cionales para dictamen.

LEY DE AEROPUERTOS

La secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Iniciativa que reforma el artículo 48 de la Ley de Aero-
puertos, suscrita por los diputados Daniel Torres Cantú, Jo-
sé Luis Orozco Sánchez Aldana, Lillian Zepahua García y
José Lorenzo Rivera Sosa, del Grupo Parlamentario del
PRI

Los suscritos, diputados Daniel Torres Cantú, José Luis
Orozco Sánchez Aldana, Lillian Zepahua García y José Lo-
renzo Rivera Sosa, integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional de la LXIII Legislatu-
ra de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en la fracción II del artículo 71
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77, 78 y de-



más relativos del Reglamento de la Cámara de Diputados,
sometemos a consideración de esta honorable asamblea la
presente iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 48 de la Ley de Aeropuertos, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

Los aeropuertos forman parte de las vías generales de co-
municación, y descritos por la propia Ley de Aeropuertos
como aeródromo civil de servicio público, que cuentan con
las instalaciones y servicios adecuados para la recepción y
despacho de aeronaves, pasajeros, carga y correo del servi-
cio de transporte aéreo regular, del no regular, así como del
transporte privado comercial y no comercial. 

Cabe destacar que de la propia definición de aeropuerto an-
tes descrita, la ley establece que sólo los aeródromos civi-
les que tengan el carácter de aeropuerto podrán prestar ser-
vicio a las aeronaves de transporte aéreo regular. 

En ese tenor, las vías generales de comunicación y los mo-
dos de transporte que operan en ellas quedan sujetos ex-
clusivamente a los Poderes Federales, y el Ejecutivo Fede-
ral ejecuta sus facultades por conducto de la Secretaria de
Comunicaciones y Transportes (SCT) para la construcción,
mejoramiento conservación y explotación de las vías gene-
rales de comunicación, en términos del artículo 3 de la Ley
de Vías Generales de Comunicación.

Por su parte, la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal en su artículo 36 establece las facultades de la SCT,
entre las que destacan las de otorgar concesiones y permi-
sos para establecer y operar servicios aéreos en el territorio
nacional y negociar convenios para la prestación de servi-
cios aéreos internacionales. 

Hasta este punto podemos deducir que, el objetivo que
mandatan las facultades del Ejecutivo federal, a través de
la SCT en materia del transporte aéreo, es otorgar conce-
siones o permisos para construir, administrar, operar y ex-
plotar aeropuertos, los cuales son considerados por la Ley
de Aeropuertos como aeródromos civiles de servicio públi-
co. 

La misma ley advierte que un aeródromo civil, es un área
definida de tierra o agua adecuada para el despegue, aterri-
zaje, acuatizaje o movimiento de aeronaves, con instala-
ciones o servicios mínimos para garantizar la seguridad
de su operación.

Siguiendo con las definiciones, refiere la fracción II del ar-
tículo 2 de la Ley de Aeropuertos, que un aeródromo de
servicio al público es un aeródromo civil en el que existe
la obligación de prestar servicios aeroportuarios y com-
plementarios de manera general e indiscriminada a los
usuarios.

En ese orden de ideas, los servicios que presta un aero-
puerto (aeródromo civil de servicio público) son los que
van dirigidos a las aeronaves y usuarios del servicio de
transporte aéreo, esto es, quienes utilizan una aeronave pa-
ra el traslado de personas o mercancías de un punto a otro. 

Como lo advierte el artículo 48, fracciones I y II de la Ley
de Aeropuertos, los servicios indispensables para que se dé
el traslado de personas o mercancías por aire, son los aero-
portuarios y complementarios, mismos que a continuación
se transcriben:  

Los servicios aeroportuarios incluyen los correspondientes
al uso de pistas, calles de rodaje, plataformas, ayudas vi-
suales, iluminación, edificios terminales de pasajeros y
carga, abordadores mecánicos; así como los que se refieren
a la seguridad y vigilancia del aeródromo civil; y a la ex-
tinción de incendios y rescate, entre otros. 

Por su parte, los servicios complementarios incluyen, entre
otros, los de rampa, tráfico, suministro de combustible a las
aeronaves, avituallamiento, almacenamiento de carga y
guarda, mantenimiento y reparación de aeronaves.

Como ha quedado demostrado, el aeropuerto es el ente que
administra y proporciona las facilidades técnicas y operati-
vas para que las aeronaves presten el servicio de transpor-
te de pasajeros o carga; servicio que se encuentra regulado
en la Ley de Aviación Civil. 

Ahora bien, los servicios comerciales a que se refiere la
fracción III del artículo 48 de la multicitada Ley de Aero-
puertos, son los que se refieren a la venta de diversos pro-
ductos y servicios a los usuarios del aeródromo civil y que
no son esenciales para la operación del mismo, ni de las ae-
ronaves.

Tomando en cuenta la definición anterior, un usuario del
aeropuerto es aquella persona que ingresa a sus instalacio-
nes para hacer uso de los servicios del aeropuerto o de las
aerolíneas, esto es, para trasladarse por medio de una aero-
nave. 

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 25 de abril de 2017157



Año II, Segundo Periodo, 25 de abril de 2017 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados158

En términos del artículo 117 del Reglamento de la Ley de
Aeropuertos, en los aeródromos existen las zonas de acce-
so libre y las zonas restringidas, estas últimas comprenden
las instalaciones donde se realizan los servicios que el ae-
ropuerto proporciona a las aeronaves y su tripulación (ser-
vicios aeroportuarios y complementarios), así como los
servicios que proporcionan las aerolíneas a los usuarios del
servicio de transporte aéreo. 

Siguiendo la lógica, las zonas de acceso libre, donde se en-
cuentran los establecimientos que prestan servicios comer-
ciales, son áreas públicas en las que cualquier persona, sin
que necesariamente vaya a recibir la prestación de un ser-
vicio por parte del aeropuerto o una aerolínea, puede acce-
der a consumir bienes o recibir un servicio inherente a los
concesionados por la SCT.

Hasta este momento, los legisladores iniciantes concluimos
que los servicios comerciales no son esenciales para la ope-
ración del aeródromo civil ni de las aeronaves, tal como lo
expresa la fracción III del artículo 48 de la Ley de Aero-
puertos, y por tanto no pueden ser considerados como
objeto de las concesiones otorgadas por el Gobierno Fe-
deral, a través de la SCT, pues esta autoridad sólo está fa-
cultada para concesionar servicios aéreos, mas no así para
otorgar permisos para el establecimiento de comercios
mercantiles. 

Al estar estos establecimientos mercantiles ubicados en zo-
nas de acceso libre, y por tanto fuera de la delimitación de
las zonas donde se prestan los servicios aeroportuarios y
complementarios, se considera que estas zonas no son ocu-
padas para los fines u objetos del contrato de concesión,
por lo que no pueden quedar fuera de la jurisdicción regla-
mentaria municipal establecida en el artículo 115 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Como excepción a la conclusión plasmada en el párrafo an-
terior, sólo es de considerarse que los servicios comercia-
les son esenciales cuando son prestados a través de las Ba-
ses Fijas de Operaciones, las cuales como están
establecidas en la Ley de Aeropuertos, son instalaciones
dentro de las pistas y hangares que prestas todo tipo de ser-
vicios a las aeronaves de transporte privado comercial y no
comercial incluyendo los taxis aéreos. 

Lo anterior se concluye, en virtud de que las Bases Fijas de
Operaciones prestan servicios aeroportuarios, comple-
mentarios y comerciales a los transportistas y operado-

res aéreos, nacionales o extranjeros a que se refieren los
artículos 27 y 28 de la Ley de Aviación Civil relativos a la
aviación privada no comercial y privada comercial, inclu-
yendo al taxi aéreo que reúna los requisitos y condiciones
establecidas en el artículo 23 de la misma Ley de Aviación
Civil.

En esa tesitura, solo cuando se prestan los servicios co-
merciales a las personas que directamente operan las
aeronaves o se encuentran recibiendo el servicio de
transporte, es que se puede considerar que el servicio
comercial es parte del objeto que presta el aeropuerto a
través del concesionario o mediante un tercero, dentro de
las zonas restringidas, y por tanto no son sujetas a la juris-
dicción local en materia de contribuciones inmobiliarias y
reglamentación de establecimientos mercantiles. 

En conclusión, los proponentes advertimos la necesidad de
modificar el artículo 48 de la Ley de Aeropuertos, con el
objetivo de precisar, a través de la interpretación de las fa-
cultades de la SCT para concesionar servicios aéreos, el
objeto de los servicios que prestan los aeropuertos, y las
atribuciones a los estados y municipios que emanan del ar-
tículo 115 constitucional en materia de contribuciones in-
mobiliarias y reglamentación mercantil, para precisar que
los servicios mercantiles que se prestan en los aeropuertos
en zonas de libre acceso, no son consideradas como parte
del objeto de las concesiones y por tanto, esa parte del in-
mueble no goza del beneficio de quedar exenta de las con-
tribuciones municipales, por no estar destinada al objeto
público de la concesión, en términos del segundo párrafo
de la fracción IV del artículo 115 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos.   

Por lo antes expuesto, proponemos la discusión, y en su ca-
so la aprobación del siguiente proyecto de   

Decreto

Artículo Único: Se reforma el artículo 48 de la Ley de Ae-
ropuertos, para quedar como sigue:

Artículo 48. …

I. …

II. ...

… 



III. Servicios comerciales: los que se refieren a la venta
de diversos productos y servicios. Estos servicios pue-
den ser prestados directamente por el concesionario o
permisionario, o por terceros exclusivamente dentro
de una Base Fija de Operaciones.

…

…

Lo anterior, de conformidad con las reglas y linea-
mientos que en su caso expida la Secretaría.

Los servicios comerciales que no se presten dentro de
una Base Fija de Operaciones, serán considerados
como servicios distintos al objeto público de la con-
cesión de un aeropuerto, por lo que se considerarán
servicios extraordinarios, mismos que pueden ser
prestados por el concesionario o permisionario, o
por terceros que con él contraten el arrendamiento
de áreas para comercios, restaurantes, arrendamien-
to de vehículos, publicidad, telégrafos, correo, casas
de cambio, bancos y hoteles, entre otros.

Las áreas comerciales, al no ser esenciales para la
operación del aeródromo o las aeronaves, estarán su-
jetas a las disposiciones locales en materia de contri-
buciones inmobiliarias y reglamentación de estable-
cimientos mercantiles.   

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de abril de 2017.— Diputados
y diputadas: Daniel Torres Cantú, José Luis Orozco Sánchez Aldana,
Lillián Zepahua García, José Lorenzo Rivera Sosa (rúbricas).»

La presidenta diputada María Guadalupe Murguía
Gutiérrez: Túrnese a la Comisión de Transportes para
dictamen.

LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y SANCIONAR LA
TORTURA

La secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 3o. de la Ley
Federal para prevenir y sancionar la Tortura, a cargo del
diputado Waldo Fernández González, del Grupo Parlamen-
tario del PRD

El suscrito, Waldo Fernández González, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática en la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, nu-
meral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración del pleno de la Cá-
mara de Diputados, la siguiente iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforma al artículo 3 de la Ley Fede-
ral para Prevenir y Sancionar la Tortura, con base en la si-
guiente:

Exposición de motivos

La tortura es una violación a los derechos humanos y a la
dignidad de la persona humana, una práctica abominable
que ha llegado a grados inimaginables de crueldad y de
atrocidad.

Es de gran preocupación la situación que guardan los dere-
chos humanos en el mundo, en especial la protección de la
persona contra la tortura y otros tratos o penas crueles in-
humanos o degradantes. 

Su prohibición está establecida en un sin número de con-
venciones internacionales, es considerada como una regla
de derecho internacional de carácter consuetudinario, que
no permite ningún tipo de derogación, sea en tiempos de
paz o de guerra, o so pretexto de peligro inminente que
amenaza la existencia de un Estado, además de considerar-
la un delito de lesa humanidad. 

La Asamblea General de la Organización de Naciones Uni-
das aprobó el Protocolo Facultativo de la Convención Con-
tra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o
Degradantes, mediante resolución 57/199 del 9 de enero de
2003, con la finalidad de reafirmar que el derecho a no ser
sometido a tortura debe estar protegido en todas las cir-
cunstancias y establecer un nuevo mecanismo, mucho más
eficiente e innovador que los ya existentes, para intentar
prevenir la práctica de la tortura, a través de visitas perió-
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dicas a los lugares de detención, para examinar el trato que
se da a las personas privadas de la libertad y evaluar las
condiciones de detención.

Por la importancia que representa el Protocolo Facultativo
de la Convención Contra la Tortura y Otros Tratos o Penas
Crueles, Inhumanos o Degradantes, y como muestra del
compromiso del Estado mexicano con el respeto a los de-
rechos humanos, este instrumento fue ratificado por el ho-
norable Senado de la República el 11 de abril de 2005 y en-
tró en vigor el 22 de junio de 2006.

A efecto de instrumentar las obligaciones asumidas por
nuestro país como parte del Protocolo Facultativo, el Esta-
do mexicano invitó a la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos para fungir como el Mecanismo Nacional
de Prevención de la Tortura de México, propuesta que fue
aceptada con fecha 11 de julio de 2007.

Planteamiento del Problema

Los artículos 5 de la Declaración Universal de Derechos
Humanos y 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles
y Políticos establecen que nadie será sometido a tortura ni
a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.

Asimismo, la Declaración sobre la Protección de Todas las
Personas contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles,
Inhumanos o Degradantes, aprobada por la Asamblea Ge-
neral el 9 de diciembre de 1975, establece que para los
efectos de la Declaración, se entenderá por tortura todo ac-
to por el cual un funcionario público, u otra persona a ins-
tigación suya, inflija intencionalmente a una persona penas
o sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, con el fin
de obtener de ella o de un tercero información o una con-
fesión, de castigarla por un acto que haya cometido o se
sospeche que ha cometido, o de intimidar a esa persona o a
otras. No se considerarán tortura las penas o sufrimientos
que sean consecuencia únicamente de la privación legítima
de la libertad, o sean inherentes o incidentales a ésta, en la
medida en que estén en consonancia con las Reglas Míni-
mas para el Tratamiento de los Reclusos.

La Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar
la Tortura de 1985 establece en el artículo 2, que se enten-
derá por tortura todo acto realizado intencionalmente por el
cual se inflijan a una persona penas o sufrimientos físicos
o mentales, con fines de investigación criminal, como me-
dio intimidatorio, como castigo personal, como medida
preventiva, como pena o con cualquier otro fin. Se entien-

de también como tortura la aplicación sobre una persona de
métodos tendientes a anular la personalidad de la víctima o
a disminuir su capacidad física o mental, aunque no causen
dolor físico o angustia psíquica.

No estarán comprendidos en el concepto de tortura las
penas o sufrimientos físicos o mentales que sean única-
mente consecuencia de medidas legales o inherentes a
éstas, siempre que no incluyan la realización de los ac-
tos o la aplicación de los métodos a que se refiere el
presente artículo. 

El artículo 5, punto 1, de la Convención Americana esta-
blece el derecho a la integridad personal, al señalar que to-
da persona tiene derecho a que se respete su integridad fí-
sica, psíquica y moral; y en el punto 2, establece que nadie
debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, in-
humanos o degradantes. Toda persona privada de libertad
será tratada con el respeto debido a la dignidad inherente al
ser humano.

Con motivo de la reforma a la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos publicada en el Diario Oficial
de la Federación el 10 de junio de 2011, se afirmó el ca-
rácter inderogable, aun en estado de emergencia, de la pro-
hibición de la tortura. Esta reforma otorgó rango constitu-
cional a las normas de derechos humanos incluidas en
tratados internacionales, incluyendo la obligación de pre-
venir, investigar, sancionar y reparar las violaciones, y or-
denó una interpretación pro persona de las obligaciones de
derechos humanos.

A partir de la reforma se reconoce que toda persona “goza”
de los derechos y de los mecanismos de garantía reconoci-
dos tanto por la Constitución como por los tratados inter-
nacionales.

En el artículo primero se incorpora el principio pro perso-
na y se recoge la figura de la “interpretación conforme”, al
señalarse que todas las normas relativas a derechos huma-
nos se deberán interpretar a la luz de la propia Constitución
y de los tratados internacionales. Esto implica la creación
de un bloque de constitucionalidad (integrada no solamen-
te por la carta magna, sino también por los tratados inter-
nacionales), a la luz del cual se deberá interpretar el con-
junto del ordenamiento jurídico mexicano.

En el párrafo tercero del artículo primero de nuestra Carta
Magna se establece lo siguiente:



“Todas las autoridades, en el ámbito de sus competen-
cias, tienen la obligación de promover, respetar, prote-
ger y garantizar los derechos humanos de conformidad
con los principios de universalidad, interdependencia,
indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el es-
tado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar
las violaciones a los derechos humanos, en los térmi-
nos que establezca la ley.”

No obstante lo anterior, la Ley Federal para Prevenir y San-
cionar la Tortura no cumple con los estándares del artículo
1 de la Convención contra la Tortura y del artículo 2 de la
Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la
Tortura, toda vez que establece lo siguiente:

“Artículo 3. Comete el delito de tortura el servidor pú-
blico que, con motivo de sus atribuciones, inflija a una
persona dolores o sufrimientos graves, sean físicos o
psíquicos con el fin de obtener, del torturado o de un
tercero, información o una confesión, o castigarla por
un acto que haya cometido o se sospeche ha cometido,
o coaccionarla para que realice o deje de realizar una
conducta determinada. 

No se considerarán como tortura las molestias o pena-
lidades que sean consecuencia únicamente de sanciones
legales, que sean inherentes o incidentales a éstas, o de-
rivadas de un acto legítimo de autoridad.”

Argumentos

Es de hacer notar que la Convención Interamericana para
Prevenir y Sancionar la Tortura de 1985 establece en su ar-
tículo 2 un concepto más amplio, por lo cual en apego a los
principios pro persona y de convencionalidad se propone
reformar el contenido del artículo 3, atendiendo lo estable-
cido en la citada Convención, en los siguientes términos:

“Artículo 3. Comete el delito de tortura el servidor pú-
blico, u otra persona a instigación suya, que con mo-
tivo de sus atribuciones, inflija a una persona dolores,
penas o sufrimientos graves, sean físicos o psíquicos,
con fines de investigación criminal, como medio inti-
midatorio, como castigo personal, como medida pre-
ventiva o con el fin de obtener, del torturado o de un
tercero, información o una confesión, o castigarla por
un acto que haya cometido o se sospeche ha cometido,
o cualquier otro fin, o coaccionarla para que realice o
deje de realizar una conducta determinada. 

También se considerará tortura la aplicación sobre una
persona de métodos tendientes a anular la personalidad
de la víctima o a disminuir su capacidad física o men-
tal, aunque no causen dolor físico o angustia psíquica.

No se considerarán como tortura las molestias o pena-
lidades que sean consecuencia únicamente de sanciones
legales, que sean inherentes o incidentales a éstas, o de-
rivadas de un acto legítimo de autoridad.”

Finalmente, cabe señalar, que la presente iniciativa se ela-
boró con la colaboración de la diputada Karina Marlén Ba-
rrón Perales, integrante del grupo legislativo de diputados
independientes de la LXXIV Legislatura del honorable
Congreso del estado de Nuevo León.

Fundamento legal

Por lo anteriormente expuesto, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 77, 78 y de-
más relativos y aplicables del Reglamento de la Cámara de
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Diputados, someto a consideración del pleno de la Cámara
de Diputados, la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforma el artículo 3 de la Ley Fe-
deral para Prevenir y sancionar la Tortura.

Único. Se reforma el primer párrafo y se adiciona un
segundo párrafo al artículo 3 de la Ley Federal para
Prevenir y Sancionar la Tortura, pasando el actual pá-
rrafo segundo a ser el tercero, para quedar como si-
gue:

Artículo 3. Comete el delito de tortura el servidor público,
u otra persona a instigación suya, que con motivo de sus
atribuciones, inflija a una persona dolores, penas o sufri-
mientos graves, sean físicos o psíquicos, con fines de in-
vestigación criminal, como medio intimidatorio, como
castigo personal, como medida preventiva o con el fin de
obtener, del torturado o de un tercero, información o una
confesión, o castigarla por un acto que haya cometido o
se sospeche ha cometido, o cualquier otro fin, o coaccio-
narla para que realice o deje de realizar una conducta de-
terminada. 

También se considerará tortura la aplicación sobre una
persona de métodos tendientes a anular la personalidad
de la víctima o a disminuir su capacidad física o mental,
aunque no causen dolor físico o angustia psíquica.

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de abril de 2017.— Diputado
Waldo Fernández González (rúbrica).»

La presidenta diputada María Guadalupe Murguía
Gutiérrez: Túrnese a la Comisión de Derechos Huma-
nos, para dictamen.

LEY DE COORDINACIÓN FISCAL Y LEY GENERAL
DE PROTECCIÓN CIVIL

La secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Iniciativa que reforma los artículos 37 de la Ley de Coor-
dinación Fiscal, y 19, 66 y 67 de la Ley General de Protec-
ción Civil, suscrita por la diputada María Elena Orantes
López, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-
no, e integrantes de la Comisión de Protección Civil

Los suscritos, diputados María Elena Orantes López, vice-
coordinadora del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano; Carlos Sarabia Camacho, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional; Héctor Ba-
rrera Marmolejo, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional; Araceli Madrigal Sánchez, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática y
Jesús Emiliano Álvarez López, del Grupo Parlamentario
del Morena, con fundamento en los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como los artículos 6, fracción I, y 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, someten a la consideración de esta
asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 37 de Ley de Coordinación Fiscal y
los artículos 19, 66 y 67 de la Ley de General de Protección
Civil, en materia de fortalecimiento municipal en el ámbi-
to de la protección civil y gestión de riesgos, de acuerdo
con la siguiente

Exposición de Motivos

Los municipios son la instancia de gobierno más cercana al
ciudadano y el primer respondiente a las condiciones de
riesgos, al encargarse de implementar los planes, progra-
mas y acciones que permitan llevar a cabo las estrategias y
políticas públicas, tendientes a proteger la vida, el patrimo-
nio y el entorno de las personas. Este rol de las autoridades
municipales, implica en sí mismo el propósito de la pro-
tección civil.

En este sentido, el artículo 17 de la Ley General de Protec-
ción Civil establece que “…los presidentes municipales y
los jefes delegacionales del Distrito Federal, tendrán den-
tro de su jurisdicción la responsabilidad sobre la integra-
ción y funcionamiento de los sistemas de protección civil,
conforme a lo que establezca la presente Ley y la legisla-
ción local correspondiente”.



No obstante lo anterior, reiterado en marcos normativos fe-
derales y locales que dan atribuciones específicas a los
ayuntamientos para la regulación de los usos de suelo, la
seguridad y los servicios vinculados a la protección civil y
la gestión integral de riesgos de desastres, los municipios
no cuentan con instrumentos financieros claros y específi-
cos en esta materia. Por ello, se ven obstaculizados para
fortalecerse en el ámbito de protección civil, a través de la
compra de equipamiento; construcción de infraestructura;
adquisición de insumos de ayuda humanitaria, vehículos y
demás artículos para el monitoreo de fenómenos; genera-
ción de análisis de riesgos, y atención de emergencias des-
de sus unidades municipales de protección civil.

El ejemplo más claro de ello, es que durante el primer año
de ejercicio constitucional de la LXIII Legislatura, más de
100 ayuntamientos han hecho solicitudes a la Comisión de
Protección Civil para la gestión de recursos destinados a
equipamiento, infraestructura y necesidades diversas de las
unidades municipales de protección civil. Estos requeri-
mientos, rondan los mil millones de pesos y contemplan la
adquisición de equipo de protección personal; de herra-
mientas básicas y especializadas; de vehículos de diversas
características; de obras de protección, construcción de ins-
talaciones, y contratación de personal, entre otras necesi-
dades.

En este contexto, entre las fuentes de financiamiento mu-
nicipal, en materia de protección civil, podemos encontrar
el Fondo para la Prevención de Desastres Naturales (Fo-
preden); Fondos Estatales de Protección Civil, y los prove-
nientes de otras dependencias como la Procuraduría Fede-
ral de Protección al Ambiente (Profepa), la Secretaría de
Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano (Sedatu) y la Se-
cretaría de Desarrollo Social (Sedesol). Sin embargo, estas
vías de financiamiento son insuficientes ante la necesidad
real de los ayuntamientos, en materia de protección civil, e
incluso muchas de estas fuentes no contemplan el uso para
fines de equipamiento.

Aunado a esta dinámica, los recursos destinados a las uni-
dades de protección civil quedan supeditados a las restric-
ciones de los programas operativos anuales de los ayunta-
mientos y a la voluntad y compromiso que tengan los
alcaldes o gobernadores con el tema de protección civil y
gestión de riesgos.

Estas condicionantes, provocan que presidentes municipa-
les, regidores y titulares de protección civil tengan que ha-
cer una gestión de recursos adicionales ante diversas ins-

tancias, sin poder asegurar que se etiqueten recursos para
solventar estas necesidades.

Por ello, es importante buscar la creación de un instrumen-
to financiero que permita, dentro de sus reglas de opera-
ción, la aplicación de recursos al fortalecimiento de las ca-
pacidades de las unidades municipales de protección civil;
que promueva con transparencia destinar recursos para ac-
ciones de identificación, análisis y reducción de riesgos;
que permita la preparación, atención a contingencias y re-
cuperación, y que con ello, se pueda incidir en la consoli-
dación de un sistema nacional de protección civil, fortale-
cido desde el ámbito local.

En este sentido, percibimos que con algunas modificacio-
nes se pueden clarificar las alternativas que se plantean en
el artículo 25, párrafo IV, de la Ley de Coordinación Fis-
cal, donde se contempla la creación de un Fondo llamado
“Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de los Mu-
nicipios y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito
Federal (Fortamun)” como mecanismo para transferir re-
cursos de la federación a las haciendas municipales. Asi-
mismo, se puede apreciar posibilidades de dar mayor certi-
dumbre para los municipios, a partir de en el artículo 36,
inciso a) y en el artículo 37 del mismo marco legal, que se
señalan lo siguiente:

“Artículo 36. El Fondo de Aportaciones para el Fortaleci-
miento de los Municipios y de las Demarcaciones Territo-
riales del Distrito Federal se determinará anualmente en el
Presupuesto de Egresos de la Federación con recursos fe-
derales, por un monto equivalente, sólo para efectos de re-
ferencia, como sigue:

a) Con el 2.35 por ciento de la recaudación federal partici-
pable a que se refiere el artículo 2o. de esta ley, según esti-
mación que de la misma se realice en el propio presupues-
to, con base en lo que al efecto establezca la Ley de
Ingresos de la Federación para ese ejercicio. Este Fondo se
enterará mensualmente por partes iguales a los municipios,
por conducto de los estados, de manera ágil y directa, sin
más limitaciones ni restricciones, incluyendo aquellas de
carácter administrativo, que las correspondientes a los fi-
nes que se establecen en el artículo 37 de este ordenamien-
to; y

Asimismo el artículo 37 establece:

“Artículo 37. Las aportaciones federales que, con cargo al
Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de los Mu-
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nicipios y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito
Federal, reciban los municipios a través de las entidades y
las demarcaciones territoriales por conducto del Distrito
Federal, se destinarán a la satisfacción de sus requerimien-
tos, dando prioridad al cumplimiento de sus obligaciones
financieras, al pago de derechos y aprovechamientos por
concepto de agua, descargas de aguas residuales, a la mo-
dernización de los sistemas de recaudación locales, mante-
nimiento de infraestructura, y a la atención de las necesi-
dades directamente vinculadas con la seguridad pública de
sus habitantes. Respecto de las aportaciones que reciban
con cargo al Fondo a que se refiere este artículo, los muni-
cipios y las demarcaciones territoriales del Distrito Federal
tendrán las mismas obligaciones a que se refiere el artícu-
lo 33, apartado B, fracción II, incisos a) y c), de esta ley.”

En consecuencia, se observa que el sentido del Fondo de
Aportaciones para el Fortalecimiento de los Municipios y
de las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal
(Fortamun), es el facilitar que los municipios cuenten con
recursos provenientes de la federación de manera transpa-
rente, ante necesidades reales, prioritarias, específicas y
justificables.

En este sentido, el texto vigente implica que el Fondo de
Aportaciones para el Fortalecimiento de los Municipios y
de las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal, só-
lo contempla en uno de sus rubros la posibilidad de desti-
nar recursos para la seguridad pública, vinculada adminis-
trativa y operativamente, desde hace algunos años, a la
protección civil. Esta situación, plantea un escenario de
discrecionalidad en el que desde los ayuntamientos o los
gobiernos estatales, se puede minimizar la importancia de
acciones de protección civil y gestión integral de riesgos de
desastres, dejando de reconocerlos como un ámbito estra-
tégico y prioritario para el desarrollo de los municipios y la
protección de la población. Ello, de manera alterna a la se-
guridad pública.

En consecuencia, proponemos evitar que los recursos que
se destinen en materia de protección civil a nivel munici-
pal, se sigan haciendo a discreción, motivo por el cual per-
cibimos la necesidad de señalar de manera explícita que es-
te fondo pueda ser utilizado de manera prioritaria  para las
necesidades derivadas de la Protección Civil, de igual ma-
nera como se destinan para  seguridad pública, a partir del
Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de los Mu-
nicipios y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito
Federal.

En el mismo sentido, para dar una certeza jurídica y admi-
nistrativa a dichos recursos, se proponen modificaciones a
la Ley General de Protección Civil, vinculándola a la Ley
de Coordinación Fiscal para fomentar que el marco regula-
torio del Sistema Nacional de Protección Civil, promueva
de origen el fortalecimiento local, a través de constituir las
partidas destinadas a Protección Civil para la Gestión Inte-
gral de Riesgos de Desastres con los recursos provenientes
del Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de los
Municipios y de las Demarcaciones Territoriales del Dis-
trito Federal.

La imprecisión vigente en las normas que determinan el
uso del Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de
los Municipios y de las Demarcaciones Territoriales del
Distrito Federal, debe de ser modificada para que podamos
mejorar las condiciones de la población tanto en materia de
seguridad pública, como de protección civil y gestión inte-
gral de riesgos. Respaldar a los municipios mediante las re-
formas que promueve esta iniciativa, coadyuvará a:

1) Destinar recursos específicos a los municipios para el
establecimiento de acciones prioritarias en temas de
protección civil y gestión integral de riesgos de desas-
tres.

2) Fortalecer y consolidar las políticas de gestión inte-
gral de riesgos de desastres desde el ámbito local.

3) Dar certeza a las unidades municipales de protección
civil al contar con un mecanismo financiero que va más
allá de las facultades discrecionales de las autoridades,
al contar con un recurso etiquetado para solventar sus
necesidades específicas.

4) Promover la transparencia en el uso y aplicación de
recursos destinados a acciones de protección civil y ges-
tión integral de riesgos de desastres.

5) Sentar un precedente inédito en la legislación federal
con miras a fomentar el establecimiento de políticas pú-
blicas de vanguardia en temas de protección civil y ges-
tión integral de riesgos de desastres desde lo local con
un impacto nacional.

Por lo expuesto, sometemos a consideración la siguiente
iniciativa con proyecto de:



Decreto que reforma el artículo 37 de Ley de Coordi-
nación Fiscal y los artículos 19, 66 y 67 de la Ley de Ge-
neral de Protección Civil, en materia de fortalecimien-
to municipal en el ámbito de la protección civil y gestión
de riesgos

Artículo Primero. Se reforma el artículo 37 de Ley de Co-
ordinación Fiscal para quedar como sigue:

Artículo 37. Las aportaciones federales que, con cargo al
Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de los Mu-
nicipios y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito
Federal, reciban los municipios a través de las entidades y
las demarcaciones territoriales por conducto del Distrito
Federal, se destinarán a la satisfacción de sus requerimien-
tos, dando prioridad al cumplimiento de sus obligaciones
financieras, al pago de derechos y aprovechamientos por
concepto de agua, descargas de aguas residuales, a la mo-
dernización de los sistemas de recaudación locales, mante-
nimiento de infraestructura, y a la atención de las necesi-
dades directamente vinculadas con protección civil y la
seguridad pública de sus habitantes. Respecto de las apor-
taciones que reciban con cargo al Fondo a que se refiere es-
te artículo, los municipios y las demarcaciones territoriales
del Distrito Federal tendrán las mismas obligaciones a que
se refiere el artículo 33, apartado B, fracción II, incisos a)
y c), de esta ley.

Artículo Segundo. Se reforman los artículos 19, 66 y 67
de la Ley de General de Protección Civil para quedar como
sigue:

Artículo 19. La coordinación ejecutiva del Sistema Nacio-
nal recaerá en la secretaría por conducto de la Coordina-
ción Nacional, la cual tiene las atribuciones siguientes en
materia de protección civil:

…

XII. Promover la constitución de fondos de las entida-
des federativas, ayuntamientos y alcaldías, para la
prevención y atención de emergencias, desastres y
demás las acciones que promuevan la gestión inte-
gral de riesgos.

…

Artículo 66. …

Asimismo, cada ayuntamiento y alcaldía, deberá espe-
cificar los criterios para la asignación de recursos del
Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de los
Municipios y de las Demarcaciones Territoriales del
Distrito Federal que serán destinados a protección civil
para la gestión integral de riesgos, que en conjunto con
los recursos propios del ayuntamiento y los provenien-
tes de los fondos estatales, promoverán el fortaleci-
miento de las acciones de identificación y reducción de
riesgos, preparación, prevención, atención a contingen-
cias y recuperación a nivel local.

Artículo 67. Los Fondos Estatales de Protección Civil se
integrarán a través de los recursos aportados por la respec-
tiva entidad federativa y, en su caso, municipios y delega-
ciones.

El gobierno federal otorgará subsidios a dichos Fondos de
Protección Civil conforme a los recursos que, en su caso,
sean aprobados para dicho fin en el Presupuesto de Egre-
sos de la Federación, sin rebasar las aportaciones que hu-
biesen realizado en el ejercicio fiscal correspondiente las
entidades federativas y, en su caso, los municipios y dele-
gaciones.

Los Fondos Estatales de Protección Civil operarán según
se establezca en la normatividad administrativa correspon-
diente y en el caso de los recursos federales, en términos de
los convenios de coordinación que se celebren, precisando
para ello los requisitos para el acceso, ejercicio y compro-
bación de los recursos, así como las obligaciones en el ma-
nejo y mantenimiento de los equipos adquiridos. 

Los recursos municipales de protección civil para la
gestión integral de riesgos, se constituirán principal-
mente con recursos provenientes del Fondo de Aporta-
ciones para el Fortalecimiento de los Municipios y de
las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal, en
un porcentaje no menor al 5 por ciento del techo finan-
ciero de dicho fondo y deberán ser adicionales a los re-
cursos destinados para el mismo fin por parte de los go-
biernos locales y de las entidades federativas
correspondientes.

Este gasto municipal, operará de acuerdo a la normati-
vidad administrativa correspondiente al Fondo de
Aportaciones para el Fortalecimiento de los Municipios
y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito Fede-
ral, contemplado en el artículo 37 de la Ley de Coordi-
nación Fiscal.
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Con la finalidad de darle trasparencia a la ejecución de
los recursos, los proyectos presentados con cargo a los
recursos destinados a protección civil deben ser valida-
dos en sesión ordinaria del Consejo Municipal de Pro-
tección Civil.

La capacitación será acorde a los lineamientos dictados por
la Escuela Nacional de Protección Civil y los recursos des-
tinados a la sistematización de las unidades de protección
civil deberán procurar la optimización del manejo e inter-
cambio de información y su homologación a nivel nacio-
nal.

Transitorio

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de abril de 2017.—
Diputadas y diputados: María Elena Orantes López, Carlos Sarabia
Camacho, Héctor Barrera Marmolejo, Araceli Madrigal Sánchez, Jesús
Emiliano Álvarez López (rúbricas).»

La presidenta diputada María Guadalupe Murguía
Gutiérrez: Túrnese a las Comisiones Unidas de Hacien-
da y Crédito Público, y de Protección Civil, para dicta-
men.

El diputado Juan Antonio Ixtlahuac Orihuela (desde la
curul). Presidenta.

La presidenta diputada María Guadalupe Murguía
Gutiérrez: Sonido en la curul, por favor, del diputado An-
tonio Ixtlahuac.

El diputado Juan Antonio Ixtlahuac Orihuela (desde la
curul): Presidenta, muchas gracias. Simplemente para ex-
presar algunos desacuerdos que tengo con el diputado de
Uruapan, de Michoacán; primero para corregirle, no soy
Ixtlahuaca, son Ixtlahuac, y segundo, para decirle que efec-
tivamente a la mejor no tengo conocimiento del estado por
ese tipo de prácticas que a la mejor él las conoce bien, de
la delincuencia organizada, yo no las conozco; yo simple-
mente estoy pronunciando por la defensa de los aguacate-
ros y para que los actos de autoridad…

La presidenta diputada María Guadalupe Murguía
Gutiérrez: Diputado, el asunto no está a discusión.

El diputado Juan Antonio Ixtlahuac Orihuela (desde la
curul): …del gobierno del estado se apeguen a la ley. Sí, lo
entiendo perfectamente bien. Gracias, presidenta.

La presidenta diputada María Guadalupe Murguía
Gutiérrez: Asiento su expresión, no está a discusión. Una
disculpa. 

El diputado César Alejandro Domínguez Domínguez
(desde la curul): Presidenta.

La presidenta diputada María Guadalupe Murguía
Gutiérrez: Diputado César Alejandro Domínguez.

El diputado César Alejandro Domínguez Domínguez
(desde la curul): Muchas gracias, presidenta. Solamente
para compartir con usted y con el pleno. El día de hoy
aparece enlistado un punto de acuerdo que presentamos
diputados de Chihuahua, donde solicitamos el apoyo y el
respaldo de la federación, entiéndase el órgano desconcen-
trado que administra los centros federales de reinserción
social, el apoyo a fin de poder materializar ante la inefica-
cia que ha tenido el gobierno estatal de Chihuahua, de po-
der despresurizar los centros penitenciarios, poder trasladar
a algunos reos del fuero federal que están ubicados en el
Cereso número 1 y en el Cereso número 3, uno en Aquiles
Serdán y el otro en Ciudad Juárez, poder despresurizar y
trasladar reos de alta peligrosidad a Centros Penitenciarios
Federales.

Reitero, este es un planteamiento que hacemos los dipu-
tados del estado de Chihuahua, en razón de la falta de co-
municación que el gobernador del estado ha tenido con la
federación y la falta de voluntad que el gobernador del es-
tado ha tenido para poder materializar mejores acciones de
seguridad en el estado de Chihuahua. Es cuanto, y muchas
gracias, presidenta.

La presidenta diputada María Guadalupe Murguía
Gutiérrez: Queda asentada su expresión, diputado Domín-
guez.



LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA
PROTECCIÓN AL AMBIENTE

La presidenta diputada María Guadalupe Murguía
Gutiérrez: Tiene la palabra, por cinco minutos, la diputada
Martha Sofía Tamayo Morales, para presentar iniciativa
con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General de Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente, suscrita por los diputados César
Camacho y Martha Sofía Tamayo Morales, del Grupo Par-
lamentario del PRI.

La diputada Martha Sofía Tamayo Morales: Buenos dí-
as. Con su venia, señora presidenta. Compañeras y compa-
ñeros legisladores, a nombre del doctor César Camacho y
en el mío propio, presento esta iniciativa que busca gene-
rar una concientización sobre las amenazas a la salud hu-
mana y al medio ambiente que representan la liberación
cada vez mayor de sustancias químicas de origen sintético
nocivas, pues la acumulación de evidencias ha hecho que
los esfuerzos se concentren en una categoría de sustancias
denominadas Contaminantes Orgánicos Persistentes, mejor
conocidos como COP, que son compuestos químicos resis-
tentes a la degradación fotolítica, biológica y química que
afectan la salud humana y dañan el medio ambiente.

Dentro de los contaminantes orgánicos persistentes encon-
tramos un grupo de compuestos químicos orgánicos que
pueden causar un sin número de efectos adversos denomi-
nados bifenilos policlorados, conocidos como BPCs. Dicha
sustancia tienen un gran número de aplicaciones en diver-
sos productos y por las ventajas de sus características físi-
cas y químicas, los usos de los bifenilos policlorados pue-
den clasificarse como cerrados y abiertos.

Entre los cerrados encontramos los transformadores eléc-
tricos, condensadores eléctricos, capacitores, balastras, in-
terruptores de alta tensión, bobinas reguladoras y otros ac-
cesorios eléctricos incluyendo cables, motores,
electroimanes y demás.

Por su parte, los abiertos se utilizan como plastificantes en
cloruro de polivinilo, neopreno y otros cauchos artificiales,
ingredientes de pinturas, barnices, ceras de pisos, plastifi-
cantes y un sin número de productos.

Estos compuestos están incluidos en el Convenio de Esto-
colmo, como instrumento internacional que establece com-
promisos para los países que, como México, lo han suscri-

to, relativos a la prohibición y/o adopción de medidas jurí-
dicas y administrativas para eliminar su producción y uso
o liberación al ambiente como subproductos no intencio-
nales de la incineración industrial.

Sin embargo, como se usan ciertos transformadores y con-
densadores eléctricos, se ha establecido una excepción que
permite ser utilizadas estas substancias en esos equipos
hasta el año 2025, pero se espera que se realicen esfuer-
zos decididos para identificar, etiquetar el equipo y eli-
minar su uso.

Lo anterior cobra relieve cuando se conoce al detalle los
daños que generan, sobre todo cuando existen alternativas
ecológicas para sustituir dichos componentes. Por ejemplo,
para los transformadores eléctricos se podría optar por el
aceite dieléctrico vegetal, como el aceite de palma, que por
sus características, siendo natural, ecológico, biodegrada-
ble, y además, una vez terminada su vida útil, pueden ser
reutilizado y convertido en biodiesel, por lo cual apoya al
medio ambiente.

No sobra decir que la calidad de vida, el bienestar de las
personas y el sano desarrollo de la conservación de las dis-
tintas especies animales y todo tipo de flora dependen en
gran medida del estado del medio ambiente.

Por ello, compañeras y compañeros, es responsabilidad de
todo Estado democrático que se precie de serlo propiciar
políticas responsables relacionadas con la prevención, pre-
servación e impacto benéfico en la economía nacional, en
el desarrollo sustentable y en la salud pública.

En tales circunstancias esta legislatura tiene la responsabi-
lidad de contribuir y adecuar el orden jurídico nacional,
con el pleno objetivo de incentivar una cultura en la pre-
servación del ambiente.

Consecuentemente, por los argumentos aquí vertidos en mi
intervención, resulta fundamental reforzar nuestra legisla-
ción nacional en el tema de eliminación de residuos consi-
derados peligrosos, que ponen en riesgo el medio ambien-
te y la salud de los mexicanos.

Hay que prohibirlos, específicamente lo que respecta a los
bifenilos policlorados; pues en palabras del líder espiritual
del budismo tibetano, el Dalai Lama, que compartimos:
compartimos la tierra no sólo los seres humanos, sino todas
las demás criaturas. Es cuanto, señora presidenta.
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«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente, suscrita por los diputados César Camacho y
Martha Sofía Tamayo Morales, del Grupo Parlamentario
del PRI

Los suscritos César Camacho y Martha Sofía Tamayo Mo-
rales, diputados en la LXIII Legislatura del Congreso de la
Unión e integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, con fundamento en lo dis-
puesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, así como 6, nume-
ral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
someten a la consideración de esta soberanía, la siguiente
reforma a diversas disposiciones a la Ley General del Equi-
librio Ecológico y Protección al Ambiente, en materia de
eliminación de bifenilos policlorados, al tenor de lo si-
guiente

Exposición de Motivos

Objeto de la iniciativa

La presente iniciativa busca generar una concientización
sobre las amenazas a la salud humana y al medio ambien-
te que representa la liberación cada vez mayor de sustan-
cias químicas de origen sintético nocivas, pues la acumula-
ción de evidencias ha hecho que los esfuerzos se
concentren en una categoría de sustancias denominadas
contaminantes orgánicos persistentes, mejor conocidas co-
mo las COP, que son compuestos químicos resistentes a la
degradación fotolítica, biológica y química, que afectan la
salud humana y dañan el medio ambiente.

En este sentido, dentro de los contaminantes orgánicos per-
sistentes encontramos un grupo de compuestos químicos
orgánicos que pueden causar un sinnúmero de efectos ad-
versos diferentes, denominados Bifenilos Policlorados,
conocidos como los BPC; dichas sustancias tienen un gran
número de aplicaciones en diversos productos y por las
ventajas de sus características físicas y químicas, los usos
de los BPC se pueden clasificar como cerrados o abiertos.

Por lo que se refiere a los sistemas completamente cerrados
encontramos los transformadores eléctricos; condensado-
res eléctricos (incluidas las reactancias de lámparas fluo-
rescentes); interruptores, capacitores, balastras, interrupto-
res de alta tensión, bobinas reguladoras y otros accesorios
eléctricos; cables eléctricos; motores eléctricos y electroi-
manes (cantidades muy pequeñas). Por su parte, en los sis-

temas abiertos se utilizan en plastificante en cloruro de po-
livinilo, neopreno y otros cauchos artificiales; ingrediente
en pinturas, barnices, ceras de pisos, plastificantes en resi-
nas y otros materiales de recubrimiento; ingrediente en tin-
tas y papel de autocopia; ingrediente en adhesivos, aditivos
de plaguicidas; ingrediente en lubricantes, materiales de
sellado (composiciones obturadoras en la industria de la
construcción) y de calafateo; Ignífugo en telas, alfombras,
espuma de poliuretano, así como en lubricantes (lubrican-
tes para microscopios, guarniciones de frenos, lubricantes
para cuchillas y lubricantes de otros tipos).1

Estos compuestos están incluidos en el Convenio de Esto-
colmo, instrumento internacional que establece compromi-
sos para los países que como México lo han suscrito, rela-
tivos a la prohibición y/o adopción de medidas jurídicas y
administrativas para eliminar su producción y uso o libera-
ción al ambiente como subproductos no intencionales de la
incineración industrial. Sin embargo, como aún son nece-
sarios los equipos que los contienen, sobre todo ciertos
transformadores y condensadores eléctricos, se ha estable-
cido una excepción que permite seguir utilizando estos
equipos hasta el año 2025, pero se espera que se realicen
esfuerzos decididos para identificar y etiquetar el equipo y
eliminar su uso.2

Es preciso mencionar que el manejo de estos compuestos
requiere tener presente que se trata de sustancias tóxicas,
con capacidad de persistir sin modificarse durante muchos
años, de atravesar las membranas celulares y de bioacumu-
larse en el tejido adiposo de animales y seres humanos.
Aunque son termoresistentes, pueden arder en contacto di-
recto con una llama liberando dioxinas y furanos cuando se
incendian los equipos que los contienen. Su manejo re-
quiere de equipo de protección personal, ya que pueden
atravesar diversos tipos de materiales.

Por tal motivo, se busca modificar la Ley General del Equi-
librio Ecológico y Protección al Ambiente, con el fin de in-
corporar la prohibición sobre el uso y tratamiento de los bi-
fenilos policlorados por lo que se fundamenta en las
siguientes consideraciones:

1. Protección al ambiente

Como sabemos el medio ambiente es nuestro hogar, la na-
turaleza es proveedora de vida y los seres humanos y la
fauna somos fruto de ella. Es sumamente importante que el
Estado y la sociedad civil evalúen cuál es el impacto que
tenemos los seres humanos sobre el medio ambiente, con el



fin de tomar las medidas necesarias para contrarrestar los
efectos negativos que tienen las acciones que a diario lle-
vamos en perjuicio de nuestro entorno.

No es óbice mencionar que la calidad de vida, el bienestar
de las personas y el sano desarrollo en la conservación de
las distintas especias de animales y todo tipo de flora, de-
pende en gran medida del estado del medio ambiente. No
es algo reciente que el calentamiento global es un proble-
ma que existe y cada día toma más fuerza, el problema es
tan malo que ya se puede percibir los efectos en la tierra y
cada vez más frecuentes y con mayores destrozos. Es por
eso que debemos pensar en idear mecanismos que permi-
tan la sana preservación de la naturaleza, lo cual traerá co-
mo consecuencia importante beneficios para la salud de los
seres que habitamos el planeta.

Es responsabilidad de todo Estado democrático que se pre-
cie de serlo, propiciar políticas responsables relacionadas
con la prevención, preservación y protección del medio
ambiente, pues las mismas tendrán un impacto benéfico en
la economía nacional, en el desarrollo sustentable y en la
salud pública.

En tales circunstancias, esta legislatura tiene la responsabi-
lidad de contribuir a diseñar y adecuar el orden jurídico na-
cional con el pleno objetivo de incentivar la cultura en la
preservación del ambiente, por medio de mecanismos que
permitan seguir con una política ambiental sustentable tal
y como lo señala el párrafo quinto del artículo 4° de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
los Tratados Internacionales de los cuales el Estado mexi-
cano es parte, pues en nuestro país es un derecho funda-
mental de toda persona contar con medio ambiente sano
para su desarrollo y bienestar, por lo que el Estado debe ga-
rantizar el respeto a ese derecho y aplicar las sanciones y
responsabilidades correspondientes en caso de que se ge-
nere un daño o deterioro al mismo.

Por tanto, resulta importante reforzar nuestra legislación
nacional en el tema de eliminación de residuos considera-
dos peligrosos que ponen en riesgo el medio ambiente y la
salud de los mexicanos.

a. Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección al
Ambiente

Este ordenamiento jurídico es reglamentario de las dispo-
siciones de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos que se refieren a la preservación y restauración

del equilibrio ecológico, así como a la protección al am-
biente, en el territorio nacional y las zonas sobre las que la
nación ejerce su soberanía y jurisdicción. Sus disposicio-
nes son de orden público e interés social y tienen por obje-
to propiciar el desarrollo sustentable y establecer las bases
para garantizar:

1. El derecho de toda persona a vivir en un medio
ambiente sano para su desarrollo, salud y bienestar.

2. Definir los principios de la política ambiental y los
instrumentos para su aplicación.

3. La preservación, la restauración y el mejoramien-
to del ambiente.

4. La preservación y protección de la biodiversidad, así
como el establecimiento y administración de las áreas
naturales protegidas.

5. El aprovechamiento sustentable, la preservación y, en
su caso, la restauración del suelo, el agua y los demás
recursos naturales, de manera que sean compatibles la
obtención de beneficios económicos y las actividades de
la sociedad con la preservación de los ecosistemas.

6. La prevención y el control de la contaminación de
aire, agua y suelo.

7. Garantizar la participación corresponsable de las per-
sonas, en forma individual o colectiva, en la preserva-
ción y restauración del equilibrio ecológico y la protec-
ción al ambiente.

8. El ejercicio de las atribuciones que en materia am-
biental corresponde a la federación, los estados, el Dis-
trito Federal y los municipios, bajo el principio de con-
currencia previsto en el artículo 73 fracción XXIX-G de
la Constitución Federal.

9. El establecimiento de los mecanismos de coordina-
ción, inducción y concertación entre autoridades, entre
éstas y los sectores social y privado, así como con per-
sonas y grupos sociales, en materia ambiental.

10. El establecimiento de medidas de control y de segu-
ridad para garantizar el cumplimiento y la aplicación de
esta Ley y de las disposiciones que de ella se deriven,
así como para la imposición de las sanciones adminis-
trativas y penales que correspondan.
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b. Ley General para la Prevención y Gestión Integral
de Residuos

Esta ley es reglamentaria de las disposiciones de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos que se re-
fieren a la protección al ambiente en materia de prevención
y gestión integral de residuos, en el territorio nacional. Sus
disposiciones son de orden público e interés social y tienen
por objeto garantizar el derecho de toda persona al medio
ambiente sano y propiciar el desarrollo sustentable a través
de la prevención de la generación, la valorización y la ges-
tión integral de los residuos peligrosos, de los residuos só-
lidos urbanos y de manejo especial; prevenir la contamina-
ción de sitios con estos residuos y llevar a cabo su
remediación, así como establecer las bases para garantizar:

1. Aplicar los principios de valorización, responsabili-
dad compartida y manejo integral de residuos, bajo cri-
terios de eficiencia ambiental, tecnológica, económica y
social, los cuales deben de considerarse en el diseño de
instrumentos, programas y planes de política ambiental
para la gestión de residuos.

2. Determinar los criterios que deberán de ser consi-
derados en la generación y gestión integral de los re-
siduos, para prevenir y controlar la contaminación
del medio ambiente y la protección de la salud hu-
mana.

3. Establecer los mecanismos de coordinación que, en
materia de prevención de la generación, la valorización
y la gestión integral de residuos, corresponden a la Fe-
deración, las entidades federativas y los municipios, ba-
jo el principio de concurrencia previsto en el artículo 73
fracción XXIX-G de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

4. Formular una clasificación básica y general de los
residuos que permita uniformar sus inventarios, así
como orientar y fomentar la prevención de su gene-
ración, la valorización y el desarrollo de sistemas de
gestión integral de los mismos.

5. Regular la generación y manejo integral de residuos
peligrosos, así como establecer las disposiciones que se-
rán consideradas por los gobiernos locales en la regula-
ción de los residuos que conforme a la ley sean de su
competencia.

6. Definir las responsabilidades de los productores, im-
portadores, exportadores, comerciantes, consumidores y
autoridades de los diferentes niveles de gobierno, así co-
mo de los prestadores de servicios en el manejo integral
de los residuos.

7. Fomentar la valorización de residuos, así como el de-
sarrollo de mercado de subproductos, bajo criterios de
eficiencia ambiental, tecnológico y económico, y esque-
mas de financiamiento adecuados.

8. Promover la participación corresponsable de todos
los sectores sociales, en las acciones tendientes a preve-
nir la generación, valorización y lograr una gestión inte-
gral de los residuos ambientalmente adecuada, así como
tecnológica, económica y socialmente viable, de con-
formidad con las disposiciones de ley.

9. Crear un sistema de información relativa a la genera-
ción y gestión integral de los residuos peligrosos, sóli-
dos urbanos y de manejo especial, así como de sitios
contaminados y remediados.

10. Prevenir la contaminación de sitios por el manejo de
materiales y residuos, así como definir los criterios a los
que se sujetará su remediación.

11. Regular la importación y exportación de residuos.

12. Fortalecer la investigación y desarrollo científico,
así como la innovación tecnológica, para reducir la ge-
neración de residuos y diseñar alternativas para su trata-
miento, orientadas a procesos productivos más limpios.

13. Establecer medidas de control, medidas correctivas
y de seguridad para garantizar el cumplimiento y la apli-
cación de esta ley y las disposiciones que de ella se de-
riven, así como para la imposición de las sanciones que
corresponda.

Al respecto, resulta relevante destacar que este ordena-
miento incluye, a diferencia de Ley General del Equilibrio
Ecológico y Protección al Ambiente, disposiciones en ma-
teria de bifenilos policlorados, razón por la cual no se pro-
ponen en esta iniciativa modificación al respecto.

2. Salud pública

La salud pública es un tema de suma relevancia para el Es-
tado, mediante políticas encargadas de implementar accio-



nes para la protección de la salud de todos los habitantes;
asimismo, con el correcto diseño de políticas relacionadas
con la salud pública, se busca idear las condiciones que ga-
ranticen que toda persona cuente con un servicio médico
adecuando y oportuno.

En México, por mandato constitucional, toda persona tiene
derecho a la protección de la salud, el estado tiene la obli-
gación de establecer las bases y modalidades para el acce-
so a los servicios de salud y establecer la concurrencia de
la Federación y las entidades federativas en materia de sa-
lubridad general, conforme a lo que dispone la fracción
XVI del artículo 73 de esta Constitución.

Además, como parte de una adecuada política en salud pú-
blica se debe analizar los riesgos externos que pueden de-
teriorar la salud de los pobladores y mermar su estado físi-
co y psicológico, como por ejemplo, los riesgos que
representa el tratamiento, manejo y eliminación de sustan-
cias peligrosas, que puedan ocasionar no solo un daño a
nuestro medio ambiente sino también a la salud de los po-
bladores como consecuencia del manejo irresponsable de
dichas sustancias.

En tales circunstancias, la Ley General de Salud es el ins-
trumento jurídico nacional que dicta los ejes a seguir por
parte del Estado y los particulares para contar con un ade-
cuado sistema de salud pública y garantizar el derecho fun-
damental a la preservación de la salud.

Dicho ordenamiento es reglamentario del artículo 4o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
que establece el derecho a la protección de la salud que tie-
ne toda persona, así como establecer las bases y modalida-
des para el acceso a los servicios de salud y la concurren-
cia de la Federación y las entidades federativas en materia
de salubridad general; es de aplicación en toda la Repúbli-
ca y sus disposiciones son de orden público e interés social.
Tiene como finalidades las siguientes: 

1. El bienestar físico y mental de la persona, para
contribuir al ejercicio pleno de sus capacidades.

2. La prolongación y mejoramiento de la calidad de
la vida humana.

3. La protección y el acrecentamiento de los valores que
coadyuven a la creación, conservación y disfrute de
condiciones de salud que contribuyan al desarrollo
social.

4. La extensión de actitudes solidarias y responsables
de la población en la preservación, conservación,
mejoramiento y restauración de la salud.

5. El disfrute de servicios de salud y de asistencia social
que satisfagan eficaz y oportunamente las necesidades
de la población.

6. El conocimiento para el adecuado aprovechamiento y
utilización de los servicios de salud.

7. El desarrollo de la enseñanza y la investigación cien-
tífica y tecnológica para la salud.

Consecuentemente, en marco de la responsabilidad que co-
mo legisladores tenemos en materia de protección al am-
biente y la salud pública, resulta impostergable realizar las
adecuaciones legales necesarias para incorporar la prohibi-
ción de la utilización de los bifenilos policlorados en el pa-
ís, abonando a la armonización del derecho interno con los
compromisos internacionales adquiridos por el Estado Me-
xicano.

3. Contaminantes orgánicos persistentes

A efecto de clarificar la relevancia que aquí se expone, re-
sulta necesario definir qué son los contaminantes orgánicos
persistentes (COP)3, conocidos también por su acrónimo
inglés POP (persistent organic pollutants), partiendo de la
generalidad a la particularidad, es decir, poniendo en con-
texto la clasificación a la que pertenecen los BPC, denomi-
nación que se vincula con las sustancias químicas que los
componen, mismas que se detallan a continuación:

• Persistentes, ya que tienen una elevada permanencia
en el medio ambiente, al ser resistentes a la degradación.

• Bioacumulables, incorporándose en los tejidos de los
seres vivos y pudiendo aumentar su concentración a tra-
vés de la cadena trófica.

• Altamente tóxicos y que provocan graves efectos so-
bre la salud humana y el medio ambiente.

• Que tienen potencial para transportarse a larga dis-
tancia, pudiendo llegar a regiones en las que nunca se
han producido o utilizado. Los COP son volátiles en el
rango de temperaturas de las latitudes medias. Trans-
portados por la atmósfera, se condensan y depositan en
las zonas frías a gran altura o en las latitudes altas. Por
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su persistencia, pueden ser depositados y volver a vola-
tilizarse en ciclos sucesivos en función de las tempera-
turas ambientales, produciéndose el efecto conocido co-
mo “saltamontes”.

En atención a lo anterior, los COP son sustancias quími-
cas altamente tóxicas, que pueden durar muchos años an-
tes de degradarse, lo que causa que su vida media en el am-
biente sea elevada, acumulándose en el tejido graso de los
seres vivos; representando una amenaza para la salud hu-
mana y el medio ambiente.

La comunidad internacional y más concretamente las Na-
ciones Unidas, ha generado instrumentos importantes para
regular y controlar los COP. El más ambicioso es el Con-
venio de Estocolmo, cuyo objetivo es proteger la salud hu-
mana y el medio ambiente frente a los COP, eliminando, y
cuando esto no sea posible, reduciendo, las emisiones y las
descargas de estos contaminantes.

La conferencia diplomática para la firma del Convenio de
Estocolmo, tuvo lugar el 22 y 23 de mayo de 2001 en Es-
tocolmo, contando con la firma de más de 120 países, que-
dando de manifiesto la importancia de este acuerdo inter-
nacional con la suscripción de la Unión Europea y todos
sus Estados miembros, quienes tuvieron una voluntad de-
cidida para promover su entrada en vigor.

Como se observa en el diagrama, los BPC se encuentran
entre los denominados “Docena Sucia”, considerados des-
de 2001 como altamente peligrosos.

3.1. Efectos de los contaminantes orgánicos persistentes

Como ya se mencionó, las propiedades de persistencia, to-
xicidad y capacidad de acumularse en organismos vivos
hacen a los COP los químicos más nocivos a los que están
expuestos animales y humanos. Entre los daños que estos
compuestos pueden causar a los seres humanos encontra-
mos mayor propensión al cáncer, desórdenes hormonales
como la masculinización de hembras (se traduce en calci-
ficación deficiente y maduración sexual precoz) y la femi-
nización de machos; se les asocia con abortos, leucemia,
daños al hígado, riñones, pulmones, tiroides y sistema ner-
vioso central, así como con trastornos cognitivos, del
aprendizaje y anomalías congénitas.

Lamentablemente, es posible afirmar que estos contami-
nantes están presentes en prácticamente todo organismo vi-
vo del planeta. Con métodos analíticos actuales se pueden
detectar en casi cualquier ser humano.

a. Medio ambiente

Se ha relacionado a los contaminantes orgánicos persisten-
tes con efectos significativos para el medio ambiente en
una gran variedad de especies y prácticamente en todos los
niveles tróficos. Si bien la intoxicación aguda por COPs es-
tá bien documentada, preocupan en particular los efectos
perjudiciales asociados con la exposición crónica a con-
centraciones bajas en el medio ambiente.4

Los COP tienen una larga vida biológica, facilitando de es-
ta manera la acumulación de concentraciones unitarias
aparentemente pequeñas durante prolongados periodos.
Para varios de estos contaminantes, hay algunas pruebas
experimentales de que tal exposición acumulativa, a un ni-
vel bajo, puede estar asociada con efectos no letales cróni-
cos, entre ellos una posible inmunotoxicidad, efectos cutá-
neos, alteración del rendimiento y carcinogenicidad
patente.

Diversos autores han notificado inmunotoxicidad asociada
con la exposición a diferentes COP. Los investigadores han
señalado asimismo que varios COP prevalentes, como los
TCDD, los BPC, el clordano, el heptaclorobenceno, el to-
xafeno y el DDT han inducido inmunodeficiencia en di-
versas especies silvestres.

La exposición a los COP se ha correlacionado con la dis-
minución de la población de varias especies de mamíferos
marinos, como la foca común, la marsopa común, el tursón



y la ballena blanca del río San Lorenzo. Además se ha es-
tablecido una relación clara de causa-efecto entre el fraca-
so en la reproducción del visón y la exposición a algunos
COP.

La bibliografía científica ha demostrado una relación di-
recta de causa-efecto en el visón y el hurón entre la expo-
sición a los BPC y la aparición de disfunciones  inmunita-
rias, problemas reproductivos, aumento de la mortalidad de
las crías, deformaciones y mortalidad de adultos. De la
misma forma, se ha demostrado una correlación convin-
cente entre las concentraciones de bifenilos policlorados y
dioxinas en el medio ambiente y la reducción de la viabili-
dad de las larvas de varias especies de peces. 

En 1991, el Comité Científico Consultivo de la Comisión
Internacional Conjunta de los Grandes Lagos de Estados
Unidos de América y Canadá revisó la literatura existente
sobre los efectos de los COP en más de una docena de es-
pecies predadoras incluyendo águilas, cormoranes, truchas,
visones y tortugas, entre otras y encontró que estas espe-
cies padecían efectos importantes en su salud, además de
presentar reducción en su población y disfunciones repro-
ductivas, adelgazamiento de la pared de los huevos, cam-
bios metabólicos, deformidades y defectos de nacimiento,
tumoraciones, cáncer, cambios en su comportamiento, fa-
llas en el sistema hormonal y baja de defensas, entre otros.

También es digno de mención un informe en el que se in-
dica que las ballenas blancas encontradas muertas encalla-
das en el río San Lorenzo con una alta incidencia de tumo-
res, contenían concentraciones significativamente elevadas
de BPC, mirex, clordano y toxafeno. Asimismo, una inci-
dencia de 100 por ciento de lesiones tiroideas en el salmón
plateado, el salmón rosado y el salmón real monitoreados
en los Grandes Lagos durante los dos últimos decenios se
les ha asociado con un aumento de la acumulación corpo-
ral de los COP.

b. Salud humana

Los seres humanos están expuestos a los COP a través de
los alimentos, siendo los más importantes los ricos en gra-
sa (carne, pescado y productos básicos). Como resultado de
estudios realizados en Estados Unidos de América se han
encontrado COP en hamburguesas, helados y pizzas.

Los trabajadores y residentes de sitios localizados cerca de
fuentes generadoras de COP están expuestos también a la
inhalación y al contacto cutáneo con estas sustancias. Ade-

más, se tiene exposición importante de los habitantes de las
regiones árticas por la ingestión de animales con elevados
niveles de COP.

Los efectos de los COP pueden ser muy sutiles y desenca-
denarse a bajas concentraciones, presentándose después de
varios años de la exposición, llegando en ocasiones a ma-
nifestarse en las generaciones subsecuentes. Esto hace que
su diagnóstico sea difícil de realizar y dificulta la evalua-
ción de los problemas potenciales de salud pública.

En los últimos años se ha acumulado evidencia científica
para relacionar la exposición a COP con sus efectos a la sa-
lud, entre estas se tiene: 

• Cáncer.

• Impedimento en el comportamiento neuronal, inclu-
yendo desorden en el aprendizaje, bajo desempeño men-
tal y déficit en la atención.

• Alteraciones en el sistema inmune.

• Deficiencias reproductivas.

• Reducción del periodo de lactancia en madres en esta
etapa.

• Diabetes.

El mecanismo más importante para la mayoría de estos
efectos es la inducción de disfunciones en el sistema endó-
crino. Diversos estudios han demostrado que los COP, co-
mo la dieldrina, DDT, heptacloro, mirex, toxafeno, dioxi-
nas y BPC pueden causar efectos en el sistema
reproductivo y endocrino, en el crecimiento celular, en el
metabolismo de carbohidratos y lípidos y sobre la concen-
tración de iones y agua en el cuerpo.

Existen tres tipos de exposición humana:

1. La exposición aguda de altas dosis, la cual está invo-
lucrada a accidentes con capacitores u otra clase de
equipo que maneje BPCs o por la ingestión de alimen-
tos altamente contaminados, como sucedió en Japón y
Taiwán en 1968 y 1979, respectivamente. 

2. La exposición crónica de mediano nivel, la cual está
vinculada con exposiciones laborales o al consumo de
alimentos contaminados.
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3. La exposición crónica de bajo rango, la cual está li-
gada a la exposición de los niveles existentes en el am-
biente.

En general, los efectos a la salud por exposiciones agudas
derivadas de accidentes laborales están bien documenta-
dos. Sin embargo, la exposición a bajos niveles y sus efec-
tos poblacionales han sido más difíciles de estudiar, debido
a que la población está expuesta a diversos COP durante su
vida y la mayoría tiene niveles detectables desde su naci-
miento; por lo que es necesario que se sigan realizando es-
fuerzos tendientes a eliminar y prohibir sustancias o mate-
riales que sea nocivas para el medio ambiente y la salud
humana. 

4. Bifenilos policlorados5

Habiendo partido de lo general a lo particular, toca el tur-
no al estudio de los Bifenilos Policlorados, conocidos por
su sigla en inglés como PBC, mismos que son COP, con
mayor número de aplicaciones en diversos productos, gra-
cias a las ventajas de sus características físicas y químicas.

Los usos de estas sustancias pueden clasificarse como ce-
rrados o abiertos:

a) Sistemas completamente cerrados: transformado-
res eléctricos; condensadores eléctricos (incluidas las
reactancias de lámparas fluorescentes); interruptores,
capacitores, balastras, interruptores de alta tensión, bo-
binas reguladoras y otros accesorios eléctricos; cables
eléctricos; motores eléctricos y electroimanes (cantida-
des muy pequeñas).

b) Sistemas abiertos: plastificante en cloruro de polivi-
nilo, neopreno y otros cauchos artificiales; ingrediente
en pinturas, barnices, ceras de pisos, plastificantes en re-
sinas y otros materiales de recubrimiento; ingrediente
en tintas y papel de autocopia; ingrediente en adhesivos.
Aditivos de plaguicidas; Ingrediente en lubricantes, ma-
teriales de sellado (composiciones obturadoras en la in-
dustria de la construcción) y de calafateo; Ignífugo en
telas, alfombras, espuma de poliuretano, etc.; Lubrican-
tes (lubricantes para microscopios, guarniciones de fre-
nos, lubricantes para cuchillas, lubricantes de otros ti-
pos).

Dichas sustancias, son una mezcla de hasta 209 compues-
tos orgánicos clorados individuales que durante su manu-
factura, uso y disposición ingresaron al medio ambiente, al

agua y al suelo; a través de derrames accidentales, escapes
durante su transporte y/o por fugas o incendios de produc-
tos que contenían BPC.

Estos compuestos son considerados sustancias tóxicas que
tienen el potencial de generar estragos en la salud humana
como irritación en las vías respiratorias, malestar gastroin-
testinal, así como alteraciones en el hígado y la sangre.

El uso de los químicos juega un papel importante en el cre-
cimiento económico y en el desarrollo, incluyendo activi-
dades como la producción de medicinas, el uso de fertili-
zantes para incrementar el rendimiento agrícola y el
tratamiento de aguas residuales, por mencionar algunos.

Sin embargo, el manejo inadecuado de estos químicos
afectan negativamente la salud humana, la de otras espe-
cies y ecosistemas a través de su acumulación en los teji-
dos de organismos vivos, ocasionando daños en los siste-
mas nervioso e inmunitario y generando complicaciones
reproductivas o de crecimiento, cáncer en los organismos y
las personas.

La situación se vuelve crítica debido a que las mayores
concentraciones de BPC se encuentran en áreas muy po-
bladas, incrementando así el potencial de impacto negativo
sobre la sociedad, particularmente en sectores vulnerables.

4.1. Efectos de los bifenilos policlorados

a. Medio ambiente

Los BPC ingresan al medio ambiente, al agua, y al suelo
durante su manufactura, uso y disposición; a través de de-
rrames accidentales y escapes durante su transporte y por
fugas o incendios de productos que contenían BPC.

Los BPC aún pueden liberarse al medio ambiente desde si-
tios de residuos peligrosos que los contienen, por disposi-
ción ilegal o inapropiada de residuos industriales y produc-
tos de consumo, en fugas de transformadores antiguos que
contienen BPC o al quemar ciertos residuos en incinerado-
res.

Los BPC no se degradan fácilmente en el ambiente por lo
que pueden permanecer ahí por largo tiempo, también pue-
den viajar largas distancias en el aire y ser depositados en
áreas distantes del lugar de liberación. En agua, una pe-
queña porción de los BPC puede permanecer disuelta, pe-
ro la mayor parte se adhiere a partículas orgánicas y a se-



dimentos del fondo de los cuerpos de agua. Los BPC tam-
bién se adhieren fuertemente al suelo.

Los BPC se acumulan en pequeños organismos y peces en
el agua, también en otros animales que se alimentan de or-
ganismos acuáticos y en mamíferos acuáticos, alcanzando
niveles que pueden ser miles de veces mayores que los ni-
veles de BPC en el agua.

b. Salud humana

Los efectos a la salud de la exposición a cualquier sustan-
cia peligrosa van a depender de la dosis, la duración, la ma-
nera de exposición, las características y hábitos personales
y si están presentes otras sustancias químicas.

El efecto que se observa más comúnmente en personas ex-
puesta a grandes cantidades de BPC son efectos a la piel
como acné o salpullido. Estudios en trabajadores expuestos
han observado alteraciones en la sangre y la orina que pue-
den indicar daño al hígado. De acuerdo a estos estudios es
improbable que el nivel de exposición del público en gene-
ral a los BPC produzca efectos a la piel o al hígado. 

Hay exámenes para medir BPC en la sangre, tejido graso y
leche materna, aunque no están disponibles de manera ru-
tinaria. La mayoría de la gente normalmente tiene bajos ni-
veles de BPC en el cuerpo ya que casi todo el mundo ha es-
tado expuesto a los BPC en el ambiente por lo fácil que se
dispersan y su dificultad de degradación. Estos exámenes
pueden demostrar si los niveles de BPC son elevados, lo
que indicaría exposición en el pasado a niveles mayores de
lo normal, pero no pueden determinar cuándo o por cuánto
tiempo estuvo expuesto o si afectará la salud de la persona.

Unos pocos estudios de trabajadores han asociado exposi-
ción a BPC con ciertos tipos de cáncer tales como cáncer
del hígado y del tracto biliar. En estudios realizados en la-
boratorio con ratas que comieron alimentos con altos nive-
les de BPC por dos años contrajeron cáncer del hígado. El
Departamento de Salud y Servicios Humanos (DHHS) de
Estados Unidos de América ha determinado que es razona-
ble predecir que los BPC son carcinogénicos. La Agencia
Internacional para la Investigación del Cáncer (IARC, por
sus siglas en inglés) y la Agencia de Protección Ambiental
de los Estados Unidos (EPA), han señalado que los BPC
son una fuente probable de efectos carcinogénicos en seres
humanos.

El ser humano puede entrar en contacto con los BPC de di-
ferentes formas: usando tubos fluorescentes antiguos y ar-
tefactos como televisores y refrigeradores fabricados hace
30 años o más. Estos artículos pueden dejar escapar pe-
queñas cantidades de BPC al aire cuando se calientan du-
rante su funcionamiento y así constituir una fuente de ex-
posición de la piel, comiendo alimentos contaminados.

Las principales fuentes de BPC en la dieta son pescados
(especialmente aquellos que fueron captados en lagos o rí-
os contaminados), carne y productos lácteos, productos ge-
nerados de animales que respira cerca de sitios de desechos
y tomando agua de pozo contaminada. En el trabajo duran-
te reparación o mantenimiento de transformadores; acci-
dentes, incendios o escapes de transformadores, luces fluo-
rescentes y otros artículos eléctricos antiguos.

5. Derecho internacional en materia de contaminantes
orgánicos persistentes

En mayo de 2001, en Estocolmo, Suecia, 127 países adop-
taron un tratado de las Naciones Unidas para prohibir o mi-
nimizar el uso de doce de las sustancias tóxicas más utili-
zadas en el mundo, consideradas causantes de cáncer y
defectos congénitos en personas y animales. Las sustan-
cias, conocidas como contaminantes orgánicos persistentes
(COP), incluyen ocho pesticidas, entre ellos el DDT, dos
productos industriales y dos subproductos de diversos pro-
cesos de combustión, incluyendo los incendios accidenta-
les de desechos y materiales plásticos: las dioxinas y los fu-
ranos.

El objetivo de la Convención de Estocolmo es eliminar o
restringir la producción y uso de los COP que se fabrican
intencionalmente; además, se busca minimizar la genera-
ción de los contaminantes producidos de manera no inten-
cional, como las dioxinas y los furanos. Para el 15 de julio
de 2002, la Convención contaba con 151 países signatarios
y 12 países miembros.

El Convenio sobre los COP es una importante aportación
que complementa otros instrumentos, convenios, acuerdos
y planes de acción mundiales o regionales relacionados con
el manejo de productos químicos, dentro de los que desta-
can:  el Convenio de Basilea sobre el control de los movi-
mientos transfronterizos de desechos peligrosos y su elimi-
nación y el Convenio de Rotterdam sobre el procedimiento
de consentimiento fundamentado previo (PCFP) para cier-
tos productos químicos peligrosos y plaguicidas en el co-
mercio internacional.
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Los objetivos principales de la Convención de Estocolmo
son los siguientes:

- Comprometer a la comunidad internacional a proteger
la salud humana y al ambiente de los contaminantes or-
gánicos persistentes.

- Establecer las primeras acciones para detener la emi-
sión y el uso de doce contaminantes orgánicos persis-
tentes prioritarios.

- Una vez implementado, se prohibirá la producción y
uso del endrin y el toxafeno en los países que han ratifi-
cado la Convención.

- Se solicitará que se detenga la producción de aldrin,
dieldrin y heptacloro.

- Se limitará la producción y uso de clordano, hexaclo-
robenceno y mirex para propósitos específicos y para
países que tengan registradas exenciones.

- Se prohibirá la producción de bifenilos policlorados
en 2025 para que los países se hagan cargo de los equi-
pos que utilicen esta sustancia. 

- Los bifenilos policlorados se deberán tratar y eli-
minar para 2028.

- Se limitará la producción y uso de DDT para el control
de vectores como el mosquito que transmite la malaria
y se permitirá su uso para producir el plaguicida llama-
do dicofol.

- Se solicitará a los gobiernos que reduzcan las emisio-
nes de dioxinas, furanos, hexaclorobenceno y bifenilos
policlorados como subproductos no intencionales y
hasta donde sea posible eliminarlos.

- Se prohibirá la importación y exportación de los diez
contaminantes orgánicos persistentes intencionales y
sólo se permitirá su transporte para su adecuada dispo-
sición final. 

- Se requerirá a los países miembros que en el lapso de
dos años elaboren planes nacionales de implementación
de la Convención.

a) México y el Convenio de Estocolmo6

La Convención de Estocolmo sobre Contaminantes Orgá-
nicos Persistentes (COP) fue firmada por el Estado mexi-
cano el 22 de mayo del 2001, la aprobó el Senado en octu-
bre del 2002 y se ratificó en febrero del 2003. El Convenio
establece una serie de compromisos y oportunidades para
los signatarios, entre las que se incluyen: 

- Designar un punto focal nacional

- Brindar asistencia técnica a otros países que lo requieran

- Promover la participación pública y la difusión de in-
formación

- Llevar a cabo actividades de investigación, desarrollo
y monitoreo.

Entre las principales actividades comprometidas por
México dentro de la Convención de Estocolmo se en-
cuentran:

Medidas para reducir o eliminar los COP de las libera-
ciones derivadas de la producción y utilización inten-
cionales:

a) Prohibir y/o adoptar las medidas jurídicas y
administrativas necesarias para eliminar su produc-
ción y utilización; así como sus importaciones y ex-
portaciones.

b) Restringir su producción y utilización.

• Se deberá cuidar para que un producto químico COP
se importe únicamente para fines de su eliminación am-
bientalmente racional o para una finalidad o utilización
permitida.

• Se deberá velar para que un producto químico COP
respecto del cual está en vigor una exención específica
para la producción o utilización en una finalidad acep-
table, teniendo en cuenta las disposiciones de los instru-
mentos internacionales de consentimiento fundamenta-
do previo existentes.

• Se deberán adoptar medidas para reglamentar nuevos
plaguicidas o nuevos productos químicos industriales,
con el fin de prevenir la generación de COP.



• Se deberán realizar medidas para reducir o eliminar las
liberaciones derivadas de existencias y desechos con el
fin de garantizar que se proteja la salud humana y el me-
dio ambiente, mediante:

a) Elaboración de estrategias apropiadas para deter-
minar existencias, los productos y artículos en uso,
así como los desechos generados.

b) Adoptar medidas de vigilancia para que se gestio-
nen, recojan, transporten y almacenen de manera
ambientalmente racional los residuos con caracterís-
ticas de COP.

c) Determinación de estrategias adecuadas para
identificar los sitios contaminados con productos
químicos COP, y en caso de que se realice el sanea-
miento de esos sitios, deberá efectuarse de manera
ambientalmente racional.

• Se debe cooperar estrechamente con los órganos perti-
nentes del Convenio de Basilea sobre el control de los
movimientos transfronterizos de los desechos peligro-
sos y su eliminación.

• Proponer la inclusión de productos químicos COP pa-
ra su adhesión a la Convención de Estocolmo, median-
te información científica que especifique la identidad de
la sustancia, la persistencia, la capacidad de bioacumu-
larse, su potencial de transporte a grandes distancias, y
los efectos adversos que sea capaz de ocasionar.

Asimismo, el artículo 7 del Convenio establece que los paí-
ses signatarios deberán preparar planes nacionales de im-
plementación (PNI) en los siguientes dos años a partir de la
entrada en vigor del Convenio. Los PNI deberán definir las
líneas de acción para iniciar actividades tendientes a prote-
ger la salud humana y el medio ambiente de los efectos de
los COP, así como construir un marco de referencia para
desarrollar e implementar, en forma sistemática y partici-
pativa, una reforma regulatoria y establecer prioridades
de política y finalmente, promover el fortalecimiento de
capacidades y programas de inversión.

b) Compromisos adquiridos por México sobre sustan-
cias químicas y residuos peligros7.

México ha suscritos diversos tratados internacionales para
la protección del medio ambiente y la salud humana, por
vulneraciones relacionadas con los COP, pues el daño que

ocasionan estas sustancias o materiales se ha incrementado
considerablemente a través de los años. 

Lo anterior, con el fin de que nuestro país, siga realizando
esfuerzos y se sume a las actividades de la comunidad in-
ternacional, tendientes a prohibir y eliminar las sustancias
nocivas para el medio ambiente. Entre los más relevantes
se destacan los siguientes: 

c) Programas implementados por México para dar
cumplimiento a los compromisos adquiridos en materia
de contaminantes orgánicos persistentes (COP) en ge-
neral y bifenilos policlorados (BPC)

1. Plan Nacional de Implementación del Convenio de
Estocolmo8.

Los COP sujetos al Convenio comprenden las siguientes
sustancias químicas sintetizadas por la industria: una serie
de plaguicidas organoclorados, así como los BPC emplea-
dos en diversos usos debido a sus propiedades eléctricas,
entre los que sobresale su utilización en transformadores y
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capacitores eléctricos. A ellos se suman otras sustancias,
como las dioxinas, los furanos, el Hexaclorobenceno
(HCB) y el BPC, los cuales se pueden generar de manera
no intencional en procesos industriales químicos o térmi-
cos (como la incineración de residuos), o en la quema de
basura a cielo abierto, en incendios de vertederos de ba-
sura y de bosques, en la quema del rastrojo agrícola o
bien en la combustión de leña intramuros para cocinar o
calentarse.

Estos usos de los COP y procesos o eventos que los libe-
ran, han tenido o tienen lugar en el territorio nacional. El
Convenio establece además un mecanismo para la adición
de nuevos COP y actualmente se encuentran en proceso de
revisión diversas sustancias de uso industrial y plaguicidas
(como el Lindano propuesto por México).

La importancia que el gobierno de México otorga al cum-
plimiento de lo dispuesto en el convenio se ve reflejada en
la mención que se hace al respecto entre los objetivos para
alcanzar la sustentabilidad ambiental, establecidos en el
Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012.

El Fondo para el Medio Ambiente Mundial (GEF por sus
siglas en inglés), otorgó una donación a México para eje-
cutar un proyecto destinado a la elaboración del Plan Na-
cional de Implementación del Convenio de Estocolmo, a
través de un proceso en el que han tomado parte los diver-
sos sectores de la sociedad. Esto significa que el PNI debe
ser considerado como un Plan de País, del cual se sientan
responsables todos los actores y sectores que participen en
su elaboración y ejecución, lo cual implica que éstos inclu-
yan las acciones comprendidas en el Plan en sus propias
agendas, programas y presupuestos.

La dirección del citado proyecto quedó a cargo de la Di-
rección General de Gestión Integral de Materiales y Acti-
vidades Riesgosas (DGGIMAR), de la Subsecretaría de
Gestión para la Protección Ambiental, de la Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat).

A fin de lograr la aplicación eficiente, efectiva y eficaz del
PNI, se ha propuesto abordar la reducción o eliminación de
los COP y de sus riesgos a la salud y al ambiente, con un
enfoque integral y sistémico. Ello implica la caracteriza-
ción de las distintas regiones o cuencas del país, en rela-
ción con las fuentes potenciales de liberación de COP al
ambiente, la vulnerabilidad de su población (resaltando la
protección de aquellos grupos que se encuentran expuestos
en el ambiente laboral a COP, como son los obreros y los

campesinos y la fragilidad de sus ecosistemas, y otros fac-
tores que permitan orientar las acciones para obtener resul-
tados-costo efectivos y que contribuyan al bienestar social.

Al mismo tiempo, se considera como una condición indis-
pensable para la implementación de las disposiciones del
Convenio de Estocolmo, que traiga consigo una reingenie-
ría jurídica e institucional que permita la eficacia esperada
de la gestión de las sustancias peligrosas a lo largo de su ci-
clo de vida completo, incluyendo la fase en la que se con-
vierten en residuos peligrosos; lo cual demanda el fortale-
cimiento de las distintas dependencias gubernamentales
responsables de su regulación y control; así como de dis-
tintas capacidades, como la capacidad analítica para la me-
dición confiable de los COP.

El PNI de México ha sido estructurado con base en ocho
planes de acción, sustentados en los distintos estudios diag-
nóstico desarrollados durante el proceso de formulación
del PNI y en el conocimiento y experiencia de los inte-
grantes del CNC y de los grupos temáticos en sus respecti-
vas áreas de especialización, el cual incluyó la considera-
ción de opiniones y propuestas ciudadanas.

Es importante destacar que los integrantes del CNC, parti-
cularmente aquellos que participaron en el establecimiento
de los criterios para definir prioridades, convinieron en
que México se comprometió a cumplir las disposiciones
del convenio, tal y como han sido estipuladas, por lo cual
todas las acciones que se propongan para ello son prio-
ritarias. Aunque, como lo indica el texto del convenio, la
forma en que México dará cumplimiento al mismo, toma
en consideración sus capacidades para ello.

Por lo anterior, aun cuando todos los planes de acción y sus
componentes, productos y actividades han sido considera-
dos indispensables para dar cumplimiento a las distintas
disposiciones del Convenio de Estocolmo y se consideran
igualmente relevantes, se convino que no es posible des-
arrollarlos todos al mismo tiempo por falta de recursos hu-
manos, materiales y presupuestarios.

A manera de resumen y en concordancia con lo antes seña-
lado, la estrategia en la que se basa el PNI comprende la
consideración de aspectos coyunturales como los siguien-
tes:

• Aplicación de la responsabilidad común pero diferen-
ciada de todos los sectores en la protección al ambiente
y la salud de la población, incluyendo a aquellos grupos



particularmente sensibles como mujeres, niños y niñas,
así como trabajadores, campesinos e indígenas sin ins-
trucción, en contra de los riesgos que conllevan los
COP.

• Apropiación del plan por las dependencias de los tres
órdenes de gobierno con atribuciones relacionadas con
las acciones a implementar, para lograr la sustentabili-
dad de su ejecución mediante su programación y presu-
puestación.

• Consolidación del régimen jurídico y de las depen-
dencias gubernamentales involucrados en la gestión de
las sustancias y residuos peligrosos, con miras a llenar
los vacíos y eliminar las barreras que se opongan al
cumplimiento de lo dispuesto en el Convenio de Esto-
colmo.

• Establecimiento de mecanismos transparentes de ren-
dición de cuentas y de apoyo a la generación de datos
que permitan medir la eficacia de la ejecución del plan,
así como de un programa de monitoreo y evaluación.

• Desarrollo de la capacidad analítica confiable para me-
dir COP en distintos medios y matrices.

• Apoyo y seguimiento de la ejecución del plan por las
partes interesadas en todo el territorio nacional, a través
de mecanismos claros de participación y compromisos
ciudadanos.

• Acceso público a la información de los inventarios de
COP y procedimientos para su desarrollo y actualiza-
ción continúa a escalas nacional, estatal y municipal,
dando preeminencia a los puntos de vista técnicos.

• Utilización de los factores de emisión con mayor res-
paldo científico para la estimación de emisiones de COP
por las fuentes de interés nacional, aunque no estén
comprendidas en el Instrumental del PNUD.

• Fortalecimiento del RETC a escalas federal y local,
con base en una plataforma de información que integre
los datos a escalas regional y nacional.

• Análisis de la conveniencia de establecer LMP para
fuentes de COPNI de jurisdicción federal y local que se-
an relevantes, y los procedimientos para realizar los pro-
tocolos de prueba para su medición.

• Desarrollo de campañas educativas amplias y de gran
penetración por parte de los gobiernos de los tres órde-
nes para involucrar la participación de los grupos obje-
tivo en la ejecución de los planes de acción para reducir
o eliminar la liberación al ambiente de los COP a esca-
la comunitaria.

• Promoción de la adopción de las mejores técnicas dis-
ponibles (MTD) y mejores prácticas ambientales (MPA)
para reducir o eliminar la liberación de COP generados
de manera no intencional, así como el desarrollo de una
política de consumo y producción sustentables que pro-
mueva los Materiales, Productos y Procesos Sustituti-
vos (MPPS).

• Promoción de la aplicación del análisis de ciclo de vi-
da para determinar las mejores opciones para reducir o
eliminar la liberación al ambiente de COP.

• Aplicación de las medidas previstas en los artículos 5
y 6 del Convenio, de manera que se alcancen resultados
tangibles, tan pronto como sea posible, en la prevención
y atención de los riesgos a la salud y al ambiente debi-
dos a los COP.

• Cancelación definitiva de los registros del DDT y del
clordano y la introducción de reformas al registro de
plaguicidas y sustancias tóxicas con el propósito de evi-
tar que se emita dicho registro a sustancias tóxicas, per-
sistentes y bioacumulables que se sujeten en el futuro al
Convenio de Estocolmo o representen un riesgo inad-
misible. 

• Identificación y promoción de la caracterización de si-
tios contaminados con COP, para orientar las medidas
tendientes a su remediación con base en tecnologías
sustentables, es decir factibles desde la perspectiva am-
biental, económica y social. 

• Promoción, de conformidad con lo dispuesto en los ar-
tículos 60, 63 y 67 de la LGPGIR, de la participación de
los representantes de los distintos sectores sociales en la
formulación de los planes y acciones que conduzcan a la
prevención, reducción o eliminación de emisiones de
COPNI en el manejo de residuos. Así como el estable-
cimiento de restricciones a la incineración para su susti-
tución por otros procesos, cuando éstos estén disponi-
bles, sean ambientalmente eficaces, a la vez que
tecnológica y económicamente factibles.
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A continuación se presentan de manera resumida las matri-
ces del marco lógico para cada uno de los ocho planes de
acción, que se complementarán más adelante con la defini-
ción de las instancias responsables de coordinar su ejecu-
ción, los actores y sectores clave cuya participación se con-
sidera indispensable, los presupuestos y calendarios de
ejecución.

Planes de acción que conforman el PNI9



2. Manejo ambientalmente adecuado de residuos con
contaminantes orgánicos persistentes10

El proyecto apoya a México a cumplir con los requeri-
mientos establecidos en la Convención de Estocolmo,
abordando específicamente la emisión de COP, derivados
de los procesos de reciclaje de residuos electrónicos y el
manejo y eliminación ambientalmente adecuada de los de-
pósitos de plaguicidas obsoletos.

El proyecto es un esfuerzo interinstitucional entre las Se-
cretarías de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Se-
marnat) y de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación (Sagarpa), a través del Servicio Na-
cional de Inocuidad y Calidad Agroalimentaria (Senasica)
y organizaciones de la sociedad civil

Los componentes del proyecto son:

1. Fortalecimiento de políticas públicas y de capacida-
des institucionales que faciliten la disminución de COP
y manejo adecuado de químicos.

2. Reducción de liberaciones de COP a partir del proce-
samiento de residuos de aparatos eléctricos y electróni-
cos (RAEE), se incluye el desarrollo e implementación
de Planes de Manejo de RAEE a nivel nacional y parti-
cularmente en tres Entidades Federativas. Asimismo, se
buscará la reducción de liberación de aquellos COP re-
lacionados con RAEE en empresas de reciclado formal
e informal.

3. Reducción de riesgos por medio de la eliminación de
inventarios de plaguicidas obsoletos COP y sus residuos
asociados, mediante el establecimiento de planes de ma-
nejo estatales y el desarrollo de pilotos en Estados se-
leccionados. Desarrollo de estrategias para la conten-
ción/remediación de sitios prioritarios contaminados
con plaguicidas COP, así como un programa nacional
para los sitios restantes.

4. Fortalecimiento de capacidades institucionales en el
manejo de plaguicidas obsoletos a nivel nacional y esta-
tal.

3. Manejo y destrucción ambientalmente adecuados de
los bifenilos policlorados11

Como ya se ha mencionado anteriormente, el Convenio de
Estocolmo fue ratificado en México por el Poder Ejecutivo

y aprobado por el Senado el 3 de diciembre de 2002 ad-
quiriendo carácter vinculatorio, su cumplimiento quedó
previsto en el Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012. Pa-
ra dar cumplimiento fue necesaria la formulación del PNI,
que tuvo como objetivo: “Lograr resultados en la reduc-
ción o eliminación de la liberación de los COP y de sus
riesgos a la salud y al ambiente”.

En 2006, el Programa de las Naciones Unidas para el De-
sarrollo (PNUD) en acuerdo con la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat), realizaron una
fase exploratoria para identificar la necesidad de un pro-
yecto específico para la eliminación de BPC. En 2007, se
realiza con recursos del Fondo para el Medio Ambiente
Mundial (GEF por sus siglas en inglés) la “Fase Preparato-
ria para desarrollar una propuesta de proyecto a gran esca-
la a nivel nacional para la eliminación de BPC”. Uno de los
productos más importante fue la estimación de un nuevo
inventario de BPC el cual reportó una mayor cantidad que
el inventario oficial.

En abril de 2009, se inicia el proyecto “Manejo y Destruc-
ción Ambientalmente Adecuados de BPC en México” el
cual integra fondos para su realización del GEF, la Semar-
nat y la Secretaría de Energía (Sener). El objetivo del pro-
yecto es “Minimizar el riesgo de exposición a bifenilos po-
liclorados (BPC) de la población mexicana vulnerable y
del medio ambiente, además de cumplir con los requeri-
mientos de cumplimiento de la Convención de Estocolmo
para el manejo y destrucción adecuados de BPC”.

Una de las principales actividades del proyecto es desarro-
llar un “Sistema Integrado de Servicios de Gestión (SISG)”
que permitirá la eliminación de BPC bajo las mejores con-
diciones económicas, técnicas y ambientales. El sistema
incluye desde la revisión y adecuación del marco legal has-
ta la eliminación de los BPC y su reporte procedente ante
la autoridad federal.

4. Manejo ambientalmente adecuado de los Bifenilos
Policlorados en México12.

El objetivo de este proyecto se centró en minimizar el ries-
go de exposición a Bifenilos Policlorados para las y los
mexicanos, incluyendo a las poblaciones en condición de
vulnerabilidad, y minimizar los riesgos para el medio am-
biente.
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Asimismo, se consideran otros compromisos internaciona-
les para el manejo de residuos peligrosos adquiridos por
nuestro país:

• Convenio de Basilea

• Acuerdo de Cooperación de América del Norte

• Convenio de Rotterdam

Por lo que respecta a la normatividad específica a nivel na-
cional, encontramos:

• Ley General para la Prevención y Gestión Integral de
los Residuos y su reglamento, los cuales establecen li-
neamientos para el manejo adecuado de residuos peli-
grosos.

• La NOM-052-SEMARNAT-2005, que establece las
características, clasificación, procedimiento de identifi-
cación y los listados de residuos peligrosos.

• La NOM-133-SEMARNAT-2000, que indica que el
poseedor de cualquier equipo electrico debe verificar si
contiene líquidos con BPCs y realizar las pruebas de la-
boratorio pertinentes para determinar la concentración
de los mismos.

6. Incorporación a la legislación nacional de los com-
promisos internacionales en materia de contaminantes
orgánicos persistentes

Si bien es cierto, una vez que los tratados son celebrados y
ratificados en los términos que la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos señala, pasan a ser parte del
orden jurídico nacional, pues así lo establece el artículo
133 de la Ley Fundamental, de esta manera los compromi-
sos internacionales a los que México se adhiere a través de
un tratado internacional son derecho positivo desde que
son firmados por el Ejecutivo Federal y ratificados por el
Senado de la República.13

Como ya se ha dicho, resulta fundamental que los Estados
parte realicen las adecuaciones a su legislación respecto a
las disposiciones contenidas en los instrumentos ratifica-
dos. No tendría ningún sentido que los Estados firmaran to-
dos los tratados que surgieran, sin que ocurriera cambio al-
guno a nivel interno, es decir, sin que se positivizaran de

algún modo y alcanzaran carácter de ley interna, posible de
ser exigibles y justiciables ante instancias nacionales.

En tal orden de ideas, no pasa desapercibida la noción de
las modificaciones al  marco jurídico de algunas leyes, re-
glamentos y normas oficiales que en su conjunto regulan
cada paso del ciclo de vida de estas sustancias, hasta su dis-
posición final como residuos peligrosos, dentro de las que
destacan las siguientes:



Por otra parte, todo generador de residuos es responsable
de determinar si su residuo es peligrosos o no lo es, de
acuerdo con la Norma Oficial Mexicana NOM-052-SE-
MARNAT-2005, que establece las características, el proce-
dimiento de identificación, clasificación y los listados de
residuos peligrosos. En el caso de un generador de BPC de
acuerdo a la NOM-133-SEMARNAT-2000, el poseedor de
cualquier equipo eléctrico, debe verificar si dicho equipo
emplea líquidos que contienen BPC y realizar las pruebas
de laboratorio pertinentes para determinar la concentración
de los mismos. Para esto se debe contratar los servicios de
un laboratorio debidamente acreditado.

Asimismo, la NOM-133-SEMARNAT-2015, Protección
ambiental-Bifenilos Policlorados (BPC)-Especificaciones
de manejo, al considerar que los BPC son un problema am-
biental importante en nuestro país, ya que representan un
riesgo potencial para el medio ambiente y en cumplimien-
to a convenios internacionales vinculantes como el Conve-
nio de Estocolmo, establece una serie de especificaciones,
programas e instrumentos que permitan llevar a cabo el
manejo adecuado hasta la eliminación de los BPC, confor-
me a los plazos establecidos en los distintos ordenamientos
aplicables y en los lugares señalados.
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Derivado de lo anterior, dicha norma oficial mexicana to-
ma en cuenta las siguientes consideraciones:

• Que con fecha 10 de diciembre de 2001, se publicó, en
el Diario Oficial de la Federación, la Norma Oficial
Mexicana NOM-133-SEMARNAT-2000, Protección
ambiental-Bifenilos policlorados (BPC)- Especificacio-
nes de manejo.

• Que el 5 de marzo de 2003, se publicó, en el Diario
Oficial de la Federación, la modificación a la  NOM-
133-SEMARNAT-2000, a través de la cual únicamente
se efectúa el cambio de la fecha límite de eliminación de
equipos BPC, equipos eléctricos BPC y residuos peli-
grosos BPC, almacenados antes de la publicación de la
norma, indicada en la tabla 1 de la misma.

• Que con fecha 20 de marzo de 2007 y derivado de la
revisión quinquenal de la NOM-133-SEMARNAT-
2000, se ratificó su contenido ante la Dirección General
de Normas, adscrita a la Secretaría de Economía.

• Que la NOM-133-SEMARNAT-2000, definió las es-
pecificaciones de protección ambiental para el manejo
de equipos, equipos eléctricos, equipos contaminados,
líquidos, sólidos y residuos peligrosos que contengan o
estén contaminados con bifenilos policlorados y los pla-
zos para su eliminación, mediante su desincorporación,
reclasificación y descontaminación, conforme a lo si-
guiente:

- Inscribirse como empresa generadora (poseedora)
de bifenilos policlorados, incluyendo el inventario
de los mismos a más tardar tres meses después de la
entrada en vigor de la norma (11 de marzo de 2002).

- Eliminar los equipos, equipos eléctricos y residuos
BPC que tuviera desincorporados y almacenados an-
tes de la publicación de la norma referida dentro del
año siguiente a la entrada en vigor de dicha norma
(es decir, el 11 de diciembre de 2002).

- Eliminar los equipos, equipos eléctricos y residuos
BPC que tuviera en uso, a más tardar el 31 de di-
ciembre de 2008, y

- Eliminar los residuos generados durante el periodo
de desincorporación y equipos desincorporados den-
tro de los 9 meses siguientes a su desincorporación.

• Una vez finalizados los plazos establecidos en la nor-
ma en mención, para la eliminación de materiales, equi-
po y residuos BPC, se hicieron estudios como el deno-
minado “Manejo y Destrucción Ambientalmente
Adecuados de Bifenilos Policlorados en México” Undp
00059701, del Programa de las Naciones Unidas para el
Desarrollo, el cual alertó sobre la problemática resultan-
te de las actividades de mantenimiento a equipos BPC,
al concluir que existe contaminación cruzada, misma
que extiende los alcances de la problemática.

• Las primeras proyecciones realizadas por el Proyecto
del PNUD, señalaban que se tenían que eliminar 28 mil
939 toneladas de equipo BPC en el país. Con la aplica-
ción de la norma se eliminaron sólo 18 mil 587 tonela-
das en 9 años, por lo que se deben redoblar esfuerzos
para poder cumplir con el compromiso de eliminación
de BPC a 2028.

En tales circunstancias, se expidieron las modificaciones a
la NOM-133-SEMARNAT-2015, el día 23 de febrero de
2016 en el Diario Oficial de la Federación, con el objeto de
seguir reforzando la protección al medio ambiente y la sa-
lud pública y seguir dando cumplimiento a los convenios
internacionales relacionados con los COP. 

Finalmente, se hace énfasis en que las modificaciones que se
pretenden a la Ley General del Equilibrio Ecológico y Pro-
tección, resultan viables y pertinentes, pues ya se ha realiza-
do en otros momentos para armonizar nuestro derecho. La
iniciativa que se motiva fortalecerá la eliminación paulatina
(de conformidad con los plazos antes explicados) de los Bi-
fenilos Policlorados en beneficio de los habitantes de nues-
tro país y del medio ambiente en general, pues hoy más que
nunca, como legisladores debemos preservar la salud y la
naturaleza para las generaciones presentes y futuras.

Por las razones expuestas y en ejercicio de las facultades
que me otorga el artículo 71, fracción I de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, se somete a
consideración de esta soberanía, el siguiente proyecto de
proyecto de

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección
al Ambiente, en materia de eliminación de bifenilos po-
liclorados

Único. Se reforman los artículos 150 y 170. Se adiciona
la fracción III Bis y VII Bis al artículo 3o.; segundo párra-



fo a la fracción VI del artículo 5o.; tercer párrafo al artícu-
lo 150 y fracción III Bis del artículo 153,  todas de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y Protección al Ambien-
te, para quedar como sigue:

Artículo 3o. Para los efectos de esta Ley se entiende por:

I. a III. …

III Bis. Bifenilos policlorados: Compuestos organo-
clorados que cuentan con una estructura de dos ani-
llos fenólicos unidos por enlace C-C sencillo, y susti-
tuciones de cloro en distinta proporción totalizando
209 congéneres.

IV. a VII. …

VII Bis. Contaminante Orgánico Persistente: Sus-
tancias químicas altamente tóxicas, que pueden du-
rar muchos años antes de degradarse, lo que causa
que su vida media en el ambiente sea elevada, acu-
mulándose en el tejido graso de los seres vivos;

VIII. a XXXIX …

Artículo 5o. Son facultades de la federación:

I. a V. …

VI. La regulación y el control de las actividades consi-
deradas como altamente riesgosas, y de la generación,
manejo y disposición final de materiales y residuos pe-
ligrosos para el ambiente o los ecosistemas, así como
para la preservación de los recursos naturales, de con-
formidad con esta Ley, otros ordenamientos aplicables y
sus disposiciones reglamentarias.

En el caso de los contaminantes orgánico persisten-
tes como los bifenilos policlorados, se fomentará el
cumplimiento de los compromisos internacionales
adquiridos por el Estado mexicano, relativos a la re-
ducción y eventual eliminación de dichos contami-
nantes de las liberaciones derivadas de la producción
y utilización intencionales;

VII. a XXII. …

Artículo 150. Los materiales y residuos peligrosos deberán
ser manejados o prohibidos con arreglo a la presente Ley,

su Reglamento y las normas oficiales mexicanas que expi-
da la Secretaría, previa opinión de las Secretarías de Co-
mercio y Fomento Industrial, de Salud, de Energía, de Co-
municaciones y Transportes, de Marina y de Gobernación.
La regulación del manejo de esos materiales y residuos in-
cluirá según corresponda, su prohibición, su uso, recolec-
ción, almacenamiento, transporte, reuso, reciclaje, trata-
miento y disposición final.

El Reglamento y las normas oficiales mexicanas a que se
refiere el párrafo anterior, contendrán los criterios y lista-
dos que identifiquen y clasifiquen los materiales y residuos
peligrosos por su grado de peligrosidad, considerando sus
características y volúmenes; además, habrán de diferenciar
aquellos de alta y baja peligrosidad. Corresponde a la Se-
cretaría la regulación y el control de los materiales y resi-
duos peligrosos.

Por lo que respecta a los contaminantes orgánicos per-
sistentes como los bifenilos policlorados, la secretaría
integrará y mantendrá actualizado el inventario de los
generadores de dichos contaminantes.

…

Artículo 153. La importación o exportación de materiales
o residuos peligrosos se sujetará a las restricciones que es-
tablezca el Ejecutivo federal, de conformidad con lo dis-
puesto en la Ley de Comercio Exterior. En todo caso debe-
rán observarse las siguientes disposiciones:

I. a III. …

III Bis. En ningún caso se autorizará la importación
de materiales que sean o estén constituidos por com-
puestos orgánicos persistentes como los bifenilos po-
liclorados;

IV. a VIII. …

Artículo 170. Cuando exista riesgo inminente de desequi-
librio ecológico, o de daño o deterioro grave a los recursos
naturales, casos de contaminación con repercusiones peli-
grosas para los ecosistemas, sus componentes o para la sa-
lud pública, la Secretaría, fundada y motivadamente, podrá
ordenar alguna o algunas de las siguientes medidas de se-
guridad:

I. y II. …
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III. La neutralización, prohibición de uso, retiro de los
equipos o infraestructura o cualquier acción análoga
que impida que materiales o residuos peligrosos gene-
ren los efectos previstos en el primer párrafo de este ar-
tículo.

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Todas las dependencias de la administración pú-
blica federal que estén involucradas en la regulación de los
contaminantes orgánicos persistentes, deberá adecuar sus
reglamentos, lineamientos, programas y demás acciones
realizadas, con el contenido de la reforma en un plazo que
no exceda de un año, contado a partir de la entrada en vi-
gor del presente decreto.

Tercero. La Secretaría del Medio Ambiente y Recursos
Naturales, deberá tomar las medidas necesarias para ade-
cuar los programas y planes que se estén llevando en rela-
ción a la regulación de los contaminantes orgánicos persis-
tes con el contenido de la presente reforma.

Notas

1 http://biblioteca.semarnat.gob.mx/janium/Documentos/Ciga/libros
2009/CD001283.pdf 

2 http://siscop.inecc.gob.mx/descargas/diagnos/diag_bifenilos_poli-
clorados_en_mexico.pdf

3 http://www.cnrcop.es/gc/informate/que-son-los-cop/ 

4 http://www.redalyc.org/pdf/539/53906901.pdf 

5 http://www.mx.undp.org/content/mexico/es/home/operations/pro-
jects/environment_and_energy/ manejo-ambientalmente-adecuado-de-
los-bifenilos-policlorados—bp.html

6 Yarto, M., Gavilán A., Barrera, J. (2007). El Convenio de Estocolmo
sobre contaminantes orgánicos persistentes y sus implicaciones para
México. Febrero 5, 2017, de Instituto Nacional de Ecología y Cambio
Climático Sitio web: 

http://www2.inecc.gob.mx/publicaciones2/gacetas/422/convenio.h
tml

7 Beltrán, L. (2007). Manejo y Destrucción Ambientalmente Adecua-
dos de Bifenilos Policlorados en México. febrero 25, 2017, de Secre-
taría del Medio Ambiento y Recursos Naturales Sitio web: http://bi-
blioteca.semarnat.gob.mx/janium/Documentos/Ciga/libros2009/CD00
1283.pdf

8 http://siscop.inecc.gob.mx/novedades/pni_resumen.pdf 

9 http://siscop.inecc.gob.mx/novedades/pni_resumen.pdf

10 http://www.mx.undp.org/content/mexico/es/home/operations/pro-
jects/environment_and_energy/e-waste-cops.html

11 http://www.mx.undp.org/content/mexico/es/home/operations/pro-
jects/environment_and_energy/ manejo-ambientalmente-adecuado-de-
los-bifenilos-policlorados—bp.html

12http://www.mx.undp.org/content/mexico/es/home/operations/pro-
jects/environment_and_energy/manejo-ambientalmente-adecuado-de-
los-bifenilos-policlorados—bp.html

13 Tratados internacionales. Son parte integrante de la ley supre-
ma de la Unión y se ubican jerárquicamente por encima de las le-
yes generales, federales y locales. Interpretación del artículo 133
constitucional. La interpretación sistemática del artículo 133 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos permite iden-
tificar la existencia de un orden jurídico superior, de carácter nacional,
integrado por la Constitución federal, los tratados internacionales y las
leyes generales. Asimismo, a partir de dicha interpretación, armoniza-
da con los principios de derecho internacional dispersos en el texto
constitucional, así como con las normas y premisas fundamentales de
esa rama del derecho, se concluye que los tratados internacionales se
ubican jerárquicamente abajo de la Constitución federal y por encima
de las leyes generales, federales y locales, en la medida en que el Es-
tado mexicano al suscribirlos, de conformidad con lo dispuesto en la
Convención de Viena Sobre el Derecho de los Tratados entre los Es-
tados y Organizaciones Internacionales o entre Organizaciones In-
ternacionales y, además, atendiendo al principio fundamental de de-
recho internacional consuetudinario “pacta sunt servanda”, contrae
libremente obligaciones frente a la comunidad internacional que no
pueden ser desconocidas invocando normas de derecho interno y
cuyo incumplimiento supone, por lo demás, una responsabilidad de
carácter internacional.

Época: Novena Época, Registro: 172650, Instancia: Pleno, Tipo de Te-
sis: Aislada, Fuente: Semanario, Judicial de la Federación y su Gaceta,



Tomo XXV, Abril de 2007, Materia(s): Constitucional, Tesis: P.
IX/2007, página: 6.

Salón de sesiones de la Honorable Cámara de Diputados, Ciudad de
México, a 25 de abril de 2017.— Diputadas y diputados: Martha So-
fía Tamayo Morales, Alejandro Armenta Mier, Carlos Federico Quin-
to Guillén, Carmen Salinas Lozano, Delia Guerrero Coronado, Edna
Ileana Dávalos Elizondo, Flor Estela Rentería Medina, Heidi Salazar
Espinosa, Hugo Daniel Gaeta Esparza, J. Jesús Zúñiga Mendoza, Lau-
ra Nereida Plascencia Pacheco, Laura Valeria Guzmán Vázquez, Mar-
tha Lorena Covarrubias Anaya, Ramón Bañales Arámbula, Sandra
Méndez Hernández, Santos Garza Herrera, Sara Latife Ruíz Chávez,
Timoteo Villa Ramírez (rúbricas).»

La presidenta diputada María Guadalupe Murguía
Gutiérrez: Gracias, diputada Martha Sofía Tamayo
Morales. Túrnese a la Comisión de Medio Ambiente y
Recursos Naturales, para dictamen. 

Sonido, por favor, en la curul del diputado Luis Fernando
Mesta.

El diputado Luis Fernando Mesta Soulé (desde la curul):
Para, con relación a la manifestación que hiciera el dipu-
tado Domínguez, en la petición del apoyo para el cambio
de los reos a las diferentes Ceresos, solo manifestar que el
batidero al que se hace referencia o la ineficacia del estado,
es así como nos lo dejaron el gobierno anterior, que no he-
mos podido y estamos trabajando y se está trabajando en el
gobierno del estado seriamente para solucionar el asunto
que dejó el gobernador anterior.

La presidenta diputada María Guadalupe Murguía
Gutiérrez: Diputado, no está a discusión. Gracias.

CÓDIGO PENAL FEDERAL Y CÓDIGO NACIONAL
DE PROCEDIMIENTOS PENALES

La presidenta diputada María Guadalupe Murguía
Gutiérrez: Tiene la palabra por cinco minutos el diputado
Carlos Alberto de la Fuente Flores, del Grupo Parlamenta-
rio de Acción Nacional, para presentar iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona los artículos 16 del
Código Penal Federal, y 405 del Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales.

El diputado Carlos Alberto de la Fuente Flores: Gra-
cias, presidenta. El día de hoy quiero presentar una inicia-

tiva que me comentaron vecinos en diferentes sectores de
Nuevo León, cuando estuve recorriendo las colonias casa
por casa, en dos hechos que se le presentaron directamente
a ellos en robos violentos en el interior de su domicilio, y
que desgraciadamente sufrieron agresiones físicas.

Es una reforma que adiciona un segundo párrafo al artícu-
lo 16 del Código Penal Federal y reforma el artículo 405
del Código Nacional de Procedimientos Penales, a fin de
que cuando un robo en domicilio particular exceda de legí-
tima defensa, sea considerado solamente como legítima de-
fensa, porque el hogar de cada uno de nosotros es el lugar
de descanso y seguridad de nuestras familias, donde nues-
tros hijos crecen, donde nuestros padres ven pasar sus ge-
neraciones y donde seguramente vivirán sus últimos días.

Nuestro hogar es el espacio donde deberíamos sentirnos
más seguros, sin embargo no es así en México, porque la
inseguridad, la injusticia, la impunidad nos muestra otra
realidad. 

Según los datos del Inegi, el 67.7 por ciento de la población
mayor a 18 años se siente inseguro en este país; el 59.1 por
ciento de dicha referencia siente que la inseguridad o la de-
lincuencia es el problema más importante que aqueja al pa-
ís y el robo a casa habitación ha sido considerado uno de
los delitos de mayor crecimiento en México.

Tan solo en lo que respecta a mi estado, el estado de Nue-
vo León, el Observatorio Ciudadano Nuevo León informa
que las denuncias de robo que se presentan con violencia
en nuestro estado aumentaron casi 60 por ciento en el
2016, con respecto al 2015.

Nuestra casa es el refugio nuestro, es el refugio de nuestra
familia. Nuestra tranquilidad y la protección que nos brin-
da no deben ser vulneradas. Seguramente por ello poseer
armas en México es un derecho garantizado en el artículo
10 de la Constitución. Es legal poseer en nuestro domicilio
privado y usarla para nuestra seguridad y legítima defensa,
con la excepción de las armas prohibidas por la Ley Fede-
ral de Armas de Fuego y Explosivos y las reservadas para
el uso exclusivo del Ejército.

La citada ley permite la posesión en nuestros domicilios de
pistolas, revólver, rifles, hasta calibre .380, así como deter-
minados tipos de escopeta. Pero, ¿de qué sirve poder tener
un arma en nuestros domicilios, si al momento de usarlas
para defender la vida de nuestros hijos corremos el riesgo
de ser condenados por el hecho de no utilizar un medio
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proporcional y adecuado al carácter del ataque, o debido a
que ejercimos nuestra fuerza de manera irracional?

Para ejemplificar lo antes mencionado, hago referencia a
un caso muy sonado hace algunos meses en el estado de
Chihuahua, donde un niño de tan solo 13 años asesinó a un
delincuente, que intentaba violar a su madre en su propia
casa, cuando ingresó a robar a su domicilio. El menor, al
escuchar los gritos, bajó las escaleras, tomó la pistola de su
padre y comenzó a disparar en repetidas ocasiones asus-
tando al agresor, quien falleció instantes después del he-
cho. Este hecho lamentablemente debido a la brutalidad, el
menor fue procesado judicialmente.

Para contar con una legítima defensa como lo establece la
ley actualmente, debemos, digamos, estar a la altura del de-
lincuente que ingresa a nuestros domicilios. Es decir, con-
descendientes al ejercer determinadas fuerzas frente a una
agresión ilegítima y tener total control de las circunstan-
cias, así como de reacciones de este extraño que invade mi
domicilio y pone en riesgo a mi familia.

La legítima defensa de un mexicano que sufre un robo en
su hogar, hoy realmente no existe. Porque se convierte en
impunidad cuando quien comete un delito en nuestra casa,
tiene mayores consideraciones que la propia víctima, quien
por defender a su propia familia ante este peligro inminen-
te puede ejercer una excesiva legítima defensa.

Es tiempo de rescatar la tranquilidad del hogar de los mexi-
canos, de avanzar en la doctrina penal y hacer de nuestras le-
yes y códigos valer, por la seguridad y la justicia, brindando
mayores beneficios a las víctimas de este lamentable delito
violento. Muchas gracias, señora presidenta.

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 16 del Có-
digo Penal Federal y 405 del Código Nacional de Procedi-
mientos Penales, a cargo del diputado Carlos Alberto de la
Fuente Flores, del Grupo Parlamentario del PAN

Carlos Alberto de la Fuente Flores, diputado del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional de esta LXIII
Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en
el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; en los artículos 6, numeral 1,
inciso I; 77, numeral 1; 78 y 102 numeral 2 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, presenta ante este pleno de
la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, la si-
guiente Iniciativa con proyecto de decreto que adiciona un

segundo párrafo al artículo 16 del Código Penal Federal y
reforma el artículo 405 del Código Nacional de Procedi-
mientos Penales, lo anterior al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Si bien sabemos que sentirse seguro, es la ausencia de pe-
ligro o riesgo, es decir, tener una sensación de confianza
tanto dentro y fuera del hogar. Sin embargo, es increíble
que precisamente en el lugar donde se debe uno sentir más
seguro, es donde a veces se corre más riesgo.

Actualmente la inseguridad en México, es uno de los temas
que genera mayor preocupación entre la población, así lo
revelan los datos arrojados en la Encuesta Nacional de Vic-
timización y Percepción sobre Seguridad Pública (Envipe)
realizada en marzo y abril de 2015 por el Instituto Nacio-
nal de Estadística y Geografía (Inegi).

En lo que respecta al tema de seguridad pública, 67.7 por
ciento de la población de 18 y más años arrojó que se sien-
te insegura, según datos de la Encuesta Nacional de Segu-
ridad Pública Urbana (ENSU) de diciembre 2015, también
publicada por Inegi.

De acuerdo a la Encuesta Nacional de Victimización y Per-
cepción Sobre Seguridad Pública (Envipe), el delito de ro-
bo a casa habitación, se incrementa por temporadas, prin-
cipalmente en periodos vacacionales como el verano, esta
misma encuesta informa que las pérdidas que los robos en
viviendas representan son el 1.27 por ciento del producto
interno bruto (PIB).

La Envipe estima a nivel nacional que 59.1 por ciento de la
población de 18 años y más, considera la Inseguridad y de-
lincuencia como el problema más importante que aqueja
hoy en día en su entidad federativa, seguido del desempleo
con 40.8 por ciento y la pobreza con 31.9 por ciento, den-
tro de esta misma encuesta podemos ver que durante el
2016 se estima que el 72.4 por ciento de la población de 18
años y más, considera que vivir en su entidad federativa es
inseguro a consecuencia de la delincuencia, siendo esta ci-
fra estadísticamente equivalente a la estimada para 2013 y
2015.

La organización civil Semáforo Delictivo reveló que Coli-
ma tiene el primer lugar nacional en robo a casa habitación,
siguiendo en la lista Baja California, con 174; Baja Cali-
fornia Sur, con 166; Aguascalientes, con 85; Durango, con
73 y Sonora, con 68.



Cabe destacar que la información presentada por Semáfo-
ro Delictivo representa los casos que son denunciados; sin
embargo, en su propio sitio web se indica que el 72 por
ciento de las víctimas, prefiere no denunciar por descon-
fianza en las autoridades y por temor.

En lo que respecta a mi estado, en lo que va del año, según
datos de la Procuraduría General de Justicia del Estado, los
robos con violencia en Nuevo León se incrementaron en un
46.7 por ciento, esto con respecto al último semestre del
2015. Los municipios que presentaron una mayor alza en el
número de robos violentos fueron con 170.4 por cien-
to; San Pedro, con un 120 por ciento, y Escobedo, con un
70 por ciento. Habitantes de municipios ajenos al área me-
tropolitana también se vieron afectados, un ejemplo es Pes-
quería, donde la cifra aumentó en un 121.4 por ciento.

Desgraciadamente estos números no se habían registrado
desde el periodo octubre-diciembre del 2012, pero hoy si-
túan a Nuevo León dos lugares más arriba en la escala na-
cional de robos con violencia, pasando del décimo lugar, al
octavo, refirieron datos del Secretariado Ejecutivo del Sis-
tema Nacional de Seguridad Pública.

El aumento en los delitos patrimoniales, específicamente a
casas y a negocios, ha presentado índices no vistos desde
hace más de tres años. El robo a casa habitación se disparó
en un 41.7 por ciento, con 890 casos, cifra sólo equiparada
al periodo de octubre-diciembre del 2013, siendo los mu-
nicipios más afectados: San Pedro, con 33.3 denuncias por
cada 100 mil habitantes; García, con 23.9; y Escobedo, con
16.9.

Es por ello que ante un escenario de alzas en delitos de ma-
yor impacto a nivel nacional y regional (homicidios dolo-
sos, secuestros y extorsiones), aparece un nuevo foco rojo
en materia de seguridad y procuración de justicia: los robos

La estadística de agosto pasado sobre denuncias presenta-
das en lo que va del año en procuradurías y fiscalías esta-
tales revelan aumentos sin precedente en hurtos a casa ha-
bitación, negocios, transportistas, transeúntes, ganado y
bancos, principalmente

En 2015, nueve estados concentraron el 53 por ciento de
las denuncias de robo a casa habitación con violencia y sin
violencia a nivel nacional, de acuerdo a cifras del Sistema
Nacional de Seguridad Pública, el año pasado se
iniciaron 87 mil 295 averiguaciones por este delito.

Esta cifra revela que en cada día se iniciaron 239 denuncias
de robo a casa habitación con violencia y sin violencia, es
decir, nueve averiguaciones cada hora.

Dentro de estos datos, nueve estados registraron 46 mil 978
denuncias de robo a casa habitación con violencia y sin
violencia, que comparado con la cifra nacional de 87 mil
295 averiguaciones, revela que uno de cada dos atracos se
perpetró en estas nueve entidades. Los estados de Baja Ca-
lifornia, Chihuahua, Coahuila, Ciudad de México, Guana-
juato, Jalisco, Estado de México, Quintana Roo y Tamauli-
pas, registraron 46 mil 978 denuncias, que representan el
53 por ciento de los robos a casa habitación en el país, sien-
do Baja California el estado con el mayor número de de-
nuncias con 12 mil 655, es decir, el 14.4 por ciento del to-
tal nacional, le sigue el estado de México quien registró 5
mil 665 denuncias, de las cuales el mayor número de de-
nuncias registradas fueron de robo a casa habitación con
violencia y en tercer lugar nacional se colocó la Ciudad de
México con 5 mil 561 delitos.

Los otros seis estados con el mayor número de robos a ca-
sa habitación con y sin violencia son Jalisco con 4 mil 812
denuncias; Guanajuato con 4 mil 411; Coahuila con 3 mil
811; Tamaulipas con 3 mil 640; Quintana Roo con 3 mil
477 y Chihuahua con 3 mil 075.

Dentro del IV informe de gobierno del Presidente se consi-
deraron cuatro apartados: México en Paz, México Inclu-
yente, México con educación de calidad, y México Próspe-
ro. Los resultados en materia de seguridad y justicia
contenidos en el apartado “México en Paz” enfatizaron el
cumplimiento en tiempo y forma de la implementación del
Sistema de Justicia Penal Acusatorio (SJPA), los beneficios
que esto traerá para la impartición de justicia, la labor de
las instituciones del Estado en materia de seguridad (Se-
cretaría de la Defensa Nacional, Secretaría de Marina-Ar-
mada de México Comisión Nacional de Seguridad) en su
tarea de combate al crimen organizado, así como la exis-
tencia y operación del programa nacional para la preven-
ción del delito.

De igual manera se subrayó la importancia que han tenido
los operativos coordinados para la seguridad y el orden, así
como la coordinación interinstitucional a través del Conse-
jo Nacional de Seguridad Pública (CNSP) que ha dado pie
a diversas estrategias como la Estrategia Nacional Antise-
cuestro o el nuevo modelo de desarrollo policial. A su vez
se destacó la aprobación del Sistema Nacional Anticorrup-
ción (SNA).
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Pero poco se mencionó sobre las fallas que subsisten en el
sistema penitenciario, tampoco se mencionó a entidades
como Guerrero, Tamaulipas, Estado de México, Colima o
Veracruz (por mencionar solo algunas) donde la violencia
aún impera. Tampoco presentaron diagnósticos certeros
respecto a los escasos recursos destinados a ciertas áreas
clave de la procuración de justicia, las carencias y áreas de
oportunidad en dicha materia, así como en la atención de
víctimas del delito. Esos temas fueron omitidos ya que apa-
rentemente se cree que con la sola existencia de los orde-
namientos jurídicos y normativos los problemas serán re-
sueltos automáticamente.

Si hoy observamos entidades y municipios en condiciones
graves de inseguridad, si la violencia en algunas regiones
se ha mantenido, si no se ha cumplido a cabalidad la ade-
cuada implementación del sistema de justicia penal acusa-
torio, si no se ha cumplido con la Ley General de Víctimas,
así como con diversos tratados internacionales que tutelan
los derechos humanos, es también por la responsabilidad
de autoridades locales y municipales.

Es momento de combatir a la corrupción y la delincuencia
y de que comprometernos a realizar políticas públicas de
seguridad humana sustentadas en diagnósticos reales e in-
dicadores de desempeño e impacto; es momento de elimi-
nar acciones que no han funcionado y trabajar en acciones
reales.

Uno de los desafíos a los que nos enfrentamos los mexica-
nos, se encuentra en el reto de proteger nuestra dignidad,
seguridad, propiedades, posesiones y derechos. Desde
siempre con gran esfuerzo y trabajo los ciudadanos nos di-
camos a construir un patrimonio, donde tratamos de salva-
guardarlo y protegerlo, por lo cual hoy en día nos vemos
con la necesidad de contar con medidas de seguridad y en
algunos casos medidas extremas, las cuales son el resulta-
do de reiteradas afectaciones del crimen en contra del pa-
trimonio de las personas y de constantes intentos de robo.

México enfrenta en la actualidad muchos problemas en el
ámbito jurídico, ya que resulta frecuente echarle la culpa a
las leyes debido a que están muy mal redactadas, cuando
posiblemente los errores están en quienes se dedican al li-
tigio, o en quienes ocupan algún cargo en la procuración o
en la administración de justicia.

En la actualidad la víctima que ante la agresión de un ter-
cero actúa en defensa propia, está justificada por la ley. Sin
embargo, no todo le está permitido hacer: existen límites

para neutralizar el ataque, que deben tener una coherencia
con el nivel de la agresión. De lo contrario, la víctima se
convierte en victimario, desgraciadamente los modos de
repeler el ataque a la propia integridad física o a cualquier
otra agresión contra el derecho esencial del individuo, de-
ben ajustarse a los límites de una racionalidad acorde con
la gravedad del hecho. 

Citando algunos ejemplos:

Una víctima de un robo en la vía pública, no puede sacar
un arma y matar de un tiro al agresor, porque esto configu-
raría un exceso en su legítima defensa, convirtiendo a la
víctima en un homicida.

Un hombre fue acusado de “exceso en la legítima defensa”,
por haber matado a uno de los asaltantes que entraron a ro-
barle a su casa e hirieron a su hijo, desgraciadamente se ex-
cedió en su derecho de legítima defensa desde el momento
en que habiendo cesado el tiroteo que ponía en riesgo su vi-
da y la de su familia, se atrincheró detrás de una mesa y
continuó con los disparos. 

Desgraciadamente no es lo mismo que en legítima defensa
de su persona le dispare una sola vez al secuestrador, a que
le dispare 10 tiros, porque no puede existir exceso en la le-
gítima defensa. La legítima defensa tiene un sustento doc-
trinario en el sentido de que uno, para recuperar su bien tu-
telado, ejerza una determinada fuerza, pero sea lo
suficiente para inmunizar y le permita salir corriendo. No
es lo mismo si en el momento del forcejeo le quita el arma
un disparo y después le vacía todo el cargador.

La esencia de la legítima defensa consiste, en la realización
de una conducta típica para defenderse frente a una agre-
sión ilegítima proveniente de un tercero.

El fundamento de esta causa de justificación es doble. Por
una parte, la conducta se justifica por la necesidad de de-
fensa de los bienes jurídicos que son objeto de la agresión
ilegítima. Pero, además, el carácter antijurídico de la agre-
sión hace surgir la necesidad de defensa del propio ordena-
miento jurídico que el agresor pretende infringir, tal como
lo expresa el clásico aforismo “el derecho no tiene por qué
ceder ante lo injusto”. Este último aspecto explica que la
legítima defensa permita llegar a todo lo lejos que sea ne-
cesario para evitar la agresión, aun cuando se causa un da-
ño mayor al que se evita, y marca así la diferencia especí-
fica con otras causas de justificación, en particular, con el
estado de necesidad.



Otro caso reciente sucedido en Chihuahua con un niño de
tan solo 13 años, el cual dio mucho de que hablar, luego de
que el menor asesinó a un delincuente que intentaba abusar
de su madre en su casa. Los hechos sucedieron en una ma-
drugada, cuando un hombre ingresó al domicilio del menor
golpeando salvajemente a su madre mientras intentaba
abusar de ella. El menor al escuchar los gritos de su madre,
decidió bajar las escaleras y tomar la pistola de su padre
con la cual comenzó a dispararle en repetidas ocasiones al
hombre, quien falleció ahí mismo solo instantes después.

Desgraciadamente debido a la brutalidad del acto, el menor
fue puesto a disposición de las autoridades para seguir de
un proceso.

Lamentablemente en la actualidad, al intentar proteger
nuestro patrimonio con la utilización de un arma de fuego,
y al herir a la persona que pretenda saquear nuestra ca-
sa, nos podemos encontrar en serios problemas legales. 

Se dice que nadie tiene derecho a hacer justicia por sus
propias manos, pero desgraciadamente cuando alguna per-
sona se encuentra amenazada por otra, y más cuando ves
que tu familia se encuentra en peligro dentro de tu domici-
lio, es necesario actuar.

No es fácil dirigir las acciones en una situación así, pero es
importante analizar que en circunstancias en las cuales una
persona desconocida entra a tu domicilio cuando tu familia
se encuentra dentro, se puede generar un campo de emo-
ciones violentas, las cual puede generar reacciones sin lí-
mite, lo cual hará que la racionalidad del medio empleado
no funcione en ese momento, ya que en esas circunstancias
está primero salvaguardar la vida de tu familia.

Sabemos que la legítima defensa es una excluyente de de-
lito, la cual se debe demostrar en un proceso, donde se re-
quiere de ciertos elementos para que se configure, pero an-
te ello es importante tener presente que a pesar de que en
el caso de matar en defensa propia la agresión ilegítima
será el ataque que el agresor realiza hacia la vida del
defensor, pudiendo tener un desenlace mortal si este últi-
mo no se defiende de manera drástica y de que la necesi-
dad racional del medio empleado para impedir la agre-
sión ilegítima supone utilizar un medio proporcional y
adecuado al carácter del ataque, la gravedad del bien jurí-
dico protegido y su naturaleza. En el caso de matar en de-
fensa propia la necesidad racional del medio empleado ele-
gido por el defensor para impedir ser asesinado es la de
defenderse, el medio proporcional al ataque sufrido no

debe de tener límites ante su agresor, ya que salvar la
vida es lo principal.

Es tiempo de cambiar las cosas y aprovechar este nuevo
sistema de justicia penal, en el cual la Ley este realmente a
favor de afectado y no a favor del agresor. 

Es importante dar el valor que corresponde al criterio de
oportunidad, en donde exista la forma de garantizar una re-
solución positiva a la víctima, la cual en su caso puede re-
sultar siendo imputado debido a los hechos que puedan
suscitarse en su propia casa puedan orillarlo a actuar de
manera irracional.

Actualmente los jueces son los que tienen la facultad de
imponer medidas cautelares a los criminales, las cuales
pueden ir desde la prisión preventiva hasta otras que impli-
can el dejar al acusado en libertad, es por ello que es de
gran importancia buscar alternativas eficientes y crear he-
rramientas que ayuden a tener un mayor control de los cri-
terios que se manejen en las penas a los imputados.

Con la ejecución del nuevo sistema de justicia penal, en to-
do el territorio mexicano se tienen que aplicar diversas po-
líticas preventivas y medidas de control así como de super-
visión, para que en verdad exista una nueva percepción de
que las cosas van a cambiar.

En base a lo antes mencionado, es de gran importancia
considerar que cuando el hecho punible se comete en el
domicilio particular del acusado o imputado, el exceso de
legítima defensa se reputará como defensa legítima, lo an-
terior a efecto de que la ley se encuentre a favor del afec-
tado.

Esta consideración vuelve a poner en agenda el debate so-
bre cuándo se considera que una persona se defendió legí-
timamente dentro de su domicilio, este dilema es un deba-
te histórico. A pesar de que existe una normativa concreta
y definida al respecto, el tema y ejercicio de la legítima de-
fensa suele generar peligros y traer consecuencias que no
son las deseadas en un Estado democrático, fundamental-
mente cuando en ella se involucran armas de fuego.

Es por ello que necesitamos revalorizar los límites éticos y
morales que deben tenerse en cuenta ante una acción vio-
lenta por parte de un ciudadano a la hora de defenderse.

Debemos avanzar en la doctrina penal y hacer que nuestras
leyes y códigos brinden mayores beneficios a las persona

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 25 de abril de 2017191



Año II, Segundo Periodo, 25 de abril de 2017 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados192

que se defienden estando dentro de su hogar, ya que es un
derecho más amplio, es importante analizar cuando en un
hecho hay exceso de los límites impuestos por la ley, por la
autoridad o por la necesidad, sin que sea considerado como
culpa o imprudencia, cuando el hecho es por defensa de los
seres queridos. 

Es por ello que en caso de existir exceso en la legítima de-
fensa por este tipo de situaciones, es necesario hacer que la
ley esté a favor del afectado, siempre y cuando los aconte-
cimientos suceden en la casa del antes mencionado, ya que
en estos casos si existe un atraco dentro de tu casa con
cualquier arma, el afectado en esos momentos no va estar
pensando en que parte puede herirlo y en cual no, desgra-
ciadamente en esos momentos de impotencia no se piensa,
sólo se actúa.

En base a lo antes mencionado, es de gran importancia
considerar que cuando el hecho punible se comete en el do-
micilio particular del acusado o imputado, el exceso de le-
gítima defensa se reputará como defensa legítima, lo ante-
rior a efecto de que la ley se encuentre a favor del afectado.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consi-
deración de esta soberanía la siguiente Iniciativa con pro-
yecto de decreto que adiciona un segundo párrafo al artí-
culo 16 del Código Penal Federal y reforma el artículo 405
del Código Nacional de Procedimientos Penales: 

Decreto

Artículo Primero. Se adiciona un segundo párrafo al artí-
culo 16 del Código Penal Federal para quedar como sigue:

Artículo 16.- …

Si el hecho punible se comete en el domicilio particular del
acusado o imputado el exceso de legítima defensa se repu-
tará como legítima defensa.

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 405 del Código
Nacional de Procedimientos Penales para quedar como si-
gue:

Artículo 405. …

…

…

I. a III …

De ser el caso, el Tribunal de enjuiciamiento también
podrá tomar como referencia que el error de prohibición
vencible solamente atenúa la culpabilidad y con ello
atenúa también la pena, dejando subsistente la presencia
del dolo, igual como ocurre en los casos de exceso de le-
gítima defensa e imputabilidad disminuida. Salvo en el
caso de que el delito o hecho con apariencia de delito se
cometa en el domicilio particular del acusado o imputa-
do, caso en el cual, el exceso de legítima defensa se re-
putará como legítima defensa.



Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de febrero de 2017.— Dipu-
tados y diputadas: Carlos Alberto de la Fuente Flores, Alejandra Gu-
tiérrez Campos, Alejandra Noemí Reynoso Sánchez, Alejandro Ar-
menta Mier, Blanca Margarita Cuata Domínguez, Elías Octavio
Iñiguez Mejía, Emma Margarita Alemán Olvera, Enrique Cambranis
Torres, Francisco Javier Pinto Torres, Herminio Corral Estrada, Hugo
Alejo Domínguez, J. Apolinar Casillas Gutiérrez, Jesús Antonio López
Rodríguez, Joaquín Jesús Díaz Mena, José Antonio Salas Valencia,
Juan Alberto Zaldívar Blanco, Juan Corral Mier, Kathia María Bolio
Pinelo, Leonel Gerardo Cordero Lerma, Lilia Arminda García Escobar,
Luis de León Martínez Sánchez, Luis Fernando Antero Valle, Luz Ar-
gelia Paniagua Figueroa, María García Pérez, María Guadalupe Mur-
guía Gutiérrez, María Mercedes Aguilar López, Miguel Ángel Huepa
Pérez, Pedro Garza Treviño, Teresa de Jesús Lizárraga Figueroa, Uli-
ses Ramírez Núñez, Wenceslao Martínez Santos, Ximena Tamariz
García (rúbricas).»

La presidenta diputada María Guadalupe Murguía
Gutiérrez: Gracias, diputado de la Fuente. Túrnese a la
Comisión de Justicia, para dictamen.

El diputado Francisco Javier Pinto Torres (desde la cu-
rul): Presidenta.

La presidenta diputada María Guadalupe Murguía
Gutiérrez: Sonido, por favor, en la curul del diputado Pin-
to Torres, ¿con qué objeto, diputado?

El diputado Francisco Javier Pinto Torres (desde la cu-
rul): Bien. Con el objeto, presidenta, de solicitarle a nues-
tro compañero De la Fuente si nos permite adherirnos a la
iniciativa, dada la inseguridad que están viviendo en mu-
chos estados y creemos que es justa y válida la adecuación
que propone.

La presidenta diputada María Guadalupe Murguía
Gutiérrez: ¿Está de acuerdo, diputado Carlos de la Fuen-
te? Está de acuerdo, y está aquí en la Secretaría para su ad-
hesión. Gracias, diputado Pinto. 

LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE
CRÉDITO

La presidenta diputada María Guadalupe Murguía
Gutiérrez: Tiene la palabra por cinco minutos el diputado
Victoriano Wences Real, del Grupo Parlamentario del
PRD, para presentar iniciativa con proyecto de decreto que
adiciona el artículo 8 de la Ley General de Títulos y Ope-
raciones de Crédito.

El diputado Victoriano Wences Real: Con su venia, pre-
sidenta. Compañeros diputados, compañeros diputadas,
vengo ante esta tribuna a presentar una iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se adiciona la fracción XII al
artículo 8 de la Ley General de Títulos y Operaciones de
Crédito.

Como ustedes conocen, existe un gran abuso en parte, de
personas que prestan dinero con intereses elevados y que
aprovechándose de las necesidades de sus deudores los ha-
cen firmar en blanco, esto es que el título de crédito, el pa-
garé, sin estar rellenado. Pero este problema adquiere ma-
yor magnitud cuando el suscriptor del pagaré no habla el
idioma español.

Compañeros y compañeras, es importante que los indíge-
nas deban de gozar de los derechos humanos que establece
nuestra Carta Magna. Por ello, es de suma importancia rea-
lizar reformas integrales al marco jurídico vigente, en aras
de garantizar su igualdad.

Necesitamos impulsar leyes y reformas que prevean las
enormes diferencias que enfrentan. No queremos indígenas
defraudados que aprovechándose de su buena voluntad son
timados por personas sin escrúpulos, que aprovechan la ig-
norancia de los mismos para quitarles el poco dinero que
tienen.

Ningún esfuerzo que se haga en favor de los indígenas se-
rá en vano. Si de por sí en su condición ya es apremiante,
no es justo que muchas de las veces reciban algún recurso
económico de familiares que decidieron emigrar fuera del
país y que lo que tanto esfuerzo les ha costado, vengan a
ser despojados por personas sin valores humanos que tien-
den a engañarles.

En las zonas indígenas son comunes los fraudes de casas y
cajas ahorradoras, pero también son comunes operaciones
mercantiles engañosas. Esto es hacer firmar pagarés a com-
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pañeras y compañeros indígenas sin que estos hablen el
idioma español.

La presente propuesta tiene como objetivo el brindar a las
y los indígenas que no hablen el español y que estén en una
situación de haber firmado un título de crédito sin saber el
contenido o el alcance del mismo, una defensa para ser
ejercitada en la contestación de la demanda, lo que le daría
la posibilidad de acreditar lo engañoso del acto mercantil.

Esta posibilidad de contradicción de la demanda bajo una
efectiva defensa es asimilable a la que prevé la fracción IV
del artículo 8 de la Ley General de Títulos y Operaciones
de Crédito, ya que si a un incapaz no se le considera con
capacidad de ejercicio para celebrar una suscripción de tí-
tulos de crédito, los indígenas que no hablan español debe-
rán gozar de esa defensa, lo que permitiría una defensa jus-
ta para quienes estén en estos supuestos. 

No podemos seguir soslayando las enormes necesidades que
tienen los integrantes de los pueblos originarios, pero tam-
bién es necesario atender problemas de índole mercantil, co-
mo es el caso de la presente iniciativa de decreto que pre-
tende precisamente atender un problema que se encuentra
presente; pero no se ha hecho nada por tratar de remediarlo. 

Debemos reconocer que en otras materias ya hay avances
legislativos. Por ejemplo, el caso de las y los indígenas, en
materia penal, siempre deben contar con traductores. En
caso contrario, las actuaciones que se hagan sin esta asis-
tencia podrán decretarse como nulas. 

Hay que seguir trabajando para reducir las enormes des-
igualdades legales que enfrentan los indígenas. No pode-
mos seguir permitiendo que muchos de ellos estén en la po-
sibilidad de perder el patrimonio que tanto esfuerzo les ha
costado construir por una supuesta deuda que en muchas
ocasiones son fraudulentas. No queremos más indígenas ti-
mados. Debemos buscar el acceso efectivo a la justicia
mercantil. 

Compañeros y compañeras, con fundamento en lo dispues-
to en el artículo 71, fracción II de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artícu-
los 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
pongo a consideración de esta asamblea la presente inicia-
tiva con proyecto de decreto. 

Único. Se adiciona la fracción XII al artículo 8 de la Ley
General de Títulos y Operaciones de Crédito, para quedar

como sigue. Artículo 8, continúa igual de la fracción I a la
XI, continúa igual.

XII. Tratándose de indígenas, lo que se funde en que el sus-
criptor no hable el idioma español. Esa es la fracción XII,
transitorio.

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación, una
vez agotado el procedimiento previsto en el artículo 135
constitucional. Es cuanto, presidenta. Muchas gracias. 

«Iniciativa que adiciona el artículo 8o. de la Ley General
de Títulos y Operaciones de Crédito, a cargo del diputado
Victoriano Wences Real, del Grupo Parlamentario del PRD

Planteamiento del problema

El abuso de parte de personas que prestan dinero con inte-
reses por encima del costo de capital de mercado y que
aprovechándose de la necesidad inmediata de quien lo con-
trata, es siempre susceptible de realizarse fuera de las dis-
posiciones y formalidades que la ley establece, en el caso
de los títulos de crédito como el pagaré, es firmado en blan-
co, pero este problema adquiere mayor magnitud cuando el
suscriptor del pagaré no habla el idioma español, y nos
atrevemos a señalar que en muchas de las ocasiones las
deudas contraídas se imponen de manera fraudulenta. Así,
la condición del idioma se convierte en una limitante para
quienes hablan una lengua originaria y sin entender o ha-
blar el idioma español, los hacen firmar sin que éstos ad-
viertan su condición de víctima y las previsiones para opo-
nerse a las consecuencias jurídicas.

Argumentos

Las poblaciones indígenas tienen usos y costumbres pro-
pios. Poseen formas particulares de comprender el mundo
y de interactuar con él. Visten, comen, celebran sus festivi-
dades, conviven y nombran a sus propias autoridades, de
acuerdo a esa concepción que tienen de la vida, incluyen-
do sus prácticas comerciales y las formas de establecer
acuerdos comerciales. Un elemento muy importante que
los distingue y les da identidad, es la lengua con la que se
comunican.

En México, 7 millones 382 mil 785 personas de 3 años y
más hablan alguna lengua indígena, las más habladas son
náhuatl, maya y tseltal. Siendo un orgullo, se vuelve un
problema, ya que la lengua originaria no contiene los sabe-



res o las interpretaciones que permitan una traducción fiel
con el idioma español. Nuestras hermanas y hermanos in-
dígenas se vuelven por esta situación un blanco fácil para
aquellos oportunistas y defraudadores, que aprovechándo-
se de esta condición realizan actos u operaciones mercanti-
les, haciendo firmar documentos sin que los indígenas en
muchas ocasiones entiendan el contenido del título de cré-
dito, ni mucho menos comprendan las obligaciones de ín-
dole mercantil que trae consigo la firma de un pagaré, que
en todo caso es contrario a sus formas comunes de présta-
mo o pago.

Las medidas de defensas y excepciones para oponerse al
título en los juicios ejecutivos mercantiles son insuficien-
tes y no consideran la situación del dominio de la lengua,
lo que significa que si un indígena sin comprender el sig-
nificado de la suscripción de un pagaré lo firma no contará
con los medios de oposición a los efectos del título por no
estar prevista en la ley y quedaría condenado al pago de
una deuda fraudulenta. La norma de la materia no prevé al-
guna defensa o excepción que se refiera a la falta del en-
tendimiento en el idioma que se suscribe, por lo que resul-
ta necesario adicionar una fracción al numeral 8 de la Ley
de Títulos y Operaciones de Crédito, que deje sin dudas,
los argumentos de defensa para nuestros hermanos indíge-
nas que son llevados a juicio ejecutivo mercantil.

La presente propuesta tiene como objetivo brindar a las y
los indígenas que no hablen el español o que siendo bilin-
gües no lo comprendan lo suficiente y que estén en una si-
tuación de haber firmado un título de crédito sin saber el
contenido o alcance del mismo; una defensa para ser ejer-
citada en la contestación de la demanda, lo que le daría la
posibilidad de acreditar lo engañoso del acto mercantil.

No podemos seguir soslayando la necesidad de atender
problemas de índole mercantil, como es el caso de la pre-
sente iniciativa que pretende precisamente atender el pro-
blema descrito.

Hay que seguir trabajando para reducir las enormes des-
igualdades legales que enfrentan los indígenas, no pode-
mos seguir permitiendo que muchos de ellos estén en la po-
sibilidad de perder el patrimonio que tanto esfuerzo les ha
costado construir por una deuda contraída de forma frau-
dulenta, no queremos más indígenas timados, debemos de
buscar el acceso efectivo a la justicia mercantil.

Fundamento legal

El que suscribe, integrante del Grupo Parlamentario del
PRD en la LXIII Legislatura, con fundamento en los artí-
culos 71, fracción II de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos y 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta so-
beranía la presente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona la fracción XII al artícu-
lo 8o. de la Ley General de Títulos y Operaciones de
Crédito

Único. Se adiciona la fracción XII al artículo 8 de la Ley
General de Títulos y Operaciones de Crédito, para quedar
como sigue:

Artículo 8. …

I. a XI. …

XII. Tratándose de indígenas, la que se funde en que
el suscriptor no hable el idioma español.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción, una vez agotado el procedimiento previsto en el artí-
culo 135 constitucional.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de abril de 2017.— Diputado
Victoriano Wences Real (rúbrica).»

La presidenta diputada María Guadalupe Murguía
Gutiérrez: Gracias, diputado Wences Real. Túrnese a
la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dicta-
men. 
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LEY GENERAL PARA LA IGUALDAD ENTRE MUJE-
RES Y HOMBRES

La presidenta diputada María Guadalupe Murguía
Gutiérrez: Tiene la palabra por cinco minutos el diputado
Cesáreo Jorge Márquez Alvarado, para presentar iniciativa
con proyecto de decreto que adiciona los artículos 17 y 29
de la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hom-
bres, suscrita por diputados integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México.

El diputado Cesáreo Jorge Márquez Alvarado: Muchas
gracias, presidenta, con su venia. La calidad de vida es en-
tendida de manera muy simple, como la satisfacción de las
necesidades colectivas e individuales, lo cual puede aten-
derse a través de la política económica y social de un 
gobierno.

De acuerdo con el Banco Interamericano de Desarrollo,
son tres los aspectos para medir la calidad de vida, las ha-
bilidades tales como conocimientos adquiridos, la expe-
riencia y la capacidad de vinculación con el entorno social.
Las condiciones materiales de vida que incluyen ingreso,
consumo, vivienda, acceso a servicios de salud y educa-
ción, condiciones de empleo, entre otros. Las condiciones
externas, es decir, el ambiente económico, social e institu-
cional, en el cual los individuos se desarrollen. 

En este sentido, en junio de 2013 la Organización de las
Naciones Unidas para la Igualdad de Género y el Empode-
ramiento de las Mujeres trabajó un nuevo marco de refe-
rencia que tendrá que ser transformador al abordar los im-
pedimentos estructurales para la igualdad entre mujeres y
hombres, así como el ejercicio pleno de los derechos de las
mujeres, con el fin de mejorar la calidad de vida del géne-
ro femenino en todo el mundo.

Recordemos que a nivel internacional, la Convención so-
bre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación
contra la Mujer, el programa de acción acordado por 179
países en la Conferencia Internacional sobre Población de
Desarrollo de 1994, la Cuarta Conferencia Mundial sobre
la Mujer de 1995, conocida como la Declaración de Bei-
jing, así como la Plataforma de Acción que de ella resultó
y más recientemente las conclusiones de la Conferencia de
las Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sostenible deriva-
ron en la creación de un resolutivo por parte de la Asam-
blea General de Naciones Unidas para incorporar como
uno de los objetivos y ejes del desarrollo del milenio en el
tema de igualdad de género.

En la Cumbre del Río+20 en materia de desarrollo sosteni-
ble, se conoció que los objetivos, las metas y los indicado-
res, incluyendo indicadores sensibles al género, son valio-
sos para medir y acelerar el proceso hacia el desarrollo
sostenible y que algunas de estas fuentes de desigualdades
como la discriminación, basada en género, constituye una
injusticia difundida en todas las sociedades.

Por lo señalado, en el Grupo Parlamentario del Partido Ver-
de Ecologista de México consideramos que se debe modi-
ficar nuestro ramo legal en materia de género, tomando co-
mo referencia la Declaración del Milenio de la
Organización de las Naciones Unidas en donde la impor-
tancia de la igualdad de género se observa a través de un
objetivo independiente.

Por todo ello, quienes integramos el Grupo Parlamentario
del Partido Verde sometemos a la consideración de esta ho-
norable asamblea el siguiente proyecto de decreto por el
que se adicionan diversas disposiciones a la Ley General
de Igualdad Entre Mujeres y Hombres, con lo cual se pre-
tende cumplir con los compromisos de la agenda Río+20
de Naciones Unidas sobre desarrollo sostenible respecto al
tema de género.

Si bien esta agenda es ambiciosa, no se puede dejar de re-
conocer que se trata de acciones importantes para abonar
en la lucha por el empoderamiento e inclusión plena de las
mujeres en todos los ámbitos de la vida, lo cual sin duda es
responsabilidad de todos. Es cuanto, muchas gracias.

«Iniciativa que adiciona los artículos 17 y 29 de la Ley Ge-
neral para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, suscrita
por integrantes del Grupo Parlamentario del PVEM

Quienes suscriben, diputados federales de la LXIII Legis-
latura, integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México, con fundamento en lo dis-
puesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, así como los artí-
culos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
sometemos a consideración de esta honorable asamblea, la
presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
adicionan diversas disposiciones de la Ley General de
Igualdad entre Mujeres y Hombres, bajo la siguiente

Exposición de Motivos

La calidad de vida es entendida de manera muy simple co-
mo la satisfacción de las necesidades colectivas e indivi-



duales, lo cual puede atenderse a través de la política eco-
nómica y social de un gobierno.

De acuerdo con el Banco Interamericano de Desarrollo son
tres los aspectos para medir la calidad de vida:

• Las habilidades, tales como conocimientos adquiridos,
las experiencias y la capacidad de vinculación con el en-
torno social.

• Las condiciones materiales de vida que incluyen in-
greso, consumo, vivienda, acceso a servicios de salud y
educación, condiciones de empleo, entre otros.

• Las condiciones externas, es decir, el ambiente econó-
mico, social e institucional en el cual los individuos se
desarrollan.

En este sentido, en el mes de junio de 2013, la Organiza-
ción de las Naciones Unidas para la Igualdad de Género y
el Empoderamiento de las Mujeres (ONU-Mujeres), en su
función de organización líder con un mandato global de
promover la igualdad de género, los derechos y el empo-
deramiento de las mujeres, trabajó un nuevo marco de re-
ferencia que tendrá que ser transformador al abordar los
impedimentos estructurales para la igualdad entre mujeres
y hombres, así como el ejercicio pleno de los derechos de
las mujeres, con el fin de mejorar la calidad de vida del gé-
nero femenino en todo el mundo.

En este contexto es que se dan a conocer los objetivos de
desarrollo Sostenible (ODS), los cuales establecen las ac-
ciones y políticas de transversalización que permita robus-
tecer el trabajo a favor del desarrollo humano atendiendo a
consideraciones de género.

Recordemos que a nivel internacional la Convención sobre
la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación
contra la Mujer (CEDAW); el Programa de Acción acor-
dado por 179 países en la Conferencia Internacional so-
bre Población y Desarrollo de 1994 (CIPD); la Cuarta
Conferencia Mundial sobre la Mujer de 1995 conocida
como la Declaración de Beijing, así como la Plataforma
de Acción que de ella resultó; y, más recientemente, las
conclusiones de la Conferencia de las Naciones Unidas
sobre el Desarrollo Sostenible (Río+20) derivaron en la
creación de un resolutivo por parte de la Asamblea Ge-
neral de Naciones Unidas para incorporar como uno de
los objetivos y ejes del desarrollo del milenio en el tema
de igualdad de género.

Las conclusiones que presentó ONU-Mujeres establecen
acciones que los países miembros deben ejecutar para eli-
minar y prevenir todas las formas de violencia contra mu-
jeres y niñas, siendo la discriminación y falta de oportuni-
dades las actitudes sociales más arraigadas y difíciles de
erradicar.

Por lo anterior, en el marco normativo universal se recono-
ce que el logro de la igualdad de género, los derechos y el
empoderamiento de las mujeres es relevante en todas par-
tes del mundo y responsabilidad de todos, más cuando se
trata del ámbito de la política pública.

De hecho, la prioridad global asignada a la igualdad de gé-
nero y el empoderamiento de las mujeres conllevó a la in-
clusión de un objetivo independiente para la igualdad de
género y el empoderamiento de las mujeres en los objeti-
vos de desarrollo del milenio mediante algunas metas e in-
dicadores.

El documento de resultados de Río+20 afirma que: “Se re-
conoce que la igualdad entre los géneros y el empodera-
miento de las mujeres son importantes para el desarrollo
sostenible y nuestro futuro común. Reafirmamos nuestros
compromisos de asegurar a las mujeres igualdad de dere-
chos, acceso y oportunidades de participación y liderazgo
en la economía, la sociedad y la adopción de decisiones po-
líticas.” 

Además en este instrumento marco internacional, se seña-
la que hoy los países deben tener un enfoque comprensivo,
en donde las personas sean verdaderos agentes transforma-
dores de la sociedad para crear colectivos universales que
aborden las tres dimensiones del desarrollo sostenible que
son: desarrollo social, económico y ambiental respetuoso
con el presente y sin comprometer el futuro. 

En consecuencia, los gobiernos deben trabajar para garan-
tizar la rendición de cuentas a través de marcos de monito-
reo robustos y estadísticas actualizadas y confiables, con el
objetivo de captar y contar con metas dentro de los facto-
res catalíticos centrales para el logro de la igualdad de gé-
nero, los derechos y el empoderamiento de las mujeres.

Adicionalmente, las metas específicas de género deben ir
integradas en otros objetivos para asegurar el logro de los
mismos al abordar las áreas específicas de la discrimina-
ción basada en género que limitan las posibilidades de erra-
dicar la pobreza, creando pautas de consumo sostenible y
producción, promoviendo la gobernabilidad transparente y
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responsable, garantizando el acceso a la educación de bue-
na calidad y al cuidado de la salud, asegurando el acceso
sostenible al agua y la energía eléctrica a la vez que se pro-
tege el medio ambiente.

Lo anterior se puede resumir en la propuesta de la Agenda
que dio a conocer los objetivos de desarrollo sostenible so-
bre las metas para alcanzar la igualdad de género, los dere-
chos y el empoderamiento de las mujeres de la siguiente
manera: 

• Protección frente a la violencia contra las mujeres y ni-
ñas. Acciones concretas para eliminar el miedo y/o ex-
periencia debilitante de la violencia tienen que ser un
elemento central de cualquier marco en el futuro.

• La igualdad de género en la distribución de las capaci-
dades (conocimientos, buena salud, salud sexual y re-
productiva, derechos reproductivos de las mujeres y ni-
ñas adolescentes) así como al acceso a recursos y
oportunidades incluyendo la tierra, trabajo digno e igual
paga para construir la seguridad económica y social de
las mujeres.

• La igualdad de género en el poder de decisión en ins-
tituciones públicas y privadas, en parlamentos naciona-
les y concejos locales, así como en los medios de co-
municación y la sociedad civil, la gestión y la
gobernabilidad de empresas y en las familias y las co-
munidades.

En lo que se refiere a la Cumbre Río+20 en materia de de-
sarrollo sostenible, en ella se reconoció que los objetivos,
las metas y los indicadores -incluyendo indicadores sensi-
bles a género- son valiosos para medir y acelerar el pro-
greso hacia el desarrollo sostenible, y que algunas de estas
fuentes de desigualdades como la discriminación basada en
género constituye una injusticia difundida en todas las so-
ciedades.

Por lo ya señalado, es que en el Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México consideramos que se
debe modificar nuestro marco legal en materia de género
tomando como referencia la Declaración del Milenio de la
Organización de las Naciones Unidas, en donde la impor-
tancia de la igualdad de género se observa a través de un
objetivo independiente el cual establece que: 

“Es crucial que cualquier nuevo marco global conserve es-
te enfoque por los siguientes motivos:

Se necesita un objetivo transformador e independiente pa-
ra encaminar el avance de los cambios y promover y mo-
nitorear el cambio en los determinantes estructurales de la
desigualdad basada en género. Las desigualdades de géne-
ro en el acceso a recursos, conocimiento y salud, incluyen-
do la salud sexual y reproductiva y los derechos reproduc-
tivos - incluidos aquellos para las niñas adolescentes- y en
las oportunidades de participar en la toma de decisiones
públicas y privadas, siguen siendo una fuente de grandes
injusticias en el mundo.

Es decir, hoy ONU-Mujeres nos invita a trabajar en diver-
sos temas para erradicar la violencia y la desigualdad entre
los géneros, desde la perspectiva del desarrollo sostenible,
como se observa en las conclusiones de la Cumbre de
Río+20, entre las que destacan: 

a) Educación. Indica que la educación de las niñas de-
be ir más allá de la mera paridad numérica, para abordar
la igualdad de resultados del aprendizaje y oportunida-
des iguales, incluyendo la movilización de interven-
ciones más enérgicas para ayudar a las niñas a com-
pletar la educación primaria, secundaria y terciaria.
Las iniciativas de educación sensible a género deben
ser enfocadas en la calidad de educación de las niñas y
el mejoramiento de la seguridad en y alrededor de las
escuelas.

b) Agua. Aborda el hecho de que las mujeres son fun-
damentales en la obtención de agua, alimentos y com-
bustible para sus familias y comunidades. La creciente
pérdida de bosques, la degradación de la Tierra y la dis-
minución de la calidad y cantidad de agua dulce soca-
van la subsistencia de las mujeres, incluyendo su acce-
so a recursos, activos productivos y servicios esenciales.

c) La sostenibilidad ambiental con perspectiva de gé-
nero. Ésta garantizaría el acceso sostenible de las muje-
res al agua segura y el saneamiento; seguridad alimen-
taria, agricultura y energía.

d) Crecimiento y el Empleo. Indica que las mujeres su-
fren discriminación al intentar acceder a los mercados
laborales; están sobrerrepresentadas en los empleos vul-
nerables; y reciben sueldos más bajos que los de los
hombres por trabajo de igual valor. El crecimiento eco-
nómico sostenible requerirá de iniciativas sensibles al
género para eliminar las barreras a la entrada de las mu-
jeres en el mercado laboral, tales como la provisión ade-
cuada de servicios sociales e infraestructura; la distribu-



ción más equitativa de las tareas domésticas; y la garan-
tía de la realización de sus derechos.

e) Salud. Muestra que aún existe la necesidad de garan-
tizar el acceso a servicios universales y asequibles de
cuidado de la salud, que prevengan la exclusión de mu-
jeres y niñas. La salud sexual y reproductiva y los de-
rechos reproductivos, incluyendo los conocimientos
sobre las infecciones transmitidas sexualmente como
el VIH, son cruciales para la salud y bienestar del in-
dividuo, la familia y la comunidad, por lo cual requie-
ren de servicios de salud integral e integrada de buena
calidad, así como el asesoramiento e información para
mujeres y niñas.

Los elementos citados, según ONU-Mujeres son importan-
tes para erradicar la violencia y discriminación por el he-
cho de que las mujeres experimentan el gobierno débil de
una manera distinta a los hombres, pues la falta de gober-
nanza ha implicado una disparidad en oportunidades de
acuerdo al género en temas de economía y sistemas de pro-
tección social. Es decir, entre más desigualdad mayor opor-
tunidad laboral para los varones e incremento de apoyos y
subsidios para las mujeres por el Estado como medida de
compensación.

Respecto al tema de economía, ONU-Mujeres señala que a
nivel mundial se asumen y reproducen las posiciones mar-
ginales de las mujeres en los mercados y las firmas, o don-
de la corrupción resulta en menos recursos para financiar
los servicios públicos de los que ellas dependen.

Por su parte, nuestro país no es ajeno a este contexto inter-
nacional en pro de la dignificación de la vida de las muje-
res y el logro de una verdadera igualdad sustantiva entre
los géneros. Lo anterior ha derivado en la creación por par-
te de la administración del Presidente Enrique Peña Nieto
de políticas y acciones concretas para hacer realidad la
igualdad de género en el marco legal nacional como se ob-
serva en el Programa Nacional para la Igualdad de Oportu-
nidades y No Discriminación contra las Mujeres.

En el Programa Nacional en cita se señala que la situación
de las mujeres mexicanas en números se observan los si-
guientes padrones de comportamiento: 

“Actualmente cerca de la cuarta parte de los hogares
mexicanos tienen como jefa a una mujer. 

Uno de cada cinco hogares encabezado por una mujer es
unipersonal. En el caso de los hombres es menos de uno
de cada 10. El 44 por ciento de aquellos hogares con je-
fatura femenina son nucleares, comparado con el 70 por
ciento de los correspondientes a la masculina.

El 79.3 por ciento de los hogares familiares con jefatu-
ra femenina son hogares en los que la jefa de familia no
tiene pareja pero sí hijos, siendo ésta la característica
más frecuente de los hogares con jefatura femenina. 

Por otra parte, en el 80.6 por ciento de los considerados
familiares encabezados por hombres hay una pareja pre-
sente e hijos, que es el tipo de hogar más común entre
los de jefatura masculina.

Poco menos de la mitad de las jefas sin pareja y con hi-
jos no tienen escolaridad o sólo cuentan con la primaria,
mientras que la mayoría de los jefes con pareja e hijos
tienen al menos algún grado de secundaria aprobado, y
14.3 por ciento ha aprobado algún grado universitario.

Un 35.5 por ciento de los hogares encabezados por una
mujer tienen un solo perceptor de ingresos, mientras que
el porcentaje para hogares con jefatura masculina es de
28 por ciento. Tanto para hogares con jefatura femenina
como masculina, la proporción con dos perceptores es
alrededor de uno de cada tres”.1

En conclusión, México es formalmente un promotor de la
igualdad sustantiva entre mujeres y hombres, en un marco
de respeto irrestricto a los derechos humanos, tal y como
ya la Suprema Corte de Justicia de la Nación lo ha estable-
cido.2 Sin embargo, ahora es necesario que nuestro país re-
conozca en el marco de la ley, la creación de políticas y ac-
ciones públicas con enfoque de género desde el punto de
vista del desarrollo sostenible.

En el Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México, sabemos que el logro de la igualdad de género, los
derechos y el empoderamientos de las mujeres siguen sien-
do un asunto pendiente. En este sentido, nuestra visión en
el tema es dar seguimiento y cumplimiento al Programa de
ONU-Mujeres, inspirada en tres fuentes:

Primero. El marco normativo de derechos humanos,
que incluye los principios de universalidad, no-regre-
sión, no discriminación e igualdad sustantiva.
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Segundo. Las evidencias, basadas en investigación
sobre factores económicos, sociales y políticos y en-
foques de políticas con la mayor probabilidad de ge-
nerar caminos para que las mujeres y niñas puedan ar-
ticular fuertes demandas de igualdad y realizar sus
diversos e interconectados derechos -económicos, so-
ciales y culturales- así como los derechos civiles y 
políticos. 

Tercero. Las lecciones aprendidas de la historia de la
acción colectiva de las mujeres, que han logrado avan-
ces importantes para los derechos de las mujeres a nivel
global, regional y nacional, a través de la movilización
de la ciudadanía para exigir rendición de cuentas a los
titulares de deberes. 

Por todo ello, quienes integramos el Grupo Parlamentario
del Partido Verde Ecologista de México proponemos la
presente iniciativa que pretende reformar la Ley General
de Igualdad Sustantiva entre Mujeres y Hombres para la
inclusión en las acciones y políticas públicas del Progra-
ma Nacional que cumplan los compromisos de la Agenda
Río+20 de Naciones Unidas sobre Desarrollo Sostenible
respecto al tema de género, entre los que se encuentran: 

a) La erradicación de la pobreza, seguridad alimentaria,
nutrición y agricultura sostenible; 

b) Ciudades y asentamientos humanos sostenibles; sa-
lud y población;

c) Promoción de empleo pleno y productivo, trabajo
digno para todos y protección social; 

d) Recuperación de océanos y mares;

e) Reducción de riesgos de desastres, desertificación,
degradación de tierras y sequías; 

f) Educación.

Por lo anterior, someteos a consideración de esta honorable
asamblea, el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adicionan diversas disposiciones
de la Ley General de Igualdad entre Mujeres y Hom-
bres

Artículo Único. Se adiciona una fracción XIII al artículo
17; y se adiciona un tercer párrafo al artículo 29 de la Ley

General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, para
quedar como a continuación se presenta:

Artículo 17. La Política Nacional en Materia de Igualdad
entre mujeres y hombres deberá establecer las acciones
conducentes a lograr la igualdad sustantiva en el ámbito,
económico, político, social y cultural. La Política Nacional
que desarrolle el Ejecutivo Federal deberá considerar los
siguientes lineamientos:

I. a XII. (…)

XIII. Adoptar las medidas necesarias para alcanzar el
desarrollo urbano sustentable, con acciones para la
erradicación de la pobreza, garantizar la seguridad
alimentaria, nutrición y agricultura sustentable; ade-
más de creación y generación de ciudades y asenta-
mientos humanos resilientes, que cuenten con espacios
de salud y esparcimiento para la población; la promo-
ción de empleos plenos y productivos para las mujeres
y hombres con igualdad de salarios; acciones para la
recuperación de zonas rurales y apoyo al campo; la re-
ducción de riesgos de desastres, desertificación y de-
gradación de la tierra; y reducir las brechas de des-
igualdad en educación entre hombres y mujeres. 

Artículo 29. (…)

(…)

En el Programa Nacional se podrán adoptar las medi-
das necesarias para alcanzar el desarrollo urbano sus-
tentable, con acciones para la erradicación de la pobre-
za, garantizar la seguridad alimentaria, nutrición y
agricultura sustentable; además de creación y genera-
ción de ciudades y asentamientos humanos resilientes,
que cuenten con espacios de salud y esparcimiento pa-
ra la población; la promoción de empleos plenos y pro-
ductivos para las mujeres y hombres con igualdad de
salarios; acciones para la recuperación de zonas rurales
y apoyo al campo; la reducción de riesgos de desastres,
desertificación y degradación de la tierra; y reducir las
brechas de desigualdad en educación entre hombres y
mujeres. 

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor al
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.



Artículo Segundo. Las acciones que realicen las depen-
dencias y entidades de la Administración Pública Federal
para dar cumplimiento al presente Decreto se sujetarán a
los programas presupuestarios en la materia y se cubrirán
con los recursos que apruebe la Cámara de Diputados en el
Presupuesto de Egresos de la Federación del ejercicio fis-
cal de que se trate, por lo que no se autorizarán recursos
adicionales para el presente ejercicio fiscal y los subse-
cuentes.

Notas

1 Visible en el Diario Oficial de la Federación. 30 de abril del año
2014. 

2 Véase: Décima Época. Registro: 2009084. Instancia: Primera Sala.
Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Fe-
deración. Libro 18, mayo de 2015, Tomo I. Materia(s): Constitucional.
Tesis: 1a. CLX/2015 (10a.). Página: 431. Amparo en revisión
554/2013. 25 de marzo de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gu-
tiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Karla I. Quintana Osuna.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de mayo de 2015 a las 9:30 horas en
el Semanario Judicial de la Federación.

Derecho de la mujer a una vida libre de discriminación y violencia. Las
autoridades se encuentran obligadas a adoptar medidas integrales con
perspectiva de género para cumplir con la debida diligencia en su 
actuación.

El derecho de la mujer a una vida libre de discriminación y de violen-
cia se traduce en obligación de toda autoridad de actuar con perspecti-
va de género, lo cual pretende combatir argumentos estereotipados e
indiferentes para el pleno y efectivo ejercicio del derecho a la igualdad.
De conformidad con el artículo 1o. constitucional y el parámetro de re-
gularidad constitucional, la obligación de todas las autoridades de ac-
tuar con la debida diligencia adquiere una connotación especial en ca-
sos de violencia contra las mujeres. En dichos casos, el deber de
investigar efectivamente tiene alcances adicionales. En los casos de
violencia contra las mujeres, las autoridades estatales deben adoptar
medidas integrales con perspectiva de género para cumplir con la de-
bida diligencia. Estas medidas incluyen un adecuado marco jurídico de
protección, una aplicación efectiva del mismo, así como políticas de
prevención y prácticas para actuar eficazmente ante las denuncias. In-
cumplir con esa obligación desde los órganos investigadores y los im-
partidores de justicia puede condicionar el acceso a la justicia de las
mujeres por invisibilizar su situación particular.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 8 días del mes de
marzo de 2017.— Diputados: Cesáreo Jorge Márquez Alvarado, Je-
sús Sesma Suárez (rúbricas).»

La presidenta diputada María Guadalupe Murguía
Gutiérrez: Gracias, diputado Márquez Alvarado. Túr-
nese a la Comisión de Igualdad de Género, para dicta-
men.

LEY SOBRE EL CONTRATO DE SEGURO

La presidenta diputada María Guadalupe Murguía
Gutiérrez: Tiene la palabra la diputada Paola Félix Díaz,
del Grupo Parlamentario de Morena, para presentar en una
misma intervención tres iniciativas. Iniciativa con proyec-
to de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Sobre el Contrato de Seguro; iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 185 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados; e iniciativa con proyec-
to de decreto que adiciona el artículo 43 de la Ley Federal
de Armas de Fuego y Explosivos, por cinco minutos.

La diputada Sara Paola Galico Félix Díaz: Con la venia
de la Presidencia. En donde las grandes empresas abusan
de los ciudadanos con la complacencia de las autoridades
no existe ni justicia ni democracia.

Compañeros y compañeras legisladores, si bien contar con
algún tipo de seguro nos da tranquilidad, el problema co-
mienza cuando las empresas prestadoras de servicios y las
aseguradoras, en contubernio, de manera arbitraria y abusi-
va les imponen un seguro a los ciudadanos que no solicita-
ron, que no quieren y que aun así, los obligan a pagar.

Peor aún. Una vez hecho el cobro, muchos ni siquiera
cuentan con una póliza que haga explícito el beneficio de
las condiciones del seguro y tampoco se les envía el res-
pectivo comprobante fiscal.

La cantidad que cobran por el seguro a veces pasa des-
apercibida en un principio, sin embargo cuando se dan
cuenta y quieren cancelar el seguro, la empresa que lo está
cobrando responde que no es asunto suyo y que deben lla-
mar directamente a la aseguradora. Por supuesto, el teléfo-
no suena, suena, suena, y tarda uno semanas en poderse co-
municar, haciendo de esto un martirio.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 25 de abril de 2017201



El problema es que los usuarios de un servicio, por ejem-
plo de telefonía o bancario que nunca solicitaron un segu-
ro o bien no se enteraron de que era gratis por cierto tiem-
po y que si no lo querían lo debían de cancelar, ven
vulnerados sus derechos debido a que la publicidad en to-
dos los casos es poco clara, engañosa e inexistente.

Es importante resaltar que el conflicto no es entre dos
particulares o entre un particular y un pequeño negocio,
es con una gran empresa que cuenta con los recursos su-
ficientes, incluso con áreas jurídicas completas que se
hacen cargo de cualquier queja que se presenta en contra
de sus servidores.

Para darnos una idea clara de la dimensión del problema,
hay que señalar que la Comisión Nacional para la Protec-
ción y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros,
Condusef, durante el primer semestre del 2015 atendió
aproximadamente 15 mil 513 reclamaciones relacionadas
con la contratación de seguros, de las cuales solamente el
37 por ciento resultaron favorables  para el usuario.

Es por eso que resulta imperativo reformar la Ley sobre el
Contrato de Seguros para establecer que el contrato de se-
guro será válido únicamente con la firma autógrafa del
contratante, para impedir que las empresas aseguradoras
continúen abusando y engañando a las personas, otorgando
seguros sin la autorización de los usuarios.

Lo anterior para evitar que las y los ciudadanos se sigan
viendo afectados por las obligaciones que nunca aceptaron
contraer o que en muchas ocasiones ni siquiera se habían
enterado de que los contrajeron.

Por ello con el fin de evitar dicha práctica se propone esta-
blecer en la ley que los contratos de seguros que no cuen-
ten con la firma autógrafa del contratante, no producirán
efecto alguno legal; que la aseguradora sea sancionada con
el reintegro del doble del total de las primas pagadas a so-
licitud del asegurado, que en un plazo mínimo de 48 horas
posterior a la firma del contrato la aseguradora debe entre-
gar en forma física la póliza correspondiente.

Pongo a su consideración esta iniciativa porque desde esta
Cámara de Diputados debemos de actuar para hacer frente
a los abusos y engaños que afectan a nuestros representa-
dos, sin importar los colores ni partidos, debemos solidari-
zarnos con los miles de ciudadanos que se encuentran in-
defensos ante los abusos de las empresas y las
aseguradoras. Debemos reformar la ley para evitar que los

ciudadanos sean víctimas de arbitrariedades y poner fin de
una por todas a esta problemática.

Es cuanto, presidente, y también agregar que las otras
dos iniciativas fueron turnadas a comisión. Muchísimas
gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley sobre el Contrato de Seguro, a cargo de la dipu-
tada Sara Paola Galico Félix Díaz, del Grupo Parlamenta-
rio de Morena

La suscrita diputada federal integrante de la LXIII Legisla-
tura de la Cámara de Diputados, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, y 72, inciso h), de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, somete a consideración de
esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de decre-
to por el que se adicionan diversas disposiciones a la Ley
sobre Contrato de Seguro, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En México, el sector asegurador presenta un importante
crecimiento, ya que para la población, contratar un seguro
representa contar con mayor seguridad, ante la presencia
de diversas situaciones que pongan en riesgo su patrimonio
(dinero, bines muebles e inmuebles), salud e incluso su vi-
da, toda vez que cuentan con una protección ante alguna
eventualidad.

El artículo 1o. de la Ley sobre el Contrato de Seguros, es-
tablece de acuerdo con sus elementos específicos, el con-
cepto de contrato de seguro, “la empresa aseguradora se
obliga, mediante una prima, a resarcir un daño o a pagar
una suma de dinero al verificarse la eventualidad prevista
en el contrato”1. El cual de manera concisa, tiene como fi-
nes principales2:

• Definir el riesgo que se ha transferido.

• Determinar las condiciones en que el contrato tiene
aplicación.

• Establecer el procedimiento para liquidar los siniestros.

La prima a que se hace referencia en el concepto de con-
trato de seguro “es la aportación económica que ha de pa-
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gar el contratante o asegurado a la compañía aseguradora
por la contraprestación de la cobertura de riesgo que ésta le
ofrece”3.

Actualmente, la ley prevé dos tipos de instituciones de se-
guros: las Compañías de Seguros (instituciones constitui-
das como sociedad anónima cuya función principal es la de
asumir riesgos mediante el pago de una prima); y las insti-
tuciones mutualistas (entidad aseguradora constituida por
la asociación de personas que se reparten entre sí los ries-
gos que individualmente les corresponden, fijando cada
una de ellas lo que habrá de contribuir para resarcir los da-
ños o pérdidas de la colectividad)4.

A pesar de los beneficios que reportan los diversos tipos de
seguros tanto para las personas físicas como los morales,
de unos años para acá, las y los ciudadanos han venido de-
nunciando la solución de un problema que se ha hecho ca-
da vez más recurrente: El cobro de seguros que nunca soli-
citaron.

Las aseguradoras por sí mismas o a través de terceras em-
presas cobran seguros en los estados de cuentas de las tar-
jetas de crédito, débito o departamentales, en los recibos de
telefonía fija o móvil, en las membresías deportivas, entre
otros, sin que dichos seguros hayan sido solicitados y me-
nos autorizados por los usuarios de los servicios a los cua-
les se hace el cobro. Peor aún, una vez hecho el cobro ni si-
quiera cuentan con una póliza que haga explícito el
beneficio y las condiciones del seguro, así como tampoco
se les envía el respectivo comprobante fiscal.

Generalmente son cobros de cantidades mensuales no tan
onerosas que van de los 30 a los 150 pesos mensuales, lo
que muchas veces hace que en primera instancia en los es-
tados de cuenta pasen desapercibidos. El hecho es que los
usuarios del servicio nunca solicitaron el seguro, o bien, no
se enteraron que era gratis por un mes y que si no lo querí-
an deberían haber cancelado, publicidad que en todos los
casos es poco clara, engañosa o inexistente.

En el supuesto de que hayan reclamado a tiempo, se les pi-
de que cancelen vía telefónica, a un número que general-
mente deja en espera de 30 o 40 minutos antes de que un
ejecutivo pueda tomar la llamada, en caso de que no se cor-
te la misma o que el menú de opciones sea eficiente. Ho-
ras, días semanas e incluso meses ha llevado a los ciuda-
danos poder cancelar un seguro, en caso de haberlo logrado
porque en ocasiones es tan complicado que prefieren seguir

pagando una mensualidad por algo que no quieren y que en
los hechos muchas veces tampoco tienen.

Además, cuando acuden personalmente a reclamar a la em-
presa con la que sí contrataron el servicio, la respuesta es
que el producto no es de ellos que pertenece a una empre-
sa aseguradora y que no es posible ningún trámite o cance-
lación ya que son empresas y servicios independientes.

Lo anterior, a pesar de que se carga en el estado de cuenta
de la empresa con la que se solicitó el servicio (tarjeta de
crédito, telefonía, televisión de paga, membresía, entre
otros) y la cual autorizó el uso de los datos personales, au-
torizó el cargo del seguro y además obliga al pago del mis-
mo, ya que éste va asociado al crédito o al servicio. Por lo
tanto, negarse a pagar el seguro, implica no pagar una par-
te del crédito o el servicio con las consecuencias consabi-
das, tales como: interés moratorio, penalización por pago
tardío, interés sobre interés, cancelación del servicio, buró
de crédito, etcétera, etcétera, etcétera.

Generalmente, los seguros son: de vida, gastos médicos,
asistencia vial, asistencia jurídica, desempleo, robo, asis-
tencia en el hogar, entre otros. Existen casos tan absurdos
que los usuarios pagan seguros de asistencia vial para au-
tomóviles y no tienen auto.

Resulta importante resaltar el hecho de que estos proble-
mas no se tratan de conflictos entre dos particulares o en-
tre un particular y un pequeño negocio, sino que se trata de
una clara desigualdad entre empresas multimillonarias
(transnacionales) que tienen los recursos económicos y ju-
rídicos suficientes para presionar a los particulares. En tan-
to que los particulares son ciudadanos que en la inmensa
mayoría de las veces quedan en estado de vulnerabilidad e
indefensos ante estas empresas: obreros, estudiantes, amas
de casa, empleados, trabajadores independientes, etcétera,
que no cuentan ni con los recursos necesarios, ni con el
tiempo para hacer frente a estos grandes consorcios.

De acuerdo con la Comisión Nacional para la Protección y
Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros, durante
el primer semestre de 2015, atendió reclamaciones en ma-
teria de seguros, destacándose lo siguiente:

• Se presentaron 15 mil 513 reclamaciones relacionadas
con la contratación de seguros, de las cuales, 37.5 por
ciento resultaron favorables para el usuario.
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• De los casos favorables, un 47 por ciento concierne a
seguro de vida, 31 por ciento a seguro de automóvil, 6
por ciento a seguro contra accidentes personales y 4 por
ciento a seguro para gastos médicos mayores.

• Respecto a las causas, los cinco temas más recurrentes
son: incumplimiento con los términos del contrato o pó-
liza, negativa en el pago de indemnización, cancelación
no atendida del contrato o póliza no contratada, solici-
tud de cancelación del contrato no atendido o aplicado e
inconformidad con el monto de la indemnización5.

A este respecto, es de precisar que el marco legal vigente
regula que el contrato de seguro se perfecciona desde el
momento en que el proponente tuviere conocimiento de la
aceptación de la oferta (art. 21 de la Ley sobre el Contrato
de Seguro), es decir no necesariamente debe constar en do-
cumento alguno, toda vez que no se establece cómo debe
ser ese conocimiento, por lo que ha de entenderse que el
consentimiento puede ser expreso o tácito.

El Código Civil Federal, en el artículo 1803, precisa que se
debe entender por consentimiento expreso o tácito, enten-
didos como:

• Será expreso cuando la voluntad se manifiesta verbal-
mente, por escrito, por medios electrónicos, ópticos o
por cualquier otra tecnología, o por signos inequívocos.

• El tácito resultará de hechos o de actos que lo presu-
pongan o que autoricen a presumirlo, excepto en los ca-
sos en que por ley o por convenio la voluntad deba ma-
nifestarse expresamente.

Ante este escenario, resulta imperativo reformar el artículo
19 y 21 de la Ley sobre el Contrato de Seguro, para esta-
blecer que el contrato de seguro se perfeccionará con la fir-
ma autógrafa del contratante, con lo cual, las empresas
aseguradoras estarán imposibilitadas de continuar con el
otorgamiento de seguros sin la autorización de los usua-
rios, evitando se enfrenten a las obligaciones que nunca
aceptaron contraer o que en muchas ocasiones ni siquiera
se habían enterado de que las contrajeron.

Asimismo, con el objeto de evitar que las empresas conti-
núen otorgando seguros sin el consentimiento de los usua-
rios, se propone la adición de un artículo 31 Bis, que esta-
blezca, que los contratos de seguros concertados sin que se
cuente con la firma autógrafa del contratante, no produci-
rán efecto legal alguno, sin perjuicio del derecho del con-

tratante o asegurado de pedir el reintegro de las primas pa-
gadas, mismas que deberán ser restituidas por la asegura-
dora por el doble de la cantidad pagada.

Finalmente, es necesario reformar el artículo 20, a fin de
establecer que en un plazo no mayor a 48 horas posteriores
a la firma del contrato de seguro, la empresa responsable
deberá entregar al contratante en formato físico la póliza
correspondiente, con el fin de brindar seguridad y evitar
confusiones en las coberturas contratadas por cada usuario.

Es necesario contar con una legislación que proteja al usua-
rio de las empresas que incurren en prácticas no éticas, de-
bemos de tener en cuenta es un problema que afecta a mi-
les de personas a nivel nacional, e incluso a nosotros
mismos, quienes en algún momento de nuestra vida tam-
bién hemos sido víctimas de estos hechos, o en algún mo-
mento podemos llegar a serlo.

Por lo anteriormente fundado, se somete a consideración el
siguiente proyecto de

Decreto por el que se adicionan diversas disposiciones
de la Ley sobre el Contrato de Seguro

Artículo Único. Se reforma el artículo 19; se adiciona un
último párrafo al artículo 20; se reforma la fracción I, del
artículo 21; y, se adiciona un artículo 31 bis, todos de la
Ley sobre el Contrato de Seguro, para quedar como sigue:

Artículo 19. Para fines de prueba, el contrato de seguro,
así como sus adiciones y reformas, se harán constar por es-
crito. Ninguna otra prueba, salvo la confesional, será ad-
misible para probar su existencia.

Artículo 20. La empresa aseguradora estará obligada a en-
tregar al contratante del seguro, una póliza en la que cons-
ten los derechos y obligaciones de las partes. La póliza de-
berá contener: 

I. Los nombres, domicilios de los contratantes y firma
de la empresa aseguradora; 

II. La designación de la cosa o de la persona asegurada; 

III. La naturaleza de los riesgos garantizados; 

IV. El momento a partir del cual se garantiza el riesgo y
la duración de esta garantía; 
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V. El monto de la garantía; 

VI. La cuota o prima del seguro; 

VII. En su caso, la mención específica de que se trata de
un seguro obligatorio a los que hace referencia el artí-
culo 150 Bis de esta ley, y 

VIII. Las demás cláusulas que deban figurar en la póli-
za, de acuerdo con las disposiciones legales, así como
las convenidas lícitamente por los contratantes.

En un plazo no mayor a 48 horas posteriores a la fir-
ma del contrato de seguro, la empresa aseguradora
deberá entregar al contratante en formato físico la
póliza a que se refiere el presente artículo.

Artículo 21. El contrato de seguro:

I. Se perfecciona con la firma autógrafa del contra-
tante. En los seguros mutuos será necesario, además,
cumplir con los requisitos que la ley o los estatutos de la
empresa establezcan para la admisión de nuevos socios.

II. No puede sujetarse a la condición suspensiva de la
entrega de la póliza o de cualquier otro documento en
que conste la aceptación, ni tampoco a la condición del
pago de la prima;

III. Puede celebrarse sujeto a plazo, a cuyo vencimiento
se iniciará su eficacia para las partes, pero tratándose de
seguro de vida, el plazo que se fije no podrá exceder de
treinta días a partir del examen médico, si éste fuere ne-
cesario, y si no lo fuere, a partir de la oferta.

Artículo 31 Bis. Los contratos concertados en contra-
vención a lo dispuesto en la fracción I, del artículo 21 de
esta ley, no producirán efecto legal alguno, sin perjuicio
del derecho del contratante o asegurado de pedir el
reintegro de las primas pagadas. Las cuales deberán ser
restituidas por la aseguradora por el doble de la canti-
dad pagada.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/211.pdf

2 http://www.seguros-seguros.com/contrato-de-seguros.html

3 Idem.

4 http://www.seguros-seguros.com/seguros-instituciones.html

5 http://www.condusef.gob.mx/Revista/index.php/seguros/577-segu-
ro-que-tu-seguro-es-seguro

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de abril de 2017.— Diputadas:
Sara Paola Galico Félix Díaz, Blanca Margarita Cuata Domíngez
(rúbricas).»

La presidenta diputada María Guadalupe Murguía
Gutiérrez: Gracias diputada Paola Félix Díaz. Túrnese
a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

La diputada Sara Paola Galico Félix Díaz: «Iniciativa
que reforma el artículo 185 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, a cargo de la diputada Sara Paola Galico Fé-
lix Díaz, del Grupo Parlamentario de Morena

La suscrita, diputada federal integrante de la LXIII Legis-
latura de la Cámara de Diputados, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72, inciso h), de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a consideración
de esta soberanía la presente Iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reforman los numerales 3, 4 y 5 del ar-
tículo 182; numeral 2 del artículo 183, numeral 2 del artí-
culo 184 y el numeral 1 del artículo 185 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, al tenor de la siguiente

Exposición de motivos

El proceso legislativo se entiende como el conjunto de pa-
sos a seguir para producir una modificación legal o para
expedir una nueva ley, este procedimiento se encuentra re-
gulado en la Constitución, en la Ley Orgánica del Congre-
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so y en el Reglamento de la Cámara de Diputados. Dicho
procedimiento está compuesto por seis pasos, a saber: ini-
ciativa, discusión, aprobación, sanción, publicación e ini-
ciación de vigencia.1

La iniciativa es el acto jurídico por el cual da inicio el pro-
ceso legislativo. 

El derecho de iniciar leyes o decretos compete por manda-
to de la ley fundamental a:

1. El presidente de la república;

2. Los diputados y senadores al Congreso de la Unión;

3. Las Legislaturas de los estados y de la Ciudad de Mé-
xico; y

4. Los ciudadanos.

El derecho de iniciativa, como se establece en el Regla-
mento de la Cámara de Diputados (RCD), implica también
el derecho a ser retirada.

Todo derecho para que sea efectivo implica una obligación,
en este caso, a ser dictaminada en sentido positivo o nega-
tivo y, desde luego, a ser votada en el seno de la o las co-
misiones respectivas y por el pleno; sin embargo esto no
siempre es así de ahí el objeto de la presente iniciativa.

El RCD establece en el artículo 77 que:

1. “El derecho de iniciativa es irrestricto, pero en el ca-
so de las que presenten las diputadas y los diputados, su
turno se sujetará a los requisitos y trámites establecidos
en este Reglamento. 

2. El derecho de iniciativa comprende también el dere-
cho a retirarla, éste lo podrá ejercer sólo el autor, desde
el momento de su admisión y hasta antes de que la co-
misión o comisiones a las que se haya turnado acuerden
un dictamen o antes de que se tenga por precluida la fa-
cultad para dictaminar…

3. ………………………

4. ………………………”

La preclusión viola el derecho de los iniciantes, toda vez
que si bien no se les impide la presentación tampoco se les

asegura el análisis de su propuesta. Derecho que como he-
mos dicho líneas atrás está ordenado por la Constitución.
La decisión de no analizar, discutir y resolver sobre una
propuesta es discrecional; es decir, no existe un motivo
justificado legalmente para ello, si bien la carga de tra-
bajo de las dictaminadoras, la falta de tiempo y de per-
sonal ha sido el argumento esgrimido para ello, también
es verdad que muchas veces la preclusión responde a
consideraciones “políticas”, entendiendo por éstas inte-
reses particulares.

La preclusión atenta en contra de la naturaleza deliberativa
de la Cámara de Diputados y de sus comisiones, así como
contra el objeto de creación de las mismas.

Como lo señala la norma reglamentaria, las comisiones son
órganos constituidos por el pleno, que a través de la elabo-
ración de dictámenes, informes, opiniones o resoluciones,
contribuyen a que la Cámara cumpla sus atribuciones cons-
titucionales y legales.

De ahí que el citado Reglamento establece que un asunto
podrá ser sometido a discusión y votación del pleno sin que
se presente el dictamen de comisión respectivo cuando se
trate de iniciativas que no hubieran sido dictaminadas por
la comisión responsable, lo cual por práctica parlamentaria
no se lleva a cabo, lo que implica que se está violando la
norma.2 Sin embargo, lo anterior no se lleva a cabo por
“práctica parlamentaria”, la cual, dicho sea de paso, nunca
podrá estar por encima de las normas jurídicas.

A mayor abundamiento, es de señalar que la norma ordena
que no se puede someter a consideración una iniciativa que
no cumpla con los mínimos requisitos jurídicos y técnicos.
Revisión que está a cargo de la Conferencia y la cual no lle-
va a cabo. 

La situación anómala empieza en que los grupos parla-
mentarios no han logrado a través del tiempo lograr una
adecuada estructura y orden en sus agendas legislativas,
cuando una de las funciones del Grupo Parlamentario es
precisamente promover la actuación coordinada de los
diputados y diputadas, a efecto de llevar a cabo el ejercicio
y el cumplimiento de sus atribuciones constitucionales y
legales establecidas en sus principios, postulados, platafor-
ma electoral y agenda legislativa del partido del que for-
man parte.3

De igual forma, la Conferencia para la Dirección y Progra-
mación de los Trabajos Legislativos y la Secretaría de Ser-
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vicios Parlamentarios no cumplen cabalmente con la fun-
ción legalmente establecida. Así, la dictaminación y el sen-
tido de la misma, lamentablemente las más de las ocasio-
nes, responden a otros intereses y no necesariamente al de
la modernización y el perfeccionamiento de las leyes.

Si bien, como lo veremos en los cuadros posteriores las ini-
ciativas en cada legislatura se cuentan por miles, también
debemos reconocer que no todas presentan los requeri-
mientos mínimos de técnica legislativa y que muchas de
ellas presentan inconsistencias o contradicciones jurídicas,
lo cual, merece un análisis sobre los mecanismos de con-
trol de calidad internos de la Cámara, ya que ni los grupos
parlamentarios, ni los órganos técnicos de apoyo están
cumpliendo con su función cabalmente. Incluso, los cinco
centros de estudio con que cuenta la Cámara no resultan en
un apoyo legislativo efectivo para las y los legisladores en
el cumplimiento de sus más importantes funciones: legislar
y controlar los actos del Poder Ejecutivo. De ahí que la pre-
clusión ha sido una salida fácil, que aunque normada re-
sulta ser anticonstitucional e indigna para el Poder Legisla-
tivo y sus integrantes.

¿Para qué sirve toda la infraestructura, todos los recursos
humanos y materiales si no se usan en beneficio del traba-
jo legislativo?

Para darnos una idea de la cantidad de asuntos turnados, en
las últimas dos legislaturas (LXI y LXII), y en lo que va de
la actual (LXIII), la numeralia es la siguiente:

Se aprobó el 12.6% y se desechó el 86.6% (del cual el 93.48%
fueron iniciativas de diputadas y diputados federales).

Se aprobó el 33.7% y se desechó el 25.3% (del cual el
98.63% fueron proposiciones de diputadas y diputados 
federales).

Se aprobó el 13.9% y se desechó el 74.3% (del cual el 94.41%
fueron iniciativas de diputadas y diputados federales).
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Se aprobó el 53.1% y se desechó el 36.4% (del cual el
95.32% fueron proposiciones de diputadas y diputados fe-
derales).

Se ha aprobado el 11.2% y fue desechado el 13.7% (del
cual el 95.86% fueron iniciativas de diputadas y diputados
federales).

Se ha aprobado el 41.0% y fue desechado el 29.6% (del
cual el 98.60% fueron proposiciones de diputadas y dipu-
tados federales).

Es de fundamental importancia aclarar que en el rubro de
desechadas se encuentran las que fueron dictaminadas en
contra, pero también todas las precluidas. Información que
no es clara para la ciudadanía ya que únicamente se cita el
artículo por el que se desechó, pero no se especifica si fue
dictaminada en contra o precluyó. Lo cual atenta, además,
contra el principio de máxima publicidad y obstaculiza una
rendición de cuentas efectiva.

La ciudadanía tiene derecho a acceder de manera ágil y rá-
pida a la información de sus representantes populares, por
lo que debe conocer si la propuesta precluyó o si se dicta-
minó en contra y cuáles fueron los argumentos, así como el
sentido de la votación de cada uno de los legisladores que
integran la comisión, lo cual le permitirá decidir en futuros
procesos electorales o incluso acercarse a sus representan-
tes para que enarbolen sus demandas.

En síntesis, pensar que el rezago legislativo se puede aba-
tir violando el derecho de iniciativa, mandando al cajón de
la ignominia las propuesta legislativas, escondiendo la in-
formación y anteponiendo intereses personales es una sali-
da no sólo fácil sino también falsa.

La preclusión de una propuesta no precluye las demandas
ciudadanas; al contrario, las perpetua, ya que se evita el
análisis y la solución de las mismas.
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Por ello, es preciso legislar al respecto con responsabilidad
y también con racionalidad, toda vez que el desorden le-
gislativo y el rezago no se van a resolver con un decreto,
sino con voluntad y trabajo permanente. De ahí que se pro-
pone ir paso a paso y corregir cada uno de los problemas
actuales hasta lograr la sinergia adecuada que permita la
conformación de una Cámara de Diputados moderna y
eficiente.

En razón de lo anterior, se propone en esta iniciativa abor-
dar sólo uno de los tantos problemas que existen al interior
de la Cámara de Diputados, perfeccionar la figura de la
prórroga, subsanando lagunas y dobles interpretaciones
que eviten la discrecionalidad de la práctica legislativa que
cambia de acuerdo con la coyuntura de cada legislatura,
para lo que es preciso establecer reglas claras que posibili-
ten a las comisiones ordinarias el cabal cumplimiento de
sus funciones, al contar con el tiempo suficiente para estu-
diar los asuntos de su competencia y por lo tanto, combatir
el rezago legislativo en beneficio del derecho de los ini-
ciantes y de sus representados.

El origen etimológico, para poder conocer y entender el
significado de la palabra “prórroga” se encuentra en el
latín “prorogare”, que es la unión de las dos partes 
siguientes:4

-El prefijo: “pro”, que es equivalente a “hacia delante”.

-El verbo: “rogare”, que se puede traducir como “pedir”
o “tratar de obtener”.

Por tanto, “prorrogar” es extender un determinado plazo,
para ampliar un periodo adicional.

El Reglamento de la Cámara de Diputados concede prórro-
ga a las comisiones legislativas para dictaminar los asuntos
sometidos a su consideración. La Mesa Directiva de la Cá-
mara de Diputados es la encargada de resolver la petición
que realice la Junta Directiva de la Comisión que está a
cargo de la dictaminación del asunto, para ampliar el plazo
legal considerado para desahogar el estudio de éste”.

Actualmente, por práctica parlamentaria, el uso de la pró-
rroga se utiliza discrecionalmente al igual que la concesión
de la misma, particularmente porque existen preceptos en
el Reglamento cuya redacción dan paso a la ambigüedad y
por lo tanto a diversas interpretaciones.

En el RCD se establece que se podrá conceder una sola
prórroga por proyecto, bajo las consideraciones de los artí-
culos 183 y 185, que establecen lo siguiente:

“Artículo 183.

1. La comisión que considere conveniente prorrogar la
decisión del asunto turnado deberá hacer la solicitud al
presidente, por conducto de su Junta Directiva, dentro
del término para dictaminar, establecido en el artículo
anterior.

2. La Mesa Directiva deberá resolver las solicitudes de
prórroga, considerando las circunstancias y argumentos
de la petición. En caso de otorgarse, las comisiones ten-
drán hasta cuarenta y cinco días más, contados a
partir del día siguiente en que se hubiese cumplido el
término.

3. No podrá haber más de una prórroga.

4. …………………………….”

“Artículo 185

1. Cuando se trate de asuntos que por su naturaleza re-
quieran de un plazo distinto, la comisión deberá solici-
tar a la Mesa Directiva, por conducto de su Junta Direc-
tiva, dentro del término para dictaminar, el tiempo
necesario para la formulación del dictamen. En la so-
licitud se establecerán las circunstancias y argumentos
para tal fin”.

En la práctica, lo que sucede es que las comisiones gene-
ralmente solicitan prórroga en base al 183; sin embargo,
muchas veces los asuntos requieren un tiempo mayor para
ser analizados y discutidos, quedándose sin ninguna posi-
bilidad de hacerlo porque una vez solicitada ésta (de hasta
45 días), si requieren mayor tiempo y lo solicitan a la Me-
sa, éste les es negado con el argumento de que el Regla-
mento es claro al señalar que no podrá haber más de una
prórroga, no obstante que el artículo 185 citado a la letra en
líneas anteriores establece que si la naturaleza del asunto lo
requiere, la comisión deberá solicitar “dentro del término
para dictaminar” el tiempo necesario para la formulación
del dictamen, estableciendo en la solicitud las circunstan-
cias y argumentos para tal fin.

Así, en la práctica “el término para dictaminar” es den-
tro de los primeros 45 días; sin embargo, de la lectura
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del artículo se entiende o puede entender que es dentro de
los primeros 90 días, es decir los 45 del término máximo
establecido en el artículo 182 y los 45 de la prórroga del
183, de ahí que el 185 es la excepción considerando la na-
turaleza del asunto y el fundamento para solicitar no otra
prórroga, sino, como el propio artículo lo ordena, un pla-
zo distinto.

Para el caso de las reformas constitucionales, de acuerdo
con el artículo 89 del RCD, el tiempo máximo para dicta-
minar es de 90 días y la prórroga hasta por 90 días más. Sin
embargo, para al momento de querer solicitar la excepción
prevista en el 185, corren la misma suerte. Les es negada
bajo los mismos argumentos ya señalados.

Ante la falta de claridad y posibilidad interpretativa a que
dan lugar los preceptos señalados, la práctica parlamenta-
ria dictada por la Mesa Directiva ha resuelto que desde un
inicio se debe solicitar la prórroga con fundamento en el
183 o en el 185, lo cual ha derivado en que las comisiones,
ya avanzada la legislatura y con base en la experiencia pre-
via de los primeros meses, soliciten la prórroga siempre
con fundamento en el artículo 185, debido a que general-
mente la Mesa concede la misma por un plazo que va de
los 120 a las 180 días.

La práctica parlamentaria referida atenta contra la natura-
leza de ambas disposiciones, toda vez que:

A) El artículo 182 establece que “Todo asunto turnado a
comisión deberá ser resuelto por ésta, dentro de un tér-
mino máximo de cuarenta y cinco días, a partir de la
recepción formal del asunto, con las salvedades que es-
te Reglamento y la Constitución establecen.

Las salvedades son la iniciativa con carácter de “prefe-
rente” del Ejecutivo federal, y lo establecido en los artí-
culos 89, 183 y 185.

B) El 183 establece una prórroga de hasta 45 días, por
lo que se entiende que el término para dictaminar es de
90 días; y

C) El 185 que establece una excepción para solicitar el
tiempo necesario para la formulación del dictamen.

En razón de lo anterior, se somete a consideración de esta
asamblea la presente iniciativa con proyecto de

Decreto

Único. Se reforma el artículo 185 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados para quedar como sigue:

Artículo 185.

1. Cuando se trate de asuntos que por su naturaleza requie-
ran de un plazo distinto, la comisión deberá solicitar a la
Mesa Directiva, por conducto de su Junta Directiva, el
tiempo necesario para la formulación del dictamen, sin
perjuicio de las prórrogas establecidas en este Regla-
mento para dictaminar las iniciativas de reformas de
ley o decreto, constitucionales y minutas. En la solicitud
se establecerán las circunstancias y argumentos debida-
mente motivados para tal fin.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación

Notas

1 http://www.diputados.gob.mx/bibliot/publica/prosparl/iproce.htm

2 Art. 184 del Reglamento de la Cámara de Diputados. 

ht tp: / /www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/Reg_Dipu-
tados_220317.pdf

3 Artículo 18 del Reglamento de la Cámara de Diputados. 

ht tp: / /www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/Reg_Dipu-
tados_220317.pdf

4 http://etimologias.dechile.net/?pro.rroga

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de abril de 2017.— Diputadas:
Sara Paola Gálico Félix Díaz, Blanca Margarita Cuata Domíngez (rú-
bricas).»

La presidenta diputada María Guadalupe Murguía
Gutiérrez: Se turna a la Comisión de Régimen, Regla-
mentos y Prácticas Parlamentarias, para dictamen.
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LEY FEDERAL DE ARMAS DE FUEGO Y EXPLOSIVOS

La diputada Sara Paola Galico Félix Díaz: «Iniciativa
que adiciona el artículo 43 de la Ley Federal de Armas de
Fuego y Explosivos, a cargo de la diputada Sara Paola Ga-
lico Félix Díaz, del Grupo Parlamentario de Morena

La suscrita diputada integrante de la LXIII Legislatura de
la Cámara de Diputados, con fundamento en lo dispuesto
en los artículos 71, fracción II, y 72, inciso h), de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así co-
mo en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de es-
ta soberanía la presente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se adiciona el párrafo segundo al artículo 43 de
la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, al tenor
de la siguiente

Exposición de Motivos

El trabajo infantil es un problema mundial que está presen-
te en México, el cual constituye una violación a los dere-
chos de niños, niñas y adolescentes; entre los derechos que
viola se encuentran el sano crecimiento, la educación, el
derecho al juego, al deporte y a estar protegidos contra la
explotación. En todos los países el trabajo infantil es un
obstáculo para el desarrollo social y económico, teniendo
como principal consecuencia la transmisión intergenera-
cional de la pobreza así como perpetuar las desigualdades
existentes.

A nivel mundial es bastante difícil obtener una cifra que in-
dique el número y la proporción de niños/as que trabajen
debido a que no existen estadísticas fiables y comparables
en todos los países, ya que el trabajo infantil no siempre se
registra, o bien, las estadísticas disponibles dan una idea
fragmentada porque sólo toman en cuenta a quienes tienen
como actividad principal el trabajo, con lo que se excluye
a los que estudian y trabajan; o quienes trabajan como asa-
lariados, que constituyen generalmente una proporción
muy reducida del total de la mano de obra infantil; o bien,
a las y los menores con edades comprendidas entre 10 y 14
años, con lo que se deja de lado menores de diez años cu-
yo número es bastante importante1.

Según datos del Fondo de las Naciones Unidas para la In-
fancia (UNICEF), para 2014, 15 por ciento de los niños y
niñas de todo el mundo realizaban trabajos que menosca-
ban su derecho contra la explotación económica e infringen
otros derechos2.

De acuerdo con la Organización Internacional del Trabajo
(OIT) la mano de obra infantil está compuesta por trabaja-
dores familiares no remunerados, es decir, en el marco de
una empresa de tipo familiar, lo cual genera gran preocu-
pación debido a que muchos niños comienzan a trabajar
muy jóvenes, la gran mayoría pertenecen al grupo de
edades entre 10 y 14 años, pero la proporción de meno-
res de 10 años es bastante importante también lo que ge-
nera mayor vulnerabilidad en riesgos físicos propios de
su ocupación.

Las principales causas del trabajo infantil son la pobreza, el
alto precio de las inversiones educativas y la imposibilidad
de la familia para pagar la escuela; la pobreza es la princi-
pal causa que obliga a muchos niños y niñas a trabajar pa-
ra asegurar ingresos y hace casi imposible que sus padres
puedan invertir en su educación, la cual requiere de coste-
ar libros, ropa, transporte, artículos escolares, entre otros; a
esto se suma que el tamaño de las familias influye en la de-
cisión de que los y las niñas trabajen. La OIT indica que
existe una relación entre la cantidad de miembros en una
familia y la probabilidad más elevada de que los niños tra-
bajen y de que sean menores los índices de asistencia y fi-
nalización de los estudios3.

No todas las tareas realizadas por los niños/as se clasifican
como trabajo infantil que viole sus derechos, debe distin-
guirse entre su participación en trabajos que no atentan
contra su salud y desarrollo personal ni interfieren con su
educación y que se considera positiva y provechosa para su
experiencia, bienestar familiar y como preparación para ser
miembros productivos de la sociedad en edad adulta.4

La OIT define el trabajo infantil como todo trabajo que pri-
va a los niños de su niñez, su potencial y su dignidad y es
perjudicial para su desarrollo físico, en algunos casos pue-
de generarse en situaciones de peligro para el bienestar fí-
sico, mental o moral del niño/a, el cual es uno de los ejes
centrales de la presente iniciativa. 

Conforme al convenio número 182 de la OIT, se define al
trabajo peligroso como toda actividad u ocupación que por
su naturaleza o características tiene o puede producir efec-
tos perjudiciales en la seguridad, la salud y el desarrollo
moral de las y los infantes. En general, el trabajo peligroso
puede incluir: horarios nocturnos y prolongados; exposi-
ción al abuso de orden físico, psicológico o sexual; los tra-
bajos que se realizan bajo tierra o agua, alturas peligrosas
o espacios confinados; con maquinaria, equipos y herra-
mientas peligrosas, o que implican la manipulación o el
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transporte de cargas pesadas; y aquellos que se realizan en
un medio insalubre, por ejemplo, donde estén expuestos a
sustancias, agentes o procesos peligrosos, o bien a tempe-
raturas o niveles de ruido o de vibraciones perjudiciales pa-
ra la salud.

De acuerdo con la Secretaría del Trabajo y Previsión So-
cial, en el libro con título El trabajo infantil en México:
Avances y desafíos, publicado en 2014, el trabajo peligroso
realizado por niñas, niños y adolescentes, con frecuencia se
considera una categoría aproximada de las peores formas
de trabajo infantil. Esto obedece, principalmente, a la difi-
cultad de obtener datos nacionales confiables sobre las pe-
ores formas distintas al trabajo peligroso, como la explota-
ción sexual comercial y los niños implicados en conflictos
armados; y a que las y los infantes en trabajo peligroso re-
presentan la mayoría de aquéllos involucrados en las peo-
res formas.

Distinta normativa nacional e internacional hace referencia
al término peores formas de trabajo, el artículo 3 del con-
venio 182 de la OIT lo define, entre otras características,
como aquel que “por su naturaleza o por las condiciones en
que se lleva a cabo, es probable que dañe la salud, la segu-
ridad o la moralidad de los niños” esta organización consi-
dera para esta categoría la industria, donde son comunes
las quemaduras y heridas graves, están expuestos a pro-
ductos y sustancias químicas peligrosas; pueden verse
afectados por sustancias tóxicas como el mercurio y el plo-
mo, y desarrollar deficiencias crónicas como la silicosis
(enfermedad de los pulmones).

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
en su artículo 123, apartado A, fracción II; la Ley Federal
del Trabajo en sus artículos 23, 175 y 176, así como la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes,
entre otros cuerpos normativos, prohíben cualquier tipo de
actividad que se considere peligrosa.

En México 3.6 millones de niños, niñas y adolescentes en-
tre 5 y 17 años de edad están trabajando. Ante la ausencia
de estadísticas confiables, en 2007 la Secretaría del Traba-
jo conjuntamente con el Instituto Nacional de Estadística y
Geografía (Inegi) y con el apoyo técnico de UNICEF y de
la OIT, incorporó un módulo de medición del trabajo in-
fantil en la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo del
cuarto trimestre de ese año, a fin de obtener información
actualizada sobre la incidencia del trabajo infantil en
México5.

Algunos de los resultados que arrojó este módulo fueron
los siguientes: el trabajo infantil no está extendido en igual
medida entre los niños y las niñas: los niños trabajadores
superan casi el doble en número a las niñas que trabajan:
67 por ciento de los niños entre 5 y 17 años trabaja
(2,441,070), en comparación con 33 por ciento niñas
(1,205,997).6 La población infantil que trabaja se concen-
tra fundamentalmente en las áreas menos urbanizadas de
México, y el porcentaje de trabajadores infantiles en estas
zonas es también más elevado que en las más pobladas. La
presencia de niños y niñas trabajadoras menores de 14 años
en las localidades más pequeñas supera a la de las ciuda-
des. Aproximadamente 7 de cada 10 trabajadores entre 5 y
17 años viven en las zonas rurales de México, y 3 de cada
10 en las ciudades, lo que equivale a 1,114,991 niños y ni-
ñas residiendo en las capitales de los estados y/o en las lo-
calidades con 100,000 habitantes y más, y a 2,532,076 tra-
bajadores infantiles en las áreas de menor tamaño
poblacional. La mayor parte de los niños y las niñas de Mé-
xico que trabajan lo hace por razones asociadas con la ne-
cesidad de aportar recursos (bienes y/o servicios) al hogar.
Aproximadamente 24 por ciento de los trabajadores entre 5
y 17 años se concentra en tres entidades: estado de Méxi-
co, Jalisco y Puebla. El 52.8 por ciento se distribuye en la
cuarta parte de los estados: además de los anteriores, Mi-
choacán, Veracruz, Guerrero, Chiapas y Guanajuato. 23.8
por ciento de los niños y las niñas de México entre 5 y 13
años que trabajan reside en Puebla, Jalisco o Guerrero.
52.6 por ciento se reparte en estos estados y Michoacán,
Oaxaca, estado de México, Guanajuato y Veracruz.

Según datos del Inegi, de 2007 a 2013 se reportó una dis-
minución de 1.1 millones de niñas, niños y adolescentes
desempeñando alguna actividad económica, cifra que pasó
de 3.6 millones (12.5 por ciento) a 2.5 millones (8.6 por
ciento). Por sexo, en 2013 la tasa fue de 11.4 por cada 100
niños y para las mujeres, de 5.8 por cada 100 niñas. Del to-
tal de niñas, niños y adolescentes ocupados, 15.1 por cien-
to tiene de 5 a 11 años; 26 por ciento son adolescentes de
12 a 14 años; mientras que la mayor proporción se presen-
ta en el grupo de adolescentes de 15 a 17 años (58.9 por
ciento). Lo anterior, muestra que cuatro de cada 10 niñas,
niños y adolescentes ocupados son menores de la edad mí-
nima de admisión al empleo.7

La industria manufacturera es uno de los sectores laborales
en que los y las niñas trabajan en situaciones peligrosas.
Dentro de este sector se encuentra la pirotecnia (fabrica-
ción y manejo de fuegos artificiales), la cual es de alto ries-
go, debido a la manipulación de pólvora y otros materiales
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explosivos, así como a las precarias condiciones técnicas y
de seguridad del proceso. Esta industria es considerada co-
mo una de las peores formas de trabajo infantil ya que la
pólvora utilizada en la producción es altamente explosiva,
tóxica e inflamable y se lleva a cabo en hogares o talleres
carentes de medidas de seguridad e higiene que ponen en
grave riesgo la integridad de los menores8. Algunas de las
sustancias a las que están expuestos/as, aparte de la pólvo-
ra es el nitrato, cobre, sodio, bario, entre otras. Dentro de
los riesgos más frecuentes están las quemaduras y amputa-
ciones e incluso la muerte a causa de las explosiones.

Si bien no existen cifras oficiales sobre la cantidad de me-
nores de edad que laboran en la industria de la pirotecnia,
es sabido que en muchas ocasiones, éste es un negocio fa-
miliar que se ha heredado de generación en generación
constituyendo el sustento de muchas familias, así como
una tradición arraigada en las comunidades cuya actividad
económica principal es dicha actividad. Tampoco existen
cifras de cuántos de estos menores de edad estudian y tra-
bajan o cuántas horas dedican al negocio familiar, lo que sí
existen son testimonios de estas familias, cuyo miembros
reportan que desde muy temprana edad aprenden y apoyan
en distintas labores dentro de esta industria. Existen innu-
merables entrevistas hechas por distintos medios de comu-
nicación en las cuales expresan que desde edades muy tem-
pranas aprenden este oficio y ayudan a sus familias.

En Michoacán, por ejemplo, existen familias que ya tienen
116 años trabajando en la pirotecnia, donde los hijos y los
nietos trabajan en esta industria9.

En el estado de México existen también distintos lugares
para la venta de fuegos artificiales, donde la tradición tam-
bién es heredada por la familia y es común que niños y ni-
ñas empiecen a trabajar desde los 12 años10.

El primer y mayor productor de pirotecnia es Tultepec, en
el estado de México, donde 80 por ciento de la población
depende de esta industria y donde es común que este oficio
se aprenda desde muy temprana edad.

Ahora bien, las y los menores de edad susceptibles de su-
frir estos riesgos no es exclusiva de las y los que laboran
ahí, sino de quienes están en los lugares donde se almace-
nan o comercian dichos productos, ya sea como visitantes,
acompañantes y/o compradores.

En México los fuegos artificiales se venden a cualquier
persona desde los más pequeños (luces de bengala, petar-

dos, cuetes, palomas, etcétera), hasta los llamados “casti-
llos” y “toritos”. Existen distintas fiestas tradicionales don-
de el principal motivo de diversión y asombro de las per-
sonas son los fuegos artificiales, tal es el caso del 15 de
septiembre, 12 de diciembre, 31 de diciembre, entre
otras fechas religiosas y de carácter histórico. En la Ciu-
dad de México se pueden adquirir productos a precios
bastante económicos en los mercados como la Merced,
Sonora y Tepito, mismos que operan sin los permisos
correspondientes11. 

Nuestro país ocupa el segundo lugar de Latinoamérica en
la elaboración de fuegos artificiales, teniendo únicamente
tres talleres que reúnen las condiciones de calidad y segu-
ridad para competir a escala internacional12. Aunque la in-
dustria ha evolucionado mucho, la manipulación de estos
explosivos sigue produciendo miles de heridos y víctimas
en todo el país, basta recordar que:

• El 26 de septiembre de 1999 estalló un depósito clan-
destino que almacenaba cuatro toneladas de pólvora y
fuegos artificiales en Celaya, Guanajuato, dejando 72
muertos y cerca de 350 heridos13. 

• El 31 de diciembre de 2002, en el puerto de Veracruz,
se registró una violenta explosión en el mercado Miguel
Hidalgo, provocada por un almacén clandestino de fue-
gos artificiales, con un saldo oficial de 29 muertos, 35
heridos y 52 desaparecidos14. Entre las personas que fa-
llecieron se encontraban niños y niñas de 10 a 15 años
de edad15.

• El 15 de septiembre de 2005 se registraron una serie de
explosiones en el mercado de cohetes Santiaguito, en el
municipio de Tultepec, estado de México, dejando 57
personas lesionadas. Casi un año después un incendio
destruyó los 450 locales del mercado de San Pablito, en
el mismo municipio16.

• Tlaxcala, México, 15 de marzo de 2013. Durante una
procesión religiosa en la población de Nativitas, un
chispazo originó una explosión en una camioneta que
transportaba productos pirotécnicos dejando un saldo de
23 muertos y 154 heridos.

• La mayoría de estas desgracias siguen ocurriendo en el
estado de México, sobre todo en Tultepec, donde se han
presentado explosiones en repetidas ocasiones todos los
años17. El 20 diciembre de 2016 en el mercado de San
Pablito ocurrió una gigantesca explosión que provocó la
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muerte de más de treinta personas e hirió a más de cin-
cuenta. Siete niños y una niña perdieron la vida en esta
trágica explosión, y menores de edad sufrieron quema-
duras entre 40 por ciento y 90 por ciento del cuerpo18.

• El último siniestro ocurrió el pasado 4 de marzo de
este año en Tultepec, estado de México, donde mu-
rieron tres personas, entre ellas dos menores de 6 y 11
años19, y siete heridos20, si bien la explosión fue en
un domicilio particular, en éste se almacenaba mate-
rial pirotécnico.

Es de precisar que lo relativo a los fuegos artificiales está
contemplado en la Ley de Armas de Fuego y Explosivos,
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 11 de
enero de 1972. En este cuerpo normativo se establece que
es la Secretaría de la Defensa Nacional la encargada de dic-
tar las disposiciones a las que se sujetará esta industria, así
como expedir, negar, suspender o cancelar los permisos. 

A manera de antecedentes legislativos, es de señalar que,
debido a los acontecimientos ocurridos principalmente en
el municipio de Tultepec, en el año 2001, se presentó una
iniciativa para modificar esta ley y crear una Ley Federal
de Pirotecnia con la intención de dar cobertura legal a las
familias que se dedican a esta actividad en todo el país. La
iniciativa, además proponía cursos de capacitación y pre-
veía disposiciones sobre el abandono de materiales muy
peligrosos –como el clorato de potasio–, no logró concluir
satisfactoriamente su proceso legislativo.

A nivel estatal, encontramos que el 15 de julio de 2003 se
publicó en la Gaceta del Gobierno del Estado de México,
la Ley que crea el Organismo Público Descentralizado de
Carácter Estatal, denominado Instituto Mexiquense de la
Pirotecnia. Desafortunadamente este organismo es una ins-
tancia preventiva que no tiene la capacidad jurídica para
aplicar sanciones21.

Los trámites para sacar una licencia para operar fuegos ar-
tificiales son relativamente sencillos, y se pueden consultar
en el siguiente enlace: http://www.gob.mx/sedena/accio-
nes-y-programas/permiso-general-para-la-compra-almace-
namiento-venta-y-o-consumo-de-artificios-pirotecnicos.
Para los trabajadores de esta industria el problema es que
en los hechos sólo se trata de un “permiso para pedir
permiso”, y que nada garantiza el respeto a la ley: si el
documento es cancelado, se expide otro con esa indica-
ción, pero nunca se quita el documento anterior. Así se
puede trabajar fuera de la ley por tiempo indefinido22.

Aunado a lo anterior, en la redacción de la Ley Federal de
Armas de Fuego y Explosivos, no se encuentra nada relati-
vo a los menores de edad, ni en las solicitudes de permiso
de la Secretaría de la Defensa Nacional ni en ningún docu-
mento que regule esta actividad.

Si bien existe un consenso nacional e internacional sobre la
pertinencia de prohibir expresamente que las niñas, niños y
adolescentes laboren en esta industria o estén en los luga-
res donde se venden o produce pirotecnia, también es cier-
to que no ha podido cristalizarse en la ley, a pesar del peli-
gro que representa para la integridad física, psicológica y la
vida misma de las y los menores de edad que por cualquier
circunstancia se encuentren en estos establecimientos.

Es urgente que el Poder Legislativo y en particular esta
Cámara de Diputados, atendamos desde la ley la proble-
mática referida, independientemente de que sean familias y
comunidades enteras las que dependen de esta economía, y
que la pirotecnia constituya una tradición, los derechos de
las y los menores de edad, están por encima de cualquier
consideración económica o cultural.

Ante todo, es obligación del Estado mexicano, en sus tres
niveles y Poderes de gobierno, garantizar y salvaguardar el
interés superior de la niñez. Obligación a la que bajo nin-
guna circunstancia se debe claudicar.

No podemos seguir siendo testigos y cómplices de hechos
y consecuencias lamentables y terribles para las niñas y los
niños. Basta saber que existe un solo menor de edad traba-
jando, comprando, visitando o acompañando a un adulto en
un lugar que representa un peligro para tomar acción in-
mediata.

Ninguna tradición familiar, ninguna actividad económica
justifica la muerte de infantes y adolescentes. Ni como pro-
ductores, ni como consumidores, ni como ciudadanos y
mucho menos como legisladores podemos cruzarnos de
brazos y dar la espalda a una problemática que está a la
vista.

No se puede perder más tiempo para establecer en la ley la
prohibición expresa de que las y los menores de edad se en-
cuentren en dichos establecimientos, independientemente
de la causa. De ahí, que se propone adicionar al artículo 43
de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a su considera-
ción la presente iniciativa con proyecto de
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Decreto

Único. Se adiciona el párrafo segundo al artículo 43 de la
Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, para quedar
de la siguiente manera:

Artículo 43. La Secretaría de la Defensa Nacional podrá
negar, suspender o cancelar discrecionalmente los permi-
sos a que se refiere el artículo anterior, cuando las activi-
dades amparadas con los permisos entrañen peligro para la
seguridad de las personas, instalaciones, o puedan alterar la
tranquilidad o el orden público.

Queda prohibida la entrada a menores de dieciocho
años de edad a cualquier establecimiento que se dedi-
que a las actividades reguladas en este título, la contra-
vención a esta disposición será sancionada con lo dis-
puesto en el párrafo anterior.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

1 http://www.ilo.org/public/spanish/comp/child/papers/what/what1.
htm#1c 

2 Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), El estado
mundial de la infancia de 2014 en cifras, Todos los niños y niñas cuen-
tan, revelando las disparidades para impulsar los derechos de la niñez,
PP.3.

3 http://www.ilo.org/public/spanish/comp/child/papers/what/what1.
htm#1c 

4 http://ilo.org/ipec/facts/lang—es/index.htm 

5 https://www.unicef.org/mexico/spanish/proteccion_6928.htm 

6 No es el mismo caso para los quehaceres domésticos donde la inci-
dencia de participación es notoriamente mayor el de las niñas pero no
se profundiza por no ser el tema principal de esta iniciativa.

7 http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/aproposito/2016/infantil
2016_0.pdf 

8 http://white.lim.ilo.org/ipec/pagina.php?pagina=172 

9 http://www.cambiodemichoacan.com.mx/nota-243443 

10 https://municipiolibreac.wordpress.com/2009/07/01/de-castillos-y-
castilleros-el-trabajo-de-la-pirotecnia-santiago-zapotitlantlahuac-ciu-
dad-de-mexico/ 

11 http://www.animalpolitico.com/2016/12/pirotecnia-cdmx-tradicion/ 

12 http://www.jornada.unam.mx/2003/09/15/02an1cul.php?print-
ver=1&fly= 

13 http://amqueretaro.com/mexico/2016/09/26/celaya-a-17-anos-de-
las-tragicas-explosiones-del-domingo-negro-de-1999 

14 https://www.nytimes.com/es/2016/12/22/los-fuegos-artificiales-y-
su-sombria-historia-de-accidentes-en-america-latina/ 

15 http://www.cronica.com.mx/notas/2003/42011.html 

16 http://www.milenio.com/estados/explosiones-sucedido-tultepec-pi-
rotecnia-estado_de_mexico-incendio-milenio_0_869313343.html 

17 http://diario.mx/Nacional/2016-12-21_fac31f8e/en-15-anos-van-
25-explosiones-en-tultepec-/ 

18 http://www.eluniversal.com.mx/articulo/nacion/sociedad/2016/12/
22/apoya-fundacion-michou-y-mau-traslado-de-menores-quemados-en 

19 http://www.animalpolitico.com/2017/03/explosion-tultepec-edo-
mex/ 

20 http://www.excelsior.com.mx/comunidad/2017/03/04/1150044 

21 http://imepi.edomex.gob.mx/faqs 

22 http://www.jornada.unam.mx/2003/09/15/02an1cul.php?print-
ver=1&fly=

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de abril de 2017.— Diputadas:
Sara Paola Galico Félix Díaz, Blanca Margarita Cuata Domíngez (rú-
bricas).»

La presidenta diputada María Guadalupe Murguía
Gutiérrez: Se turna a la Comisión de Defensa Nacional,
para dictamen.

Saludamos con mucho gusto a integrantes del Consejo Di-
rectivo de la Cámara de la Industria de la Construcción de
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Querétaro, la CMIC, quienes asisten a este salón de plenos
invitados por el diputado Hugo Cabrera Ruiz, también de
Querétaro. Sean ustedes bienvenidos.

De igual manera damos la bienvenida al grupo de estu-
diantes del Instituto La Paz del estado de Puebla, invitados
por el diputado Eukid Castañón Herrera, quienes asisten
hoy a este salón de plenos. Sean ustedes bienvenidos.

CÓDIGO PENAL FEDERAL

La presidenta diputada María Guadalupe Murguía
Gutiérrez: Tiene la palabra, por cinco minutos, la diputada
Verónica Delgadillo García, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano, para presentar iniciativa con pro-
yecto de decreto que adiciona el artículo 212 del Código
Penal Federal.

La diputada Verónica Delgadillo García: Con su permi-
so, señora presidenta. Compañeras, compañeros, señoras y
señores, la corrupción es un cáncer que está carcomiendo
nuestras instituciones y al país entero. Todos los días nos
enteramos sobre casos de corrupción en los que participan
y que están involucrados funcionarios públicos, que en mu-
chos casos detrás de ellos hay toda una red de influencia y
de tráfico de influencias y de delincuencia organizada.

Lamentablemente el robo que están haciendo todos ellos
cada día, además de atacar el patrimonio de los mexicanos,
erosiona la credibilidad de nuestras instituciones. Y esto es
algo sumamente grave.

¿Cómo podemos explicarnos que gobernadores y ex go-
bernadores hayan hecho desvíos millonarios de dinero?
¿Cómo podemos explicarnos el robo en despoblado que le
están haciendo a nuestro país? ¿De qué robo me refiero?
Por ejemplo, en este último sexenio, en este sexenio, 22
gobernadores del mismo partido, que parece o que se cree
el dueño de México, se ha demostrado que han desviado
258 mil millones de pesos.

Más de 258 mil millones de pesos representan muchísimas
cosas para los mexicanos, por ejemplo: equivale a nueve
veces el presupuesto que se le otorga a Conacyt, a seis ve-
ces el presupuesto que tiene la UNAM, a la mitad del pre-
supuesto que tenemos en nuestro país dedicado a la salud.
De ese tamaño es la corrupción, de ese tamaño es el robo y
la delincuencia que se está permitiendo en nuestro país.

Y, debemos ser claros, porque cuando hablamos de impu-
nidad no sólo se refiere a que se está dejando libre a estos
ex gobernadores y gobernadores, sino también a los fun-
cionarios públicos que están detrás de ellos; funcionarios
que muchos de ellos no están delante de las cámaras, pero
siguen trabajando y siguen robando, y siguen lastimando a
nuestro país.

Y todo esto es posible por diferentes circunstancias y por
diferentes causas, pero sin duda una de ellas es la justicia
inoperante de nuestro país: la impunidad.

Aquí el tiempo juega a favor de los delincuentes. Sí, jue-
ga a favor de los delincuentes porque los delitos en los
que pueden ser acusados los ex gobernadores o sus cóm-
plices, que son otros funcionarios, prescriben en un pe-
riodo de tiempo. Y aquí buscan ganarle al tiempo para
que sea el mismo el que sepulte sus delitos y que no pue-
dan ser condenados.

Para no irnos tan lejos, en esta Cámara algunos han inten-
tado proteger con tiempo, con el fuero, a esos delincuentes
y a personas que han sido acusadas en diferentes momen-
tos por corrupción, para evitar que sean procesados.

El fuero les brinda todo un escudo de impunidad y les da el
tiempo necesario para que sus delitos puedan prescribir y
no puedan ser enjuiciados ni procesados por lo que han co-
metido. Esta forma de ser, este modus operandi es el que
tiene cansados a los mexicanos y que sin duda alienta la co-
rrupción y la impunidad en nuestro país.

Cuando un ciudadano rompe la ley va a la cárcel, con un
político, con un representante no debería ser distinto, por
eso el día de hoy voy a presentar una iniciativa que refor-
ma el Código Penal, para que cualquier funcionario públi-
co de cualquier nivel sea juzgado y procesado por actos de
corrupción, sin importar el tiempo que haya pasado cuan-
do los cometió. Dicho de otra manera, lo que queremos
evitar es que los delincuentes se salgan con la suya.

Esta propuesta se suma a una serie de iniciativas que ya he-
mos presentado en Movimiento Ciudadano, en diferentes
circunstancias, como por ejemplo la eliminación del fuero,
que sigue congelada en la comisión, que son iniciativas que
buscan dignificar la vida pública, que buscan que el servi-
cio público sea honorable nuevamente y que busca recupe-
rar la confianza de la gente y luchar de manera frontal con-
tra la impunidad y contra la corrupción.
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Señoras y señores, los mexicanos ya no queremos Duartes,
ya no queremos Moreiras, ya no queremos Herreras, ya no
queremos Padrés, los mexicanos queremos cárcel a los co-
rruptos. Es cuanto.

«Iniciativa que adiciona el artículo 212 del Código Penal
Federal, a cargo de la diputada Verónica Delgadillo García,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

La suscrita, Verónica Delgadillo García, diputada del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con funda-
mento en lo establecido por los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración la siguiente
iniciativa con proyecto de decreto mediante el cual se re-
forma y adiciona al artículo 212 del Código Penal Federal,
en materia de delitos por hechos de corrupción bajo la si-
guiente

Exposición de Motivos

I. México padece de altos índices de corrupción, los cuales
generan una gran desconfianza hacia las instituciones pú-
blicas y hacen visibles los efectos negativos que tiene la
corrupción en la inversión, en la productividad, e incluso
en el bienestar de las familias.

Transparencia Internacional a principios del año pasado,
dio a conocer los resultados del Índice de Percepción de la
Corrupción 2015, donde México desde el año 2012 sigue
sin tener un avance en dicho índice ya que sus resultados
durante los últimos cuatro años han sido prácticamente los
mismos, siendo 34/100 o 35/100. (En la medida en que el
resultado se acerque al número 100 se considera como me-
nor corrupción.)

Por lo que podría afirmarse que en México se encuentra pa-
ralizada la percepción de la corrupción,1 y que los efectos
positivos de las reformas constitucionales en materia de
transparencia y anticorrupción aún no se han visto refleja-
das en la opinión pública de nuestro país:

“En el Índice de Percepción de la Corrupción 2015, Mé-
xico se mantiene por detrás de las economías más con-
solidadas y de sus principales competidores económi-
cos. Entre las 34 economías que integran la
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Eco-
nómica (OCDE), México volvió a ubicarse en el último
lugar (34/34) y le separan 86 y 79 lugares de sus princi-

pales socios económicos –Canadá y Estados Unidos–
respectivamente. Incluso Brasil, cuya calificación em-
peoró 10 por ciento respecto a la del año anterior, se en-
cuentra 19 lugares arriba de México.”2

Respecto a la precepción que se tiene de la corrupción, así
como en qué instituciones y en qué trámites se padece más
en México, es de mencionar de forma similar los datos que
arrojan tanto la Encuesta Nacional de Calidad e Impacto
Gubernamental como la Encuesta Nacional de Victimiza-
ción y Percepción de la Seguridad Pública, ambas levanta-
das por parte del Instituto Nacional de Geografía y Esta-
dística

El primer instrumento mencionado arroja que existen más
de 24 mil experiencias de corrupción con algún servidor
público por cada 100 mil personas.3 Incluso en dicha per-
cepción de corrupción el 88.3 por ciento de la población
considera que este tipo de actos son -muy frecuentes- o
–frecuentes- y que la inmensa mayoría de los actos de co-
rrupción se encuentran relacionados con instituciones de
seguridad pública.4

En las fuerzas policíacas, en los partidos políticos, en el
ministerio público y en los gobiernos estatales son los
principales sectores donde se percibe una mayor corrup-
ción. Lo cual pude llegar a ser corroborado por los mis-
mos tipos de trámites en donde se percibe con mayor fre-
cuencia este delito.5 Los trámites que representan un
mayor porcentaje en la comisión de éste delito son: per-
misos relacionado con la propiedad; otros pagos, trámites
o solicitudes; trámites ante el ministerio público; y trámi-
tes ante juzgados o tribunales.6

Prácticamente la percepción sobre la frecuencia de corrup-
ción se encuentra en todos los ámbitos de gobierno, por lo
que además de los sectores anteriormente mencionados
también se encuadran en esta percepción a los diputados y
senadores, a los gobiernos municipales, al gobierno fede-
ral, a los institutos electorales, sindicatos, jueces y magis-
trados, empresarios y medios de comunicación.7

En un sentido similar se puede apreciar la gran desconfian-
za sobre las instituciones encargadas de la seguridad públi-
ca y de procuración de justicia, como lo demuestra la En-
cuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre
Seguridad Pública,8 ya que en su apartado de percepción
del desempeño institucional, los peores niveles de confian-
za hacia autoridades se encuentran en contra de la policía
de tránsito, de la policía preventiva municipal, en el minis-
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terio público y procuradurías, en la policía ministerial o ju-
dicial, en la policía estatal y en los jueces.9

Para los fines que busca la presente iniciativa, es indispen-
sable retomar los resultados de la investigación realizada
por parte del Centro de Investigación y Docencia Econó-
micas y el Instituto Mexicano para la Competitividad (Im-
co) a cargo de la investigadora María Amparo Casar, deno-
minada “México: Anatomía de la Corrupción”. Donde
básicamente se da a conocer un claro panorama sobre los
principales indicadores sobre la corrupción en el país, así
como una explicación sobre sus causas, efectos y costos
siendo éste una verdadera “fotografía de cómo nos vemos
los mexicanos a nosotros mismos y cómo nos perciben y
califican en el mundo en materia de corrupción, de los par-
tícipes de la corrupción ya sea del lado de la oferta o la de-
manda, de la frecuencia con que se practica y la permisivi-
dad frente a ella, de la tolerancia social frente a los actos de
corrupción, y de los costos que se pagan por permitirla”10

En dicha investigación es posible corroborar los resultados
arrojados por Transparencia Internacional que se mencio-
naron anteriormente, e incluso es posible identificar otra
serie de publicaciones y organizaciones que llevan a cabo
una metodología similar para obtener una medición res-
pecto a la percepción, participación y actitudes frente a los
actos de corrupción. Dentro de dichas publicaciones  y or-
ganizaciones se encuentran: el Índice de Competitividad
Global; Latinobarómetro; el Reporte de Integridad Global;
los Indicadores Globales de Gobernabilidad del Banco
Mundial; y el Índice de Estado de Derecho. De los cuales
se afirma son indicadores imperfectos,11pero que permiten
sistematizar y comparar a nivel internacional  el comporta-
miento de la corrupción.

En ese mismo proceso de sistematización y comparación,
la investigación citada permite analizar un aspecto relevan-
te: el costo económico de la corrupción. Ya que pareciera
que entre mayor producto interno bruto per cápita de un pa-
ís su calificación en el índice de percepción de la corrup-
ción es mayor, por lo tanto menos corrupto12

“Según la Encuesta de Fraude y Corrupción de KPMG
(2008), 44 por ciento de las empresas en México reali-
zaron pagos extraoficiales a funcionarios públicos; es
decir, fueron partícipes de la corrupción.” Las principa-
les razones para caer en estas actividades de corrupción
fueron para “agilizar trámites, obtener licencias y per-
misos o participar en licitaciones, impedir abusos de au-
toridad, ganar contratos y participar en licitaciones.”13

El soborno a políticos de alto nivel o partidos políti-
cos, el uso de relaciones personales o familiares para
obtener contratos públicos, y el soborno a funciona-
rios públicos de nivel inferior para acelerar trámi-
tes, son las tres principales causas donde las empre-
sas realizaron pagos extraordinarios, según el índice
de Fuentes de Soborno que realizó Transparencia
Internacional.14

Los costos de la Corrupción en México, con los resultados
en que se encuentra nuestro país se traducen en lo siguiente:

• Respecto a la inversión se deja de captar hasta un 5 por
ciento menos según el Fondo Monetario Internacional; 

• Si tan solo se pudiera subir un punto en la calificación
del Índice de Percepción de la Corrupción se podría au-
mentar un 2 por ciento en la productividad de capital se-
gún el Imco;

• Respecto al ingreso de las empresas, es posible conta-
bilizar una pérdida de 5 por ciento en ventas según Ernst
& Young,15 y; 

• En cuestión al costo de la corrupción en relación con
el Producto Interno Bruto, diferentes organizaciones in-
ternacionales señalan que representa un alto porcentaje,
ya que Forbes, el Banco Mundial e incluso el Banco de
México lo colocan en un 9 por ciento.16

Además de los costos económicos también se encuentran
los políticos y los sociales, respecto a la insatisfacción con
la democracia Latinobarómetro arroja un 37 por ciento co-
mo apoyo de la democracia y un 27 por ciento en la satis-
facción con la democracia. Y referente a los costos socia-
les, el bienestar de las familias se ve afectado ya que un 14
por ciento del ingreso promedio de los hogares se destina a
pagos extraoficiales.17

II. La presente iniciativa tiene por objetivo establecer la
imprescriptibilidad de los delitos de: uso ilícito de atribu-
ciones y facultades; concusión; ejercicio abusivo de fun-
ciones; tráfico de influencias; cohecho; peculado; y enri-
quecimiento ilícito. Por lo que se estaría evitando la
prescripción para ejercer la acción penal, y aplicar sus san-
ciones por el simple transcurso del tiempo, en contra de los
servidores públicos que cometan este tipo de delitos. Dicha
propuesta considera diferentes elementos que pueden lle-
gar a justificar que este tipo de delitos cometidos por ser-
vidores públicos sean imprescriptibles, principalmente por
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las repercusiones que tiene la corrupción en el desarrollo
económico y social de país.

Los delitos cometidos por servidores públicos vulneran los
derechos humanos, ya que el desvío de recursos o de sus
mismas facultades y obligaciones conllevan a una des-
igualdad social aparentemente imperceptible,  pero que ge-
nera un daño directo a las oportunidades de desarrollo pa-
ra mejorar el bienestar y calidad de vida de las personas.
Siendo fundamental contribuir en uno de los principales
objetivos de nuestro nuevo sistema de anticorrupción, que
es acabar con la corrupción, ya que las repercusiones oca-
sionadas por este mal en México tienen un mayor signifi-
cado social del que se estima.

III. Uno de los instrumentos internacionales fundamentales
que la presente iniciativa toma en consideración, es la Con-
vención de la Naciones Unidas Contra la Corrupción, la cual
establece una serie de principios que permiten prevenir y
combatir de manera eficaz y eficiente la corrupción.

Cabe mencionar que dicha convención fue aprobada por la
Asamblea General de las Naciones Unidas el día 31 de oc-
tubre del año 2003, teniendo por objeto el compromiso de
los Estados Parte en adoptar “medidas preventivas, de
combate y de sanción a una serie de actos de corrupción en
los ámbitos público y privado.”18 Incluso, para nuestro pa-
ís la convención tiene aún mayor relevancia ya que Méxi-
co fue el anfitrión para llevar a cabo la firma de este ins-
trumento internacional, celebrado en la ciudad de Mérida,
Yucatán, dentro de los días 9 al 11 de diciembre de 2003.

México ratificó la Convención de las Naciones Unidas
Contra la Corrupción el 20 de julio del año 2004, y en di-
ciembre del 2005 entró en vigor después de haber obtenido
más de 30 ratificaciones por parte de distintos Estados Par-
te que la suscribieron.

Como se mencionó anteriormente, esta Convención en su
artículo 1 inciso a) establece su propia finalidad, así como
el compromiso y obligación por parte de cada Estado Par-
te para llevar a cabo mejores prácticas en contra de la co-
rrupción como lo señala el segundo párrafo del artículo 5:

“Artículo 1

La finalidad de la presente convención es:

a) Promover y fortalecer las medidas para prevenir y
combatir más eficaz y eficientemente la corrupción;”

“Artículo 5

2. Cada Estado Parte procurará establecer y fomentar
prácticas eficaces encaminadas a prevenir la corrup-
ción.”

Además de incluirse una serie de principios respecto: a la
colaboración entre países; las medidas que deben de pro-
curarse para prevenir la corrupción; así como la misma ti-
pificación de los distintos delitos relacionados con la fun-
ción de los servidores públicos y de la iniciativa privada;
también se le dedica un gran apartado sobre las sanciones.

Tales sanciones incluyen el actuar de las propias institucio-
nes encargadas de la procuración de justicia, y la necesidad
sobre la adecuación del derecho interno de cada país para
lograr los objetivos plasmados en la Convención contra la
Corrupción.

Por lo que el artículo 29 se considera de gran relevancia, en
relación a la presente iniciativa, ya que en él es posible en-
contrar los elementos suficientes para que exista en nuestra
legislación penal la imprescriptibilidad de los delitos co-
metidos por servidores públicos.

“Artículo 29. Prescripción. Cada Estado Parte establecerá,
cuando proceda, con arreglo a su derecho interno, un plazo
de prescripción amplio para iniciar procesos por cuales-
quiera de los delitos tipificados con arreglo a la presente
Convención y establecerá un plazo mayor o interrumpirá la
prescripción cuando el presunto delincuente haya eludido
la administración de justicia.”

Como se puede llegar a apreciar, el artículo 29 de la Con-
vención contra la Corrupción establece la consideración de
adoptar plazos amplios para ejercer acción penal en contra
de servidores públicos que cometan delitos por hechos de
corrupción, por lo que la imprescriptibilidad que se propo-
ne puede encuadrarse a esta disposición internacional.

IV. A continuación se presentan algunos ejemplos de legis-
lación vigente en otros países y gobiernos en materia de
imprescriptibilidad de los delitos cometidos por servidores
públicos, donde se destacan los casos de Bolivia, Ecuador,
Venezuela y el del Estado Libre Asociado de Puerto Rico:
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Constitución Política de Bolivia:

“Artículo 112. Los delitos cometidos por servidores pú-
blicos que atenten contra el patrimonio del Estado y
causen grave daño económico, son imprescriptibles y
no admiten régimen de inmunidad”

Ley de Lucha Contra la Corrupción, Enriquecimiento
Ilícito e Investigación de Fortunas, Ley número 004
promulgada por Evo Morales Ayma en marzo de 2010:

Artículo 29 Bis. (Imprescriptibilidad). De conformidad
con el artículo 112 de la Constitución Política del Esta-
do, los delitos cometidos por servidoras o servidores
públicos que atenten contra el patrimonio del Estado y
causen grave daño económico, son imprescriptibles y
no admiten régimen de inmunidad.

Constitución de la República de Ecuador

En su artículo 233, particularmente en su segundo párrafo,
establece la imprescriptibilidad para los delitos de pecula-
do, cohecho, concusión y enriquecimiento ilícito:

“Art. 233. Ninguna servidora ni servidor público estará
exento de responsabilidades por los actos realizados en
el ejercicio de sus funciones, o por sus omisiones, y se-
rán responsables administrativa, civil y penalmente por
el manejo y administración de fondos, bienes o recursos
públicos. 

Las servidoras o servidores públicos y los delegados o re-
presentantes a los cuerpos colegiados de las instituciones
del Estado, estarán sujetos a las sanciones establecidas por
delitos de peculado, cohecho, concusión y enriquecimien-
to ilícito. La acción para perseguirlos y las penas co-
rrespondientes serán imprescriptibles y, en estos casos,
los juicios se iniciarán y continuarán incluso en ausencia de
las personas acusadas. Estas normas también se aplicarán a
quienes participen en estos delitos, aun cuando no tengan
las calidades antes señaladas.”

Constitución de la República Bolivariana de Venezuela:

“Artículo 271. En ningún caso podrá ser negada la ex-
tradición de los extranjeros o extranjeras responsables
de los delitos de deslegitimación de capitales, drogas,
delincuencia organizada internacional, hechos contra el
patrimonio público de otros Estados y contra los dere-
chos humanos. No prescribirán las acciones judiciales

dirigidas a sancionar los delitos contra los derechos
humanos, o contra el patrimonio público o el tráfico de
estupefacientes. Asimismo, previa decisión judicial, se-
rán confiscados los bienes provenientes de las activida-
des relacionadas con los delitos contra el patrimonio pú-
blico o con el tráfico de estupefacientes.

[…]”

Código Penal del Estado Libre Asociado de Puerto Ri-
co, Ley núm. 146 de 30 de julio de 2012:

“Artículo 88. Delitos que no prescriben.

En los siguientes delitos la acción penal no prescribe:
genocidio, crimen de lesa humanidad, asesinato, secues-
tro y secuestro de menores, malversación de fondos
públicos, falsificación de documentos públicos, y todo
delito grave tipificado en este Código o en ley especial
cometido por un funcionario o empleado público en el
desempeño de la función pública.”19

Como es posible apreciar, la figura de la no prescripción o
imprescriptibilidad, ya se encuentra vigente en diferentes
ordenamientos de países latinoamericanos, los cuales colo-
can a los delitos cometidos por servidores públicos en un
nivel de gravedad por su relación con el patrimonio del Es-
tado y de los recursos o fondos públicos.

V. En México, en el Título Quinto de nuestro Código Penal
Federal podemos encontrar las disposiciones generales res-
pecto a la extinción de la responsabilidad penal. Y así co-
mo podemos encontrar sus distintas modalidades como la
amnistía, el perdón del ofendido, el reconocimiento de ino-
cencia, y del indulto, también se presenta la figura de la
prescripción. 

La prescripción contempla la extinción de la acción penal
así como de sus sanciones por el simple transcurso del
tiempo, la cual deberá cubrir ciertos elementos para que és-
ta pueda ser efectiva. El artículo 105 del Código mencio-
nado, establece que la acción penal podrá prescribir en un
plazo igual al “término medio aritmético de la pena priva-
tiva de la libertad” que sea aplicable al delito de que se tra-
te, y ésta no podrá ser efectiva en ningún caso por un pe-
riodo menor a los tres años.

Así como se establece la figura de la prescripción, también
el Código Penal Federal en su artículo 205-Bis contempla
la figura de la imprescriptibilidad, específicamente para los
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delitos contra el libre desarrollo de la personalidad, y que
prácticamente son aquellos relacionados con pornografía,
corrupción, pornografía, y prostitución con menores de
edad.

El Código Penal Federal (CPF) en su título décimo corres-
pondiente a los delitos cometidos por servidores públicos,
establece en su artículo 212 que un servidor público es
aquella persona que se encuentre desempeñando algún car-
go dentro de la Administración Pública en el Congreso de
la Unión, en el Poder Judicial o por el simple hecho de ma-
nejar recursos públicos federales. Cabe señalar que el mis-
mo artículo contempla que las sanciones establecidas en el
apartado de delitos cometidos por servidores públicos,
también serán aplicables a cualquier persona que se vea in-
volucrada en la perpetración de estos delitos.

Para poder comprender aquellos delitos, en los que la pre-
sente iniciativa propone que su acción penal y sus sancio-
nes no pierdan efectividad por el simple hecho de haber
transcurrido cierto tiempo, se propone definir cada uno de
éstos:

Uso ilícito de atribuciones y facultades: Este delito pro-
cura que los servidores públicos no realicen indebidamen-
te acciones en contra de bienes de la Federación, particu-
larmente al momento de otorgar concesiones, permisos o
licencias. Incluidas las acciones que sean para otorgar cual-
quier tipo de exención sobre ingresos fiscales o sobre bie-
nes y servicios de la Administración Pública.

Dentro del delito de uso indebido de atribuciones y facul-
tades de los servidores públicos, además del uso indebido
de fondos públicos, se incluyen las acciones en los casos
donde discrecionalmente se “otorgue, realice o contrate
obras públicas, deuda, adquisiciones, arrendamientos, ena-
jenaciones de bienes o servicios, o colocaciones de fondos
y valores con recursos económicos públicos.” (Artículo
217 inciso D, CPF)

Sanción: De seis meses a doce años de prisión, multa de
treinta a ciento cincuenta días.

Concusión: “Comete el delito de concusión: el servidor
público que con el carácter de tal y a título de impuesto o
contribución, recargo, renta, rédito, salario o emolumento,
exija, por sí o por medio de otro, dinero, valores, servicios
o cualquiera otra cosa que sepa no ser debida, o en mayor
cantidad que la señalada por la Ley.”  (Artículo 218 primer
párrafo CPF)

Sanción: Las sanciones se dividen en dos dependiendo del
valor de lo exigido indebidamente, por lo que puede  ser de
tres meses a dos años o de dos años a doce años de prisión,
en ambos casos se establece multa económica.

Ejercicio abusivo de funciones: Se comete este delito
cuando un servidor público “otorgue por sí o por interpósi-
ta persona, contratos, concesiones, permisos, licencias, au-
torizaciones, franquicias, exenciones, efectúe compras o
ventas o realice cualquier acto jurídico que produzca bene-
ficios económicos al propio servidor público, a su cónyu-
ge, descendientes o ascendientes, parientes por consangui-
nidad o afinidad hasta el cuarto grado, a cualquier tercero
con el que tenga vínculos afectivos, económicos o de de-
pendencia administrativa directa, socios o sociedades de
las que el servidor público o las personas antes referidas
formen parte;” o que realice estas mismas acciones con el
uso de información privilegiada. (Artículo 220 CPF)

Sanción: De forma similar se hace distinción respecto a la
cuantía en que asciendan las operaciones ilícitas, de tres
meses a dos años o de dos años a doce años de prisión, así
como su multa económica.

Tráfico de influencia: Prácticamente para este delito se
contemplan las acciones donde un servidor público “solici-
te o promueva cualquier resolución o la realización de
cualquier acto materia del empleo, cargo o comisión de
otro servidor público, que produzca beneficios económicos
para sí o para cualquiera de las personas” (Artículo 221,
CPF)

Sanción: de dos años a seis años de prisión, y multa eco-
nómica de treinta a cien días. 

Cohecho: Se comete el delito de cohecho cuando un servi-
dor público solicite o reciba dinero o cualquiera otra dádi-
va, o también que conlleve una promesa, para hacer o de-
jar de realizar un acto relacionado con sus funciones.
(Artículo 222, CPF)

Sanción: Dependiendo del monto del delito se impondrán
de tres meses a dos años o de dos años a catorce años de
prisión, y su multa económica correspondiente.

Peculado: El artículo 223 del Código Penal Federal señala
los cuatro supuestos en los que es posible encuadrar este de-
lito, tanto a las acciones propiamente de los servidores pú-
blicos, pero también hacia cualquier persona que sin tener el
carácter de servidor público se encuentre involucrada. 
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“I. Todo servidor público que para usos propios o ajenos
distraiga de su objeto dinero, valores, fincas o cualquier
otra cosa perteneciente al Estado, al organismo descen-
tralizado o a un particular, si por razón de su cargo los
hubiere recibido en administración, en depósito o por
otra causa.

II. El servidor público que indebidamente utilice fondos
públicos u otorgue alguno de los actos a que se refiere
el artículo de uso indebido de atribuciones y facultades
con el objeto de promover la imagen política o social de
su persona, la de su superior jerárquico o la de un terce-
ro, o a fin de denigrar a cualquier persona.

III. Cualquier persona que solicite o acepte realizar las
promociones o denigraciones a que se refiere la fracción
anterior, a cambio de fondos público o del disfrute de
los beneficios derivados de los actos a que se refiere el
artículo de uso indebido de atribuciones y facultades, y

IV. Cualquier persona que sin tener el carácter de servi-
dor público federal y estando obligada legalmente a la
custodia, administración o aplicación de recursos públi-
cos federales, los distraiga de su objeto para usos pro-
pios o ajenos o les dé una aplicación distinta a la que se
les destinó.”

En cuanto a sus sanciones se contempla lo siguiente: de
tres meses a dos años y de dos años a catorce años depen-
diendo del monto de lo distraído indebidamente. De igual
forma se contemplan sus multas así como una agravante en
los casos en que el peculado se realice con aportaciones fe-
derales, lo que ampliaría en un tercio sus penas.

Enriquecimiento ilícito: “Existe enriquecimiento ilícito
cuando el servidor público no pudiere acreditar el legítimo
aumento de su patrimonio o la legítima procedencia de los
bienes a su nombre o de aquellos respecto de los cuales se
conduzca como dueño”  (Artículo 224, CPF)

Sanción: Además de decomisar los bienes cuya proceden-
cia no pueda ser acreditada, se impondrán dependiendo del
monto en que ascienda el enriquecimiento ilícito de tres
meses a dos años y de dos a catorce años de prisión, de
igual forma como la mayoría de los delitos expuestos en el
presente punto se contempla la multa,

Cabe mencionar que todos los delitos por hechos de co-
rrupción contemplados en el Código Penal Federal, esta-
blecen la pena  de “destitución e inhabilitación para des-

empeñar empleo, cargo o comisión públicos, así como pa-
ra participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u
obras públicas, concesiones de prestación de servicio pú-
blico o de explotación, aprovechamiento y uso de bienes de
dominio de la Federación” (art. 212 CPF)

Por todo lo anteriormente expuesto se somete a la conside-
ración la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma y adiciona el artículo 212 del Có-
digo Penal Federal en materia de delitos por hechos de
corrupción

Artículo Único. Se adiciona un último párrafo al artículo
212 del Código Penal Federal para quedar como sigue:

Artículo 212. […]

[…]

[…]

[…]

[…]

[…]

[…]

Será imprescriptible la acción penal y sanciones por co-
meter los delitos de uso ilícito de atribuciones y faculta-
des, concusión, ejercicio abusivo de funciones, tráfico
de influencias, cohecho, peculado, enriquecimiento ilí-
cito, y cualquier otro delito grave que cometa un servi-
dor público que le genere beneficios económicos, a sí
mismo o para su cónyuge, parientes consanguíneos, pa-
rientes civiles o para terceros con los que tenga relacio-
nes profesionales, laborales o de negocios, o para socios
o sociedades de las que el servidor público o las perso-
nas antes referidas formen parte.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Se deroga toda aquella disposición que contra-
venga el presente decreto.
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Notas

1 ¿Dónde se encuentra México en el Índice de Percepción de la Co-
rrupción 2014? Transparencia Mexicana 02/12/2014, www.tm.org.mx

2 Índice de Percepción de la Corrupción 2015, Transparencia Interna-
cional, www.transparency.org

3 Inegi, Encuesta Nacional de Calidad e Impacto Gubernamental (EN-
CIG) 2013 www.inegi.org.mx

4 Ibídem.

5 Ibídem.

6 Ibídem.

7 Ibídem.

8 Inegi, Encuentra Nacional de Victimización y Percepción Sobre Se-
guridad Pública (Envipe) 2015 www.inegi.org.mx 

9 Ibídem.

10 Amparo Casar, María, “México: Anatomía de la Corrupción”, Cen-
tro de Investigación y Docencia Económicas y el Instituto Mexicano
para la Competitividad, 2015 pág. 6

11 Ibídem. Pág. 11 

12 Al respecto en el documento México: Anatomía de la Corrupción,
en su página 16 gráfica 7, se presenta precisamente la relación entre el
PIB per cápita y el Índice de Percepción de la Corrupción, donde evi-
dentemente existe una tendencia de menor corrupción en los países con
mayor desarrollo económico.

13 Amparo Casar, María Op. Cit., Pág. 29

14 Ibídem. Pág. 28

15 Amparo Casar, María Op. Cit., Pág. 45

16 Ibídem. Pág. 45

17 Ibídem.

18 Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, Naciones
Unidas, Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito,
www.unodc.org

19 Código Penal de Puerto Rico, Ley núm. 146 de 30 de julio de 2012,
Estado Libre Asociado de Puerto Rico, Departamento de Estado
www.estado.pr.gov

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de abril de 2017.—
Diputadas y diputados: Verónica Delgadillo García, Alejandro Ar-
menta Mier, Blanca Margarita Cuata Domíngez (rúbricas).»

La presidenta diputada María Guadalupe Murguía
Gutiérrez: Gracias, diputada Verónica Delgadillo. Túr-
nese a la Comisión de Justicia, para dictamen. 

Sonido en la curul del diputado Alejandro Armenta.

El diputado Alejandro Armenta Mier (desde la curul):
Muchas gracias, presidenta. Compañeras y compañeros
diputados, ahora que el tema de la corrupción se aborda en
la Cámara, y en el sentido que ha mencionado la diputada
Verónica, de Movimiento Ciudadano, yo también quiero se-
ñalar que en Puebla tenemos un vergonzoso ejemplo de ello.

Desde mi primer día como diputado en esta Cámara he se-
ñalado una serie de temas de complicidades que lastiman a
los poblanos. Este ambiente de corrupción, de saqueo y de
abuso de poder, indigna a todos los mexicanos y denigra
todavía más a la clase política.

Me he manifestado en contra de que se aprueben los pre-
supuestos ciegos a los gobernadores, porque luego salen
huyendo con el dinero, dinero de los mexicanos, y me re-
fiero específicamente al Ramo 28.

He denunciado sin encontrar eco ni respaldo, la escandalo-
sa deuda en Puebla, que pasó de ocho mil millones a 72 mil
millones de pesos…

La presidenta diputada María Guadalupe Murguía
Gutiérrez: Diputado, este asunto no está a discusión.

El diputado Alejandro Armenta Mier (desde la curul):
Por eso es que me adhiero y solicito se considere…

La presidenta diputada María Guadalupe Murguía
Gutiérrez: No puedo darle el uso de la palabra, no está a
discusión.

El diputado Alejandro Armenta Mier (desde la curul):…
solicito se considere en los testimonios de esta asamblea
que me adhiero a la propuesta que hace la diputada Veró-
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nica, del Movimiento Ciudadano y solicito su intervención
para que se lo haga de su conocimiento, presidenta.

La presidenta diputada María Guadalupe Murguía
Gutiérrez: Diputada Verónica Delgadillo, ¿está de acuerdo
con la adhesión? Aquí está, en la mesa de esta Secretaría.

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

La presidenta diputada María Guadalupe Murguía
Gutiérrez: Tiene la palabra, por cinco minutos, la diputada
Carmen Victoria Campa Almaral, del Grupo Parlamentario
de Nueva Alianza, para presentar iniciativa con proyecto
de decreto que reforma los artículos 6o., 19 y 36 de la Ley
General de Desarrollo Social.

La diputada Carmen Victoria Campa Almaral: Con el
permiso de la Presidencia. Compañeras y compañeros le-
gisladores, en esta ocasión someto a consideración de esta
honorable asamblea la iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforman diversos artículos de la Ley Gene-
ral de Desarrollo Social, cuya finalidad es incorporar en el
texto de la ley el concepto de vivienda digna y decorosa.

El artículo 4o. de nuestra Carta Magna, en su párrafo sép-
timo, establece claramente que toda familia tiene un dere-
cho a disfrutar de vivienda digna y decorosa. En el mismo
tenor, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales establece, en el numeral 1 del artículo
11, que los Estados parte reconocen el derecho de toda per-
sona a nivel de vida adecuado para sí y para su familia, in-
cluso en alimentación, en vestido, en vivienda adecuada y
una mejora y continua condición de existencia.

¿Qué es lo que se debe entender por vivienda adecuada? La
respuesta nos la proporciona el Comité de las Naciones
Unidas de Derechos Económicos, Sociales y Culturales,
que refiere que el derecho de una vivienda adecuada abar-
ca libertades, como la protección contra el desalojo forzo-
so y la destrucción y demolición arbitrarias del hogar; es-
tar libre también de injerencias arbitrarias en el hogar y la
privacidad de la familia, y también la posibilidad de elegir
la residencia, determinar dónde vivir, al igual que el dere-
cho a la libertad de circulación.

Del mismo modo, establece también un mínimo de requi-
sitos que debe cumplir una vivienda para ser adecuada. A
saber de la seguridad, de la tenencia, la disponibilidad de
los servicios, que sea también accesible, que sea habitable.
La accesibilidad para considerar las necesidades específi-
cas de los grupos desfavorecidos y marginados, y con una
ubicación para tener acceso a oportunidades de empleo, de
servicios de salud, escuelas, guarderías, etcétera. Así como
no estar en zonas contaminadas o peligrosas, y que tenga
en cuenta la expresión de la identidad cultural.

El comité es muy enfático al mencionar que el derecho a
una vivienda no significa solamente que la estructura de la
casa debe ser la adecuada. Debe también haber un acceso
sostenible y no discriminatorio de los servicios fundamen-
tales de esta vivienda, como en materia de salud, en segu-
ridad, comodidad y alimentación.

Por su parte, el artículo 2 de la Ley de Vivienda señala que
se considerará vivienda digna y decorosa la que cumpla
con las disposiciones jurídicas aplicables en materia de
asentamientos humanos y construcción, salubridad, y ade-
más cuente con espacios habitables y auxiliares, así como
los servicios básicos y brinde a sus ocupantes la seguridad
jurídica en cuanto a su propiedad o legítima posesión y
contemple también, además, criterios para la prevención de
desastres y de protección física de sus ocupantes ante los
elementos naturales potencialmente agresivos.

La definición de la Ley de Vivienda, como podemos dar-
nos cuenta, es afín a los requisitos señalados también por el
Comité de la ONU. A pesar de todo lo anterior, la Ley Ge-
neral de Desarrollo Social no contempla el concepto de vi-
vienda digna y decorosa, refiriéndose únicamente al dere-
cho a vivienda y omitiendo todas estas características que
sí lo atribuye la Ley de Vivienda.

En este sentido, para Nueva Alianza es imprescindible que
exista una armonización jurídica respecto a este derecho
fundamental. El texto de la Ley General de Desarrollo So-
cial sólo se refiere al concepto de vivienda de una manera
genérica, lo cual no es compatible con el derecho a una vi-
vienda digna y decorosa.

En el Grupo Parlamentario de Nueva Alianza somos con-
gruentes con nuestra agenda legislativa, al priorizar la vi-
gencia del Estado de derecho y precisamente por eso, y para
garantizar el cumplimiento de las normas, es preciso que
nuestro orden jurídico sea suficientemente claro y armónico.

Año II, Segundo Periodo, 25 de abril de 2017 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados224



Consideramos, por lo tanto, indispensable armonizar y ha-
cer congruente el texto y los alcances de la Ley General de
Desarrollo Social con lo establecido en la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, a fin de atender los
derechos de la población, principalmente cuando se trata
de proteger a los sectores más vulnerables.

Con la certeza que nos acompañarán en este esfuerzo le-
gislativo agradezco a todos ustedes su atención. Es cuanto,
diputada presidenta.

«Iniciativa que reforma los artículos 6o., 19 y 36 de la Ley
General de Desarrollo Social, a cargo de la diputada Car-
men Victoria Campa Almaral, del Grupo Parlamentario de
Nueva Alianza

Quien suscribe, Carmen Victoria Campa Almaral, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza de la
LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados del honora-
ble Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto
por la fracción II, del artículo 71 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, y los artículos 6, nu-
meral 1, fracción I; 76, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, someto a consideración del pleno de
esta soberanía, la presente iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reforman diversos artículos de la Ley
General de Desarrollo Social, en materia de vivienda digna
y decorosa, al tenor del siguiente:

Planteamiento del problema

Nuestra Carta Magna enaltece cada uno de los derechos
humanos que han sido reconocidos universalmente, y rei-
tera con ello, el reconocimiento jurídico y pleno sobre las
aspiraciones más elevadas del hombre, exaltando en todo
momento la dignidad, el valor de las personas, la no discri-
minación y la igualdad entre mujeres y hombres.

A pesar de la vigencia que tiene la Declaración Universal
de los Derechos Humanos de 1948,i así como de otros ins-
trumentos internacionales como el Pacto Internacional de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 1966,ii en
los cuales se señala que cada uno de los Estados miembros
se compromete a asegurar su cumplimiento, a través de
mecanismos jurídicos y de la adecuación de su legislación
interna, así como de la implementación de acciones que
permitan hacer efectivo cada uno de los derechos funda-
mentales del ser humano, al día de hoy aún se observan in-
congruencias dentro de nuestra legislación secundaria.

Es evidente que nuestro sistema jurídico debe ser eficiente
para cumplir irrestrictamente con la satisfacción de cada
una las necesidades de la población y, con ello, garantizar
el cumplimiento y goce de cada uno de sus derechos; por
lo que es indispensable, si sobre derechos humanos se re-
fiere, hacer congruente el texto de la Ley General de Desa-
rrollo Socialiii con el término y los alcances que se dictan
en el texto de Nuestra Constitución Política, resolviendo
así establecer, en ese ordenamiento, el derecho a una vi-
vienda digna y decorosa, considerando que dicha ley se-
cundaria tiene como fin ser el eje de la Política Social, ga-
rantizando “el pleno ejercicio de los derechos sociales
consagrados en la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, asegurando el acceso de toda la pobla-
ción al desarrollo social en harás de combatir la pobreza,
pero principalmente, para atender aquellos grupos sociales
en situación de vulnerabilidad.”iv

Lo anterior, evidentemente implica establecer condiciones
mínimas que debe reunir la vivienda para que ésta cumpla
con dicho cometido y, así, la Ley General de Desarrollo
Social deje de emplear un concepto de vivienda liso y lla-
no, ya que el uso de un concepto tan genérico como el vi-
gente solo puede dar pie a considerar a la vivienda como
“cualquier recinto, separado o independiente, construido o
adaptado para el albergue de personas”, definición que ca-
rece de las condiciones mínimas que se fijan en el derecho
a la vivienda, lo que resulta incompatible con el término y
los alcances del contenido de nuestra Constitución Política. 

Exposición de Motivos

México ha sido reconocido como un país activo en suscri-
bir y ratificar diversos instrumentos internacionales a favor
del reconocimiento y respeto irrestricto sobre el tema de
los derechos humanos, así como también por haber asumi-
do con responsabilidad el compromiso como Estado miem-
bro, al asegurar su cumplimiento a través de mecanismos
jurídicos, la adecuación de su legislación interna, así como
de la implementación de acciones que permitan hacer efec-
tivo cada uno de los derechos fundamentales del hombre;
sin embargo, al día de hoy, aún se observan incongruencias
dentro de nuestra legislación secundaria, como es el caso
del derecho a la vivienda que se cita en la Ley General de
Desarrollo Social.

El derecho a una vivienda adecuada surge con claridad en
el instrumento denominado Pacto Internacional de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales, documento que
consagró los derechos conocidos como de segunda genera-
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ción, los cuales son derechos de contenido social que han
pugnado por mejores condiciones de vida, al fincar una es-
fera de mayor responsabilidad para el Estado.

En ese documento se reconoce el “derecho a una vivienda
adecuada” y establece que es “el derecho de toda persona a
un nivel de vida adecuado para sí misma y para su familia,
incluyendo alimentación, vestido y vivienda adecuadas y
una mejora continuada de las condiciones de existencia”;
además, precisa que para que cada Estado pueda llevarlo a
cabo, independientemente del contexto, deben existir ele-
mentos que debe cumplir la vivienda para que pueda ser
considerada como adecuada, los cuales son:

a) seguridad jurídica de la tenencia; 

b) disponibilidad de servicios materiales e infraestructu-
ra; 

c) gastos soportables; 

d) habitabilidad; 

e) accesibilidad; 

f) lugar y, 

g) adecuación cultural.

Recordemos que los derechos de segunda generación se
constituyen por los derechos económicos, sociales y cultu-
rales, asociados a la Declaración Universal de los Derechos
Humanos de 1948, mismos que surgen como resultado de
la Revolución Industrial y tienen una connotación social
que ha impuesto al Estado la obligatoriedad de garantizar-
los. También, es preciso recordar que México fue el primer
país en el mundo que incluyó en su Carta Magna tales De-
rechos Sociales; sin embargo, no fue hasta el año de 1983
que, de manera precisa los confirma, con la inclusión del
derecho a la “vivienda digna y decorosa”, para lo cual, se
modificó sustancialmente el artículo 4o. de nuestra Consti-
tución Política.

Con posterioridad, en el año 2004, se promulgó la Ley Ge-
neral de Desarrollo Social, referida primordialmente a los
derechos para el desarrollo social, entre los que se incluyen
el derecho a la vivienda con un trato genérico, aspecto que
también emplea como parámetro para medir la pobreza, así
como para establecer programas y para definir la Política

Nacional de Desarrollo Social, sin considerar los alcances
que sobre el derecho a la vivienda establece nuestra Cons-
titución.

Es evidente que las discrepancias entre los términos y los
alcances que contiene la Ley General de Desarrollo Social
y los de la Constitución Política que nos rige, en relación al
derecho a la vivienda, deben ser corregidos y armonizados,
a fin de evitar que la dualidad de conceptos puedan dar ori-
gen a interpretaciones equivocadas, ya que la Ley General
de Desarrollo Social sólo se refiere al concepto de vivien-
da de una manera genérica y, bajo esta visión, por vivien-
da se entiende “cualquier recinto, separado o independien-
te, construido o adaptado para el albergue de personas”,
concepto que no es compatible con el derecho a una vi-
vienda digna y decorosa, establecido en la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo que eviden-
temente, implica establecer condiciones mínimas que debe
reunir la vivienda para cumplir con ese cometido, por lo
que, con esta intervención legislativa, exaltamos se cumpla
el compromiso que México asumió, con base en la Decla-
ración Universal de los Derechos Humanos de 1948, de
adecuar su legislación interna con miras a hacer efectivos
cada uno de los derechos fundamentales.

La adecuada y precisa definición en el marco jurídico, al
ser una obligación del Estado, reviste particular relevancia
ya que el derecho a una vivienda digna y decorosa no sola-
mente hace referencia al derecho de toda persona de dispo-
ner de cuatro paredes y un techo para su refugio, sino que
impera garantizar el derecho a una vivienda digna y deco-
rosa para asegurar el derecho a la vida.

El derecho a la vivienda digna y decorosa ya ha sido cues-
tión de debate. En el año 2014, derivado de la promoción
de un amparo directo en revisión número 3516/2013,v la
Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó que, en
el caso del ejercicio del derecho a una “vivienda digna y
decorosa”, “[… ] La ley establecerá los instrumentos y
apoyos necesarios a fin de alcanzar tal objetivo”; lo ante-
rior, toda vez que a través de los Tratados Internacionales,
en particular el Pacto Internacional de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales, el derecho a la vivienda tienen
un alcance mayor y, por ende, es importante explicar que el
derecho fundamental a la vivienda adecuada, o digna y de-
corosa, debe entenderse a partir de la interpretación que
han hecho diversos Organismos Internacionales, al dotar
de contenido el derecho a una vivienda adecuada y, en tal
caso, para comprender este concepto, es necesario atribuir-
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le el cumplimiento de un estándar mínimo, con requisitos
elementales que permitan considerar adecuada una vivien-
da, lo cual debe garantizarse a todas las personas.

Por su parte, en congruencia con lo antes expuesto, al re-
gular la política nacional de vivienda, la Ley de Vivienda
vigentevi recoge en su contenido que, por “vivienda digna
y decorosa” se considerará aquella que cumpla con las dis-
posiciones jurídicas aplicables en materia de asentamientos
humanos y construcción, salubridad; cuente con espacios
habitables y auxiliares; así como con los servicios básicos
y brinde a sus ocupantes seguridad jurídica en cuanto a su
propiedad o legítima posesión; que también que contemple
criterios para la prevención de desastres y la protección fí-
sica de sus ocupantes ante los elementos naturales poten-
cialmente agresivos. No obstante, estas consideraciones y
atributos han sido omitidos en la Ley General de Desarro-
llo Social. 

En este contexto, resulta un imperativo que la Ley General
de Desarrollo Social adecue y armonice su redacción, sin
omitir el que recoja los alcances que se dictan en nuestra
propia Constitución sobre el derecho a una vivienda digna
y decorosa; ello, principalmente, para hacer efectivo este
derecho en la atención de las necesidades de los grupos so-
ciales más vulnerables de la población. 

No es omiso señalar que el Poder Judicial de la Federación
ha establecido que la jurisprudencia dictada por la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación es obligatoria siempre
que se ajuste a las reformas constitucionales; es decir, que
sea acorde con la protección de los derechos humanos re-
conocidos tanto en la Carta Magna como en los Tratados
Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte.vii

En Nueva Alianza, congruentes con nuestra Agenda Legis-
lativa, priorizamos la vigencia de un estado de derecho que
se fortalece cuando la norma se cumple; por ello, es de
nuestro interés evitar que el régimen jurídico se vulnere por
la ambigüedad, sea por la falta de actualización del texto o
por las diferencias que se puedan observar en la interpreta-
ción y aplicación de las leyes reglamentarias, ya que con
ello la credibilidad que puedan tener los ciudadanos por las
instituciones, y en la ley, decrece, sumado a que la conso-
lidación del Estado de Derecho se entorpece.

Por lo anterior, resulta indispensable armonizar y hacer
congruente el texto y los alcances de la Ley General de De-
sarrollo Social con lo establecido en la Constitución Políti-

ca de los Estados Unidos Mexicanos, a fin de atender las
legítimas aspiraciones de la población, priorizando en todo
momento cuando se trata de los grupos más vulnerables de
la población. Como Legisladores, es nuestra obligación es-
tablecer y brindar las condiciones para el ejercicio pleno de
los derechos humanos, particularmente, el derecho a tener
una “vivienda digna y decorosa”.

Fundamento legal

Por las consideraciones anteriormente expuestas, en mi ca-
lidad de Diputada Federal integrante del Grupo Parlamen-
tario Nueva Alianza de la LXIII Legislatura de la Cámara
de Diputados del H. Congreso de la Unión, con fundamen-
to en la fracción II del artículo 71 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos y los artículos 6, nu-
meral 1, fracción I; 76; 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, someto a consideración del Pleno de
esta Soberanía, la Iniciativa con Proyecto de

Decreto por el que se reforman diversos artículos de la
Ley General de Desarrollo Social, en materia de vivien-
da digna y decorosa

Artículo Único. Se reforman los artículos 6; la fracción
VII del artículo 19; y las fracciones V y VI del artículo 36,
todos de la Ley General de Desarrollo Social, para quedar
como sigue:

Artículo 6. Son derechos para el desarrollo social la edu-
cación, la salud, la alimentación nutritiva y de calidad, la
vivienda digna y decorosa, el disfrute de un medio am-
biente sano, el trabajo y la seguridad social y los relativos
a la no discriminación en los términos de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 19. Son prioritarios y de interés público:

I. a VI. ...

VII. Los programas de vivienda, los instrumentos y
apoyos para que toda familia pueda disfrutar de una
vivienda digna y decorosa;

VIII. y IX. ...

Artículo 36. …

I. a IV. ...
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V. Calidad y espacios de la vivienda digna y decorosa;

VI. Acceso a los servicios básicos en la vivienda digna
y decorosa;

VII. a IX. ...

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

i “Declaración Universal de Derechos Humanos”, recuperado de:

http://www.un.org/es/universal-declaration-human-rights/

ii “Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cultura-
les”, recuperado de: http://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pa-
ges/CESCR.aspx

iii “Ley General de Desarrollo Social”, recuperado de:

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/264_010616.pd
f

iv Fracción VI del artículo 5 de la Ley General de Desarrollo Social:
Grupos sociales en situación de vulnerabilidad: Aquellos núcleos de
población y personas que por diferentes factores o la combinación de
ellos, enfrentan situaciones de riesgo o discriminación que les impiden
alcanzar mejores niveles de vida y, por lo tanto, requieren de la aten-
ción e inversión del Gobierno para lograr su bienestar.

v Establece Suprema Corte alcances del derecho a la vivienda adecua-
da con respecto a desarrolladores inmobiliarios

En sesión de 22 de enero del año en curso, la Primera Sala de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) en el amparo directo en
revisión 3516/2013, a propuesta del Ministro Jorge Mario Pardo Re-
bolledo, revocó la sentencia de un tribunal colegiado que interpretó in-
correctamente el artículo 4o. constitucional, en el sentido de que el de-
recho fundamental a la vivienda adecuada, o a una vivienda digna y
decorosa, sólo se refiere a la vivienda de interés social y, por tanto, se-
gún el tribunal, cualquier otro tipo de vivienda que no pueda ser con-
siderada como tal, no está protegida por dicho artículo.

Ello es así, ya que los tratados internacionales suscritos por México, en
particular, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y

Culturales, y su interpretación por parte de organismos internacionales,
han dotado de contenido al derecho a una vivienda “adecuada”, atribu-
yéndole el cumplimiento de un estándar mínimo, integrado por requi-
sitos elementales con que debe cumplir la vivienda para poder ser con-
siderada adecuada, lo cual debe garantizarse a todas las personas.

Asimismo, los Estados se han obligado al suscribir dichos tratados a
elaborar una estrategia nacional de vivienda, e implementarla, en con-
junto con los sectores social y privado.

Razón por la cual, la Primera Sala revocó la sentencia recurrida y
concedió el amparo a dos personas que reclamaron la nulidad del
contrato de compraventa de un departamento que, según ellos, no
cumplía con la normatividad aplicable, específicamente, al no tener
habitaciones funcionales, al carecer, por ejemplo, de ventanas en
una de las recámaras.

Lo anterior es así, pues los promotores y desarrolladores inmobiliarios,
así como todos aquellos particulares que asumen la obligación de des-
arrollar vivienda, tienen también la obligación de cumplir con las nor-
mas de derechos humanos, en particular, con aquellas vinculadas con
el derecho fundamental a la vivienda adecuada. Máxime si la normati-
vidad aplicable establece cuales son las características que debe tener
toda vivienda para cumplir con dicho estándar mínimo. Lo anterior, ya
que es una expectativa básica de la sociedad que estas personas cum-
plirán con la normativa aplicable.

Por lo tanto, si el desarrollador inmobiliario no demuestra haber co-
municado en forma expresa y clara al comprador de la vivienda, antes
de su adquisición, que la misma carece o carecerá de algunos de los re-
quisitos impuestos por la normatividad aplicable (como es el hecho de
que no tendrá ventanas), especialmente cuando la vivienda se adquie-
ra antes de ser construida, entonces, el comprador debe tener expedito
su derecho para demandar, ya sea, el cumplimiento forzoso de la nor-
matividad, o en su defecto, la rescisión o nulidad del contrato y la in-
demnización correspondiente.

Así, se concedió el amparo para el efecto de que la autoridad respon-
sable deje insubsistente la sentencia reclamada y emita una nueva en la
que sólo determine que la acción de los quejosos (nulidad del contrato
de compraventa) es improcedente si el departamento objeto del juicio
cumple en forma estricta con la normatividad aplicable, y si existe
prueba fehaciente que el vendedor hizo del conocimiento del compra-
dor, en forma expresa y clara, con anterioridad a la celebración del con-
trato, que el inmueble no tendría una ventana que diera al exterior en
la recámara conocida como número 2.

Recuperado de: http://www2.scjn.gob.mx/red/coordinacion/COMU-
NICADO_11_2014_ENE.pdf
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vi “Ley de Vivienda”, recuperado de: 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LViv_200415.pdf

vii  Conforme al artículo 192 de la Ley de Amparo, la jurisprudencia
que establezca la Suprema Corte de Justicia, funcionando en Pleno o
en Salas, es obligatoria para éstas en tratándose de la que decrete el ple-
no, y además para los tribunales unitarios y colegiados de circuito, los
juzgados de distrito, los tribunales militares y judiciales del orden co-
mún de los estados y del Distrito Federal, y tribunales administrativos
y del trabajo, locales o federales. Ahora bien, el mecanismo para el
control de convencionalidad ex oficio en materia de derechos humanos
debe ser acorde con el modelo general de control de constitucionalidad
que deriva del análisis sistemático de la reforma que sufrieron los artí-
culos 1o. y 103, en relación con el 133 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, lo que significa que la observancia de
la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es obli-
gatoria siempre que se ajuste a esas reformas constitucionales, es decir,
que sea acorde con la protección de los derechos humanos, reconoci-
dos tanto en la Carta Magna como en los tratados internacionales de
que el Estado mexicano sea parte. De tal suerte que, la no aplicación
de criterios jurisprudenciales emitidos con anterioridad a la reforma
constitucional aludida, porque el tratado internacional considera un de-
recho humano de mayor beneficio al justiciable, lo que se conoce en la
doctrina como principio pro persona, no implica desacato a lo dispues-
to por el citado artículo 192, pues la obligatoriedad de la jurispruden-
cia se encuentra sujeta a que ésta interprete un sistema jurídico vigen-
te aplicable al caso concreto de que se trate. Esta premisa generó que
este tribunal ejerciera oficiosamente el control difuso de convenciona-
lidad e inaplicará la jurisprudencia 2a./J.108/2010, de rubro: “Empla-
zamiento al tercero perjudicado por edictos. El incumplimiento del
quejoso de recogerlos y pagar su publicación no conduce necesaria-
mente al sobreseimiento en el juicio de amparo”, que en esencia, con-
sidera que a efecto de que no se sobresea en el juicio de garantías por
incumplimiento de recoger los edictos, el quejoso debe comparecer a
manifestar su imposibilidad para cubrir el gasto de su publicación y
tanto de su afirmación como de los elementos que consten en autos de-
ben existir indicios suficientes que demuestren que no tiene la capaci-
dad económica para sufragar un pago semejante, sólo entonces el juz-
gador podrá determinar que el Consejo de la Judicatura Federal, a su
costa, los publique para emplazar al tercero perjudicado. Ello es así
porque mediante el principio de interpretación conforme en sentido
amplio, respecto de los numerales 1, 24 y 25 de la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos, se advierte que el Estado mexicano, en
su orden, adquirió la obligación de respetar los derechos y libertades
reconocidos en él, a efecto de garantizar el libre y pleno ejercicio a to-
da persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna,
entre otros motivos, por la posición económica, así como que todas las
personas son iguales ante la ley; además, el Estado deberá contar o im-
plementar los mecanismos legales idóneos, necesarios o suficientes pa-

ra permitir a toda persona en el ejercicio de su derecho de defensa con-
tra actos que estime transgresores de su esfera jurídica, lo cual está re-
ferido a toda materia de derecho. De ese modo, si la citada jurispru-
dencia condiciona la procedencia del juicio de garantías a que el
particular comparezca a manifestar y evidenciar su imposibilidad para
cubrir el gasto de los edictos, entonces esa circunstancia se estima con-
traria a los derechos humanos de gratuidad de la administración de jus-
ticia, que consagra el artículo 17 constitucional, de igualdad ante la ley
y no discriminación por posición económica, en virtud de que se con-
diciona el derecho de gratuidad de la administración de justicia a que
se colmen los requisitos que no establece la ley de la materia, los que
giran en torno a motivos de índole económica, lo que significa que el
citado derecho se reserva sólo para las personas que no tengan la ca-
pacidad económica para sufragar el pago de la publicación de los edic-
tos, que se traduce en clara violación a los derechos humanos referidos,
pues la garantía de igualdad y la no discriminación prohíben la dife-
rencia de tratamiento entre seres que no se correspondan con su única
e idéntica naturaleza.

[TA]; 10a. época; TCC; SJF y su Gaceta; libro XVI, enero de 2013, to-
mo 3; página. 2089.

Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. La obli-
gatoriedad de la emitida antes de las reformas de los artículos 1o. y
103, de diez y seis de junio de dos mil once, en relación con el 133, to-
dos de la Constitución federal, se sujeta a que aquélla sea acorde con
la protección de los derechos humanos reconocidos en la Carta Magna
y los tratados internacionales de que el Estado mexicano sea parte (in-
aplicabilidad de la tesis 2a./j.108/2010).

Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Ter-
cera Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco. 

Amparo directo 402/2012 (cuaderno auxiliar 685/2012), 27 de sep-
tiembre de 2012. Unanimidad de votos con voto aclaratorio del Ma-
gistrado José de Jesús López Arias. Ponente: Jorge Humberto Benítez
Pimienta. Secretario: Abel Ascencio López.

Nota: La tesis 2a./J.108/2010 citada, aparece publicada en el Semana-
rio Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXXII,
agosto de 2010, página 416.

Recuperada de: http://sjf.scjn.gob.mx/sjfsist/Paginas/DetalleGene-
ralV2.aspx?Epoca=1e3e1fdfdf8fcfd&Apendice=1fffdfffcfcff&Expre-
sion=&Dominio=Rubro,Texto,Precedentes,Localizacion&TA_TJ=&O
rden=1&Clase=DetalleTesisBL&NumTE=6&Epp=20&Desde=-
1 0 0 & H a s t a = - 1 0 0 & I n d e x = 0 & I n s t a n c i a s S e l e c c i o n a -
das=6,1,2,3,4,5,50,7&ID=2002561&Hit=1&IDs=2002561,161633,16
5557,179119,232787,394301&tipoTesis=&Semanario=0&tabla=&Re
ferencia=KOM&Tema=681
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del Honorable Congreso de la Unión, a los 20 días del mes
de abril de 2017.— Diputada Carmen Victoria Campa Almaral (rú-
brica).»

La presidenta diputada María Guadalupe Murguía
Gutiérrez: Gracias, diputada Carmen Victoria Campa.
Túrnese a la Comisión de Desarrollo Social, para dicta-
men.

Saludamos con mucho gusto a alumnos de la Universidad
de la Sierra de Huauchinango, Puebla, invitados a este sa-
lón de plenos por el diputado Carlos Barragán Amador. Se-
an ustedes bienvenidos.

CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES

La presidenta diputada María Guadalupe Murguía
Gutiérrez: Tiene la palabra, por cinco minutos, el diputado
José Alfredo Ferreiro Velazco, del Grupo Parlamentario del
Partido Encuentro Social, para presentar iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona el artículo 167 del
Código Nacional de Procedimientos Penales.

El diputado José Alfredo Ferreiro Velazco: Con la venia
de la Presidencia y de la Mesa directiva. Compañeras y
compañeros diputados. Se puede engañar a parte del pue-
blo parte del tiempo, pero no se puede engañar a todo el
pueblo todo el tiempo. Esto lo dijo Abraham Lincoln.

El fenómeno de la corrupción es reconocido como una de
las principales amenazas al Estado y a la democracia, pues
conspira contra su legitimidad, vulnera el Estado de dere-
cho y afecta el uso de recursos públicos destinados al cum-
plimiento de derecho o a fines de interés colectivo.

El acto de corrupción constituye una grave muestra de des-
lealtad, ya que supone el aprovechamiento inmoral de lo
público para beneficios privados.

Es por lo anterior que yo vengo a presentar iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona las fracciones
XII, XIII, XIV al artículo 167 del Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales, con el objetivo de dotar a los minis-
terios públicos de la autoridad para solicitar al juzgador de
control constitucional el que se solicite y se amplíe la figu-
ra de la prisión preventiva, oficiosa, en la comisión de de-

litos penales como son el peculado, el cohecho y el enri-
quecimiento ilícito.

Lo anterior con dos fines fundamentales: uno, por una par-
te, inhibir la comisión de las mencionadas conductas con la
imposibilidad de la libertad bajo caución; la otra, para evi-
tar la evasión a la acción de la justicia.

Lo anterior, tomando en cuenta que para nadie son desco-
nocidos los escándalos de corrupción que han puesto al pa-
ís en la mira internacional, con el caso de gobernadores y
funcionarios públicos que han recibido o tomado dinero del
presupuesto, de obras, de todo lo público.

De hecho, se publicó un reporte de la Consultoría Intergra-
lia, que en México, de 14 gobernadores investigados, 53
por ciento fue por peculado; 24 por ciento fue por lavado
de dinero; 17 por ciento fue por asociación delictuosa y 5.8
por ciento fue por extorsión.

Desafortunadamente, no solo esos casos existen en nuestro
país respecto al cohecho o al peculado, pues en fechas re-
cientes se destapó y se discutió en esta Cámara de Dipu-
tados el caso de Odebrecht, empresa que desvió a nivel
mundial más de dos mil millones de dólares en 2014 para
actos de corrupción. Y manifestó que tan solo aquí en Mé-
xico en años recientes se entregaron 10.5 millones de dóla-
res a funcionarios públicos de la empresa Pemex, que es de
todos los mexicanos.

Esta es una empresa que se ha dedicado a estar extorsio-
nando, como ustedes saben, y ya ha habido evasión de la
justicia para muchos funcionarios públicos. Pero este no es
el único caso, hay que recordar también el caso de Ocea-
nografía, que fue una empresa que operó casi con las mis-
mas formas, se le asignaron recursos millonarios y hay mu-
chas cosas ahí escondidas.

Asimismo, en los últimos años hemos sido testigos de có-
mo implicados en estos delitos han buscado evadir la ac-
ción de la justicia escondiéndose y huyendo a otros países.

Es por lo anterior que con la presente iniciativa se incenti-
va a que trabajemos más en la prevención de la conducta
desleal, esto por medio de las unidades de control del pro-
pio Estado, además de que se sancione la comisión de fal-
tas graves a la norma administrativa, a través de un tribu-
nal administrativo. Porque la ciudadanía necesita volver a
creer en los servidores públicos.

Año II, Segundo Periodo, 25 de abril de 2017 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados230



Por tanto, es nuestra obligación legislar en la prevención de
los delitos como el cohecho, el peculado y enriquecimien-
to ilícito. Esto va a ayudar a prevenir y que muchos fun-
cionarios tengan la precaución y el decoro de no robar, de
no agarrar dinero.

Hace muchos años se escribió un libro y se escribió una se-
rie de principios básicos y uno de ellos fue: no robarás, y
este principio ha cobrado la vida en toda la humanidad. Y
hay una mención también en ese documento que dice: si te
estorba algo que te hace delinquir, quítatelo. 

Yo no sé si en el tiempo tendremos que llegar a eso, ten-
dremos que cortarle la mano a un funcionario público que
haya tomado dinero de las arcas, que ha inhibido que mu-
chos jóvenes puedan tener un futuro o que muchos enfer-
mos puedan ser sanados o que muchas familias puedan ser
restauradas. 

Son temas que hay que seguir discutiendo y yo le pediría a
esta Cámara que todos esos temas que se están presentan-
do, el tema de corrupción, anticorrupción y combate a la
corrupción sean tratados en las comisiones y no estén con-
gelados ahí en dichas comisiones. Muchas gracias, señora
presidenta.

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 167 del Có-
digo Nacional de Procedimientos Penales, a cargo del
diputado José Alfredo Ferreiro Velazco, del Grupo Parla-
mentario del PES

El suscrito, diputado José Alfredo Ferreiro Velazco, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Encuentro So-
cial, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I, 77, 78 y demás
aplicables del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
meto a consideración de esta asamblea la presente iniciati-
va con proyecto de decreto por el que se reforma y adicio-
nan las fracciones XII, XIII, XIV al artículo 167 del
Código Nacional de Procedimientos Penales, al tenor de la
siguiente:

Exposición de Motivos

La función pública puede ser definida, como el conjunto de
relaciones laborales entre el Estado y sus servidores, en
donde las funciones desempeñadas están contenidas en la
Constitución, una Ley o un reglamento.

Por eso, la protesta de los funcionarios públicos, resulta
ser un acto solemne, en el que éstos se comprometen den-
tro de su cargo a cumplir con la Constitución y las leyes
de su país, actuando en todo momento por el bienestar de
su pueblo.1

Por lo anterior, es deber fundamental del funcionario pú-
blico acatar y cumplir la Constitución y las leyes que de
ella emanan.

El funcionario tiene frente a la ley una responsabilidad ma-
yor, por el hecho de que al tomar protesta se vuelve traba-
jador del ciudadano y en su función solo le bastará con
cumplir correctamente sus deberes.

Por lo tanto, de los funcionarios públicos se espera que re-
cojan conciencia y reconozcan al estado y su Constitución
como un alto valor digno de comprometerse con él.

Derivado de lo anterior, la obligación de fidelidad y lealtad
al estado, se entiende como una condicionante que debe te-
ner el funcionario público, por lo cual se deben distanciar
de grupos y acciones que atacan, combaten y difaman al
estado, sus órganos constitucionales y a la ciudadanía.

En términos concretos, cada Gobierno constitucional y to-
dos los ciudadanos tienen que poder confiar en que el fun-
cionario va a estar dispuesto a asumir, en la ejecución de
los asuntos de la administración, las responsabilidades que
corresponden a su propio Estado.

Ya que el orden constitucional se sostiene no solo en la vo-
luntad popular, sino también en la lealtad de funcionarios
públicos.

Desafortunadamente, en nuestro país la lealtad de los ser-
vidores públicos no ha sido del todo apegada a las leyes y
desafortunadamente se ha aplicado al fenómeno de la co-
rrupción, este fenómeno es reconocido como una de las
principales amenazas a la democracia, pues conspira con-
tra su legitimidad, vulnera el Estado de derecho y afecta el
uso de recursos públicos destinados al cumplimiento de de-
rechos o a fines de interés colectivo. 

Por ello, un acto de corrupción constituye una grave mues-
tra de deslealtad frente a las reglas que debieran regir un
comportamiento social honesto, pues supone el aprovecha-
miento inmoral de lo público para un beneficio privado, ac-
ción que es aún más nociva cuando la ejecutan personas
que detentan cargos públicos.
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O como bien lo menciona Luis Pazos: la palabra corrup-
ción, nos lleva a definirla como algo que se echa a perder,
que no funciona correctamente. Aunque la mayoría de las
personas entienden por corrupción una acción inmoral o
ilegal.2

Mientras que la definición de la palabra corrupción viene
del latín corruptio (acción y efecto de destruir o alterar glo-
balmente por putrefacción, también acción de dañar, so-
bornar o pervertir a alguien).3

Derivado de las definiciones citadas encontramos que re-
sulta reprobable que haya gobernantes que utilicen el poder
del Estado para corromper a la sociedad.

Por ello, a través del tiempo se ha buscado el prevenir la
deslealtad en su desempeño, la reparación del daño ante
determinadas conductas, en las que la sociedad o el go-
bierno se pueden ver tanto directa como indirectamente
dañados.

Y es por lo anterior que se considera esencial que se norme
con el objetivo de combatir la corrupción, pero sobre todo
de prevenir conductas como el cohecho y el peculado, por
lo cual se propone adicionar dos fracciones al Código Na-
cional de Procedimientos Penales, en su artículo 167, para
establecer que tanto el cohecho como el peculado se consi-
deran delitos que ameritan prisión preventiva oficiosa.

Pues en México, desde el punto de vista legal, las conduc-
tas vinculadas a la corrupción se integran en una amplia va-
riedad de tipos penales previstos en los Códigos Penales de
las entidades federativas y en el propio Código Penal Fe-
deral, por ejemplo, el ejercicio indebido del servicio públi-
co, el abuso de autoridad, el uso indebido de atribuciones y
facultades, la intimidación, el ejercicio abusivo de funcio-
nes, el tráfico de influencias, el cohecho, el peculado y el
enriquecimiento ilícito, etc.

Sin embargo, la importancia del cohecho y el peculado es
que se relaciona más comúnmente con la corrupción.

Y es que la corrupción es una de las primeras causas de los
bajos crecimientos, la miseria y de la migración de millo-
nes de mexicanos. Y, sobre todo, del surgimiento de nuevos
ricos.4

Por lo tanto, con la presente iniciativa se incentiva a que
trabajemos más en la prevención de la conducta desleal, es-

to por medio de las unidades de control del propio estado,
además de que se sancione la comisión de faltas graves a la
norma administrativa, a través de un tribunal administrativo.

No obstante lo anterior, la deslealtad mencionada se ha dis-
tinguido en la comisión de conductas que son del campo
del derecho penal, por lo que en esta materia es necesario
también ejercer una presión que constituya un inhibidor en
la comisión de estas conductas.

Para nadie son desconocidos los escándalos de corrupción
que han puesto al país en el foco internacional y a la expec-
tativa de su proceder en acciones de tipo penal, que muestre
una verdadera voluntad de combatir este fenómeno.

Ejemplo de los actos lamentable es que algunos funciona-
rios evaden la acción de la justicia, un claro ejemplo es el
del recién capturado Javier Duarte, responsable por los de-
litos de: Delincuencia organizada, operaciones con recursos
de procedencia ilícita, además de que debe enfrenta a cargos
por parte de la Procuraduría General de la República que
fueron interpuestos desde el mes de octubre de 2016.5

En caso similar se encuentra Cesar Duarte, ex gobernador
de Chihuahua y quien enfrenta cargos por el delito de pe-
culado, y quien es buscado por la Interpol en 190 países.

Desafortunadamente estos no son los únicos casos en los
que se ha acusado de peculado a algún gobernador, ya
que en los últimos 15 años, 14 gobernadores mexicanos,
de los principales partidos políticos, han sido investiga-
dos por autoridades federales o extranjeras por delitos de
peculado, narcotráfico, lavado de dinero o asociación 
delictuosa.

Según un reporte de la consultora Integralía, dirigida por el
ex consejero presidente del IFE, Luis Carlos Ugalde, de la
cifra global de 14 gobernadores investigados, 52.92% fue
por peculado; 23.53% por lavado de dinero; 17.65% por
asociación delictuosa y 5.8% por extorsión.6

Entre los nombre de estos ex funcionarios públicos está el
de Humberto Moreira, el del ex goberndor de Tabasco An-
drés Granier, quien fue detenido y recibió formal prisión
por lavado de dinero y defraudación fiscal por dos millones
552 mil pesos, Luis Armando Reynoso Femat, ex goberna-
dor panista de Aguascalientes y quien fue sentenciado a
dos años de prisión por peculado, ex gobernador interino
de extracción priista, Jesús Reyna García, quien fue encar-
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celado y acusado de asociación delictuosa, narcotráfico y
extorsión, el ex gobernador de Chiapas, Pablo Salazar
Mendiguchía, estuvo preso entre junio de 2011 y noviem-
bre de 2012, lo acusaron de desviar 104 millones de pesos,
pero fue absuelto por la procuraduría chiapaneca, además
de que existen otros tres ex gobernadores sobre los que pe-
san acusaciones formales, como son el ex mandatario pa-
nista de Sonora, Guillermo Padrés; el ex jefe de gobierno
del Distrito Federal, Marcelo Ebrard, y el ex gobernador de
Tamaulipas, Tomás Yarrington.7

Desafortunadamente, no solo esos casos existen en nuestro
país respecto al cohecho o peculado, pues en fechas re-
cientes se destapó el caso de Odebrecht empresa que des-
vío más de 2 mil millones de dólares entre 2005 y 2014 en
torno a Petrobras. La red de corrupción se dedicaba de for-
ma sistemática al desvío de fondos públicos, el acapara-
miento de contratos y el pago de sobornos. El dinero se
desviaba a políticos y empresarios. Los implicados transfe-
rían altas sumas de dinero a otros países.

Lamentablemente esta empresa admitió haber pagado 10.5
mdd en sobornos a “altos funcionarios de una empresa con-
trolada por el Estado (mexicano)” para ganar contratos. Y
algunos de los presuntos involucrados son el ex presidente
Felipe Calderon y Javier Duarte.8

Pero con este tipo de casos no solo tenemos a Odebrecht,
sino tambien a Oceanografia empresa fundada en 1968 pa-
ra proveer servicios de ingeniería marina a Petróleos Me-
xicanos (Pemex). Se especializa en ingeniería geofísica
marina, buceo de saturación, operación de vehículos su-
mergibles manejados a control remoto, mantenimiento a
estructuras marinas y construcción de ductos submarinos,
la cual durante la presidencia de Fox fue acusada de haber
sido favorecida con la asignación de contratos millonarios,
siendo excluida por 21 meses y 12 días de los procesos de
contratación del gobierno, luego que Pemex encontró en
una revisión interna irregularidades en contratos con la fir-
ma, según un reporte del 11 de febrero.9

Con los argumentos anteriores encontramos que se han dis-
traído del objeto del estado, dinero, valores, fincas, además
de que se han puesto a la luz pública hechos y actos de so-
borno a funcionarios públicos, etc.

En fin, saber que existe un problema grave en México y no
hacer nada, raya en cierto grado en la opacidad, de quienes
tenemos la responsabilidad de adecuar la norma a una rea-
lidad objetiva que vive el gobierno y la sociedad.

Por lo anterior expuesto, considero necesario impedir las
mencionadas conductas, aplicando lo conducente en el sis-
tema nacional anticorrupción en la parte preventiva y en la
sancionatoria a la violación a la norma administrativa; y
por otra parte con el endurecimiento de medidas en algu-
nos tipos penales a fin de cerrar el círculo del combate a la
corrupción.

En razón de lo anterior es que la presente propuesta consi-
dera que se aplique la figura de la prisión preventiva ofi-
ciosa contenida en el artículo 167 del Código Nacional de
Procedimientos Penales, a los delitos de peculado y cohe-
cho en las modalidades siguientes:

En el caso del peculado en sus fracciones I a la IV

• Cuando el monto de lo distraído o de los fondos utili-
zados indebidamente exceda de quinientas veces el va-
lor diario de la Unidad de Medida y Actualización en el
momento de cometerse el delito.

• Cuando los recursos materia del peculado sean aporta-
ciones federales para los fines de seguridad pública. 

En el caso del delito de cohecho en sus fracciones I a la
III incisos a) y b)

Cuando la cantidad o el valor de la dádiva, los bienes, pro-
mesa o prestación exceda de quinientas veces el valor dia-
rio de la Unidad de Medida y Actualización en el momen-
to de cometerse el delito.

En el caso de enriquecimiento ilícito;

Cuando el monto a que ascienda el enriquecimiento ilícito
exceda del equivalente de cinco mil veces el valor diario de
la Unidad de Medida y Actualización. 

A fin de apreciar de manera más analítica la propuesta, se
presenta el siguiente cuadro comparativo:
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Por lo anteriormente expuesto y considerando la necesidad
de inhibir la comisión de las conductas objeto de la pre-
sente y a fin de cerrar el círculo del combate a la corrup-
ción; es que se presenta iniciativa con proyecto de decre-
to que reforma y adiciona las fracciones XII, XII, y XIV
al artículo 167 del Código Nacional de Procedimientos
Penales;

Para quedar como sigue:

Código Nacional de Procedimientos Penales

Artículo 167. …

El Juez de control, en el ámbito de su competencia, or-
denará la prisión preventiva oficiosamente en los casos
de delincuencia organizada, homicidio doloso, viola-
ción, secuestro, trata de personas, delitos cometidos
con medios violentos como armas y explosivos, el co-
hecho, el peculado, el enriquecimiento ilícito, así como
delitos graves que determine la ley contra la seguridad
de la Nación, el libre desarrollo de la personalidad y
de la salud.

...

De la I a la XI…

XII. El cohecho, previsto en el artículo 222; en sus
fracciones I a la III incisos a) y b)

Cuando la cantidad o el valor de la dádiva, los bie-
nes, promesa o prestación exceda de quinientas veces

el valor diario de la Unidad de Medida y Actualiza-
ción en el momento de cometerse el delito.

XIII. El peculado, previsto en el artículo 223; en sus
fracciones I a la IV

a). Cuando el monto de lo distraído o de los fon-
dos utilizados indebidamente exceda de quinien-
tas veces el valor diario de la Unidad de Medida
y Actualización en el momento de cometerse el
delito. 

b).Cuando los recursos materia del peculado sean
aportaciones federales para los fines de seguri-
dad pública. 

XIV. El enriquecimiento ilícito, previsto en el artícu-
lo 224; cuando el monto a que ascienda el enriqueci-
miento ilícito exceda del equivalente de cinco mil ve-
ces el valor diario de la Unidad de Medida y
Actualización. 

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Artículo 128, de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos. 

2 Luis Pazos, P. 15

3 Diccionario etimológico, disponible en;

http://etimologias.dechile.net/?corrupcio.n 

4 Luis Pazos, P. 107

5 Excélsior, 31/3/2017, disponible en; 

http://www.excelsior.com.mx/nacional/2017/03/31/1155197, con-
sultado el 19 de abril de 2017.

6 Ángel Cabrera, Van 14 ex gobernadores acusados de peculado en 15
años, 18 de enero de 2016, disponible en; 

http://www.24-horas.mx/van-14-ex-gobernadores-acusados-de-pe-
culado-en-15-anos/ 
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7 Ibíd.

8 El Universal, Odebrecht la ruta de Corrupción, disponible en; 

http://interactivo.eluniversal.com.mx/2017/odebrecht-corrupcion/ 

9 Excelsior, “Oceanografia” http://www.excelsior.com.mx/topico/oce-
anografia

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de abril de 2017.— Diputado
José Alfredo Ferreiro Velazco (rúbrica).»

La presidenta diputada María Guadalupe Murguía
Gutiérrez: Gracias, diputado Ferreiro Velasco. Túrnese a
la Comisión de Justicia, para dictamen.

Esta Presidencia recibió 16 iniciativas de las siguientes di-
putadas y diputados: diputada Isaura Ivanova Pool Pech,
del Grupo Parlamentario del PRD; de los diputados Alber-
to Martínez Urincho y Francisco Xavier Nava Palacios del
PRD; y Manuel de Jesús Clouthier Carrillo; del diputado
Julio Saldaña Morán, del Grupo Parlamentario del PRD;
del diputado Waldo Fernández González, del Grupo Parla-
mentario del PRD; del diputado Carlos Alberto De la Fuen-
te Flores, del Grupo Parlamentario del PAN; de la diputada
María del Rosario Rodríguez Rubio, del Grupo Parlamen-
tario del PAN; de la diputada Ximena Tamariz García, del
Grupo Parlamentario del PAN; y de la diputada Alejandra
Gutiérrez Campos, del Grupo Parlamentario del PAN. Es-
tas iniciativas serán turnadas a las comisiones que corres-
pondan.

DECLARATORIA DE PUBLICIDAD DE DICTÁME-
NES DE LEY O DECRETO

La presidenta diputada María Guadalupe Murguía
Gutiérrez: El siguiente punto del orden del día es la de-
claratoria de publicidad de los dictámenes. Consulte la Se-
cretaría a la asamblea, en votación económica, si se dis-
pensa la lectura de los 40 títulos de los proyectos de
decreto.

La secretaria diputada Isaura Ivanova Pool Pech: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica, se
consulta a la asamblea si se autoriza que se dispense la lec-
tura de los 40 títulos de los dictámenes con proyecto de de-
creto. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-

mativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.
Diputada presidenta, mayoría por la afirmativa.

La presidenta diputada María Guadalupe Murguía
Gutiérrez: De conformidad con lo que establece el artí-
culo 87 del Reglamento de la Cámara de Diputados, se
cumple con la declaratoria de publicidad.
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LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES Y DE
RADIODIFUSIÓN

La secretaria diputada Isaura Ivanova Pool Pech: Dic-
tamen de la Comisión de Radio y Televisión, con proyecto
de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan di-
versas disposiciones de la Ley Federal de Telecomunica-
ciones y de Radiodifusión.
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